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Al Profesor 

ANTONIO MOLES CAUBET 

"Resulta indudable que en el momento presen-

te, ya bien adentrados en la segunda mitad 

del siglo XX, todas las concepciones del munici-

palismo tradicional, toda su doctrina sobre la 

naturale2a y contenido del Municipio, que al-

canzaron plena vigencia en la pasada centu-

ria y prolongaron su influencia hasta bastan-

tes años después, han experimentado un pro-

fundo quebranto al contacto con las realidades 

de nuestro tiempo, en forma tal que se han 

desmoronado en bloque y precisa, en gran par-

te., arrinconarlas como inservibles". 

Fernando Albi, l a crisis del Municipalismo, 

Madrid, 1966, pág. 7. 





presentación 

una valiosa contribución científica del 
"estudio de caracas" 





El interesante trabajo titulado "El Régimen de Go-

bierno Municipal en el Distrito Federalrealizado por 

el Dr. Allan-Randolph Brewer Carias, Profesor de De-

recho Administrativo en la Universidad Central de 

Venezuela, forma parte de uno de los tomas del Volu-

men VIII del Estudio de Caracas. El Dr. Antonio Mo-

les Caubet se ha responsabilizado de la preparación 

del tomo en cuestión, integrado por investigaciones y 

estudios originales llevados a efecto por calificados es-

pecialistas, profesores en su mayoría en la Facultad de 

Derecho del principal centro de estudios superiores 

de la nación. 

La obra que presentamos de forma general por 

no ser diestros en el manejo del tema, se edita tam-

bién de esta manera especial por decisión del Secreta-

riado Ejecutivo del Estudio de Caracas, organismo 

consultado oportunamente por el autor. Im misma es 

producto de esfuerzos y expresión de conocimientos del 

Dr. Allan-Randolph Brewer Carias, para cumplir com-

promisos contraídos al planificar a nivel científico, la 

búsqueda de la verdad en diferentes aspectos de la 

dinámica de la ciudad capital de Venezuela. 

El tema es apasionante y se fe enfoca generalmen-

te desde ángulos de política militante, teniendo en 

cuenta más los intereses de agrupaciones partidistas 

o de individuos que los fundamentales de la pobla-
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cíón organizada como sociedad. Ahora se aborda con 

objetividad y conforme a una metodología de estudio. 

Las conclusiones que formula el autor pueden mere-

cer objeciones y críticas elaboradas según técnicas ade-

cuadas y en planos de seriedad. Los comentarios im-

provisados, sin fundamentación no pueden ni deben 

merecer la atención de los estudiosos. 

Bajo el signo de la libertad de investigación y de 

estudio se ha realizado y se realiza el Estudio de Cara-

cas. Bajo ese signo se construyó '*El Régimen de Go-

bierno Municipal en el Distrito Federal". Podemos de-

clarar y así lo hacemos, que los lectores —especialistas 

o no— pueden divergir de las opiniones del Profesor 

Brewer Carias, o compartirlas, pero en todo caso kan 

de reconocer y destacar que no tienen su origen en con-

cepciones caprichosas del autor, sino en resultados del 

análisis de un fenómeno que afecta la vida social de 

Caracas. 

Dr. Rodolfo Quintero 

Coordinador General del Estudio 

de Caracas 
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prólogo 





El presente trabajo tiene por objeto fundamental 

plantear en sus justas dimensiones el "falso proble-

ma" constituido por las seculares disputas y rivalida-

des entre el Concejo Municipal y el Gobernador del 

Distrito FederaL 

En efecto, desde la creación misma del Distrito 

Federal la conducción de los intereses generales de la 

ciudad de Caracas se ha caracterizado por una conse-

cuente contraposición de intereses entre el Concejo Mu-

nicipal y el Gobernador, sobre todo en las épocasf como 

la actual, en que los miembros del órgano deliberante 

han sido elegidos por votación popular. En los últimos 

treinta años, cuya importancia para el desarrollo del 

país en todos los órdenes no puede dudarse, esa dis-

puta tradicional se ha acentuado —salvo por lo que 

respecta a la década 1948-1958—, por la distinta orien-

tación política que ha predominado en dichos órga-

nos. El Concejo Municipal, generalmente ha estado do-

minado por partidos políticos de oposición al Gobier-

no Nacional; y en cambio, el Gobernador del Distrito 

Federal, romo órgano del Presidente de la República, 

ha respondido a la orientación política de gobierno na-

cional. Paradójicamente, la población de la ciudad de 

Caracas, sede del Poder Nacional, nunca ha tenido 

orientación oficialista, a pesar de ser —quizás— la 

que más beneficios obtiene del gobierno central. Sin 

embargo es posible que eso sea así por ser ella la que 

sufra más directamente los desaciertos del mismo. 
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Con mucha frecuencia se atribuye la causa de 

esas rivalidades entre los órganos municipales del Dis-

trito Federal, a las deficiencias del ordenamiento jurí-

dico municipal del Distrito. Sin embargo, y a pesar 

de las evidentes deficiencias de dicho ordenamiento, 

no es en él donde debe situarse el origen de las frecuen-

tes pugnas entre el Concejo Municipal y el Gobernador. 

En efecto, el régimen de cualquier Distrito Federal, 

no permite otra alternativa que eliminar lo municipal 

en él o combinar en su régimen lo municipal con lo 

federal. En un Distrito Federal, por esencia, no puede 

entonces hablarse de autonomía municipal en el mis-

mo sentido que se utiliza todavía esa expresión para 

caracterizar el régimen de las municipalidades ordi-

narias. 

En Venezuela, desde la creación del sistema fe-

deral en 1864, no se siguió la orientación dominante 

de eliminar lo municipal del Distrito, como sucedió 

y sucede en el Distrito de Columbio. Al contrario, y 

para permitir la ingerencia de la población citadina en 

el gobierno de los intereses locales, desde esa época se 

combinó la salvaguarda del principio de ingerencia 

del Poder Federal en la conducción de los intereses 

de la ciudad donde tiene su sede, por razones de interés 

nacional, con el derecho de los habitantes de la mis-

ma de intervenir en la gestión de los intereses loca* 

les. En este sentido, el régimen del Distrito Federal ve-

nezolano se estructuró dentro de la misma orientación 

que se estructuró el antiguo Distrito Federal de Brasil 

en Río de Janeiro: la gestión del Distrito correspon-

dió a un Gobernador, como autoridad ejecutiva y re-

presentante del Poder Nacional o Federal; y a un Con-

cejo Municipal, como autoridad deliberante de índole 

local, cuyos miembros son designados por elección po-

pular. Entre ambas autoridades se ha establecido en 

el ordenamiento jurídico municipal una clara delimi-

tación de funciones, que lamentablemente no ha sido 

respetada y al contrario, ha sido frecuentemente violada. 
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En esta forma, el origen de la rivalidad secular 

entre el Concejo Municipal y el Gobernador del Distri-

to Federal, debe situarse en la tendencia de cada uno 

de dichos órganos de invadir competencias que corres-

ponden legalmente al otro, por motivos de carácter po-

lítico partidista, dejándose a un lado o pasando por 

sobre los intereses colectivos de la ciudad. En los últi-

mos treinta años, la tendencia de invasión de com-

petencias ha correspondido, lamentablemente, al Con-

cejo Municipal hasta tal punto que buena parte de las 

Ordenanzas municipales vigentes son cuestionables, por 

ello, por vía de inconstitucionalidad. 

En todo caso, y sin prejuzgar sobre las razones 

políticas que han podido provocar dicha tendencia, lo 

que sí resulta evidente es que estamos frente a un "fal-

so problema" pues la ciudad de Caracas tiene impera-

tivo reales de todo orden, que atendidos adecuada-

mente, no darían lugar a agotar los esfuerzos de la 

actuación política en revivir o fomentar rivalidades 

infecundas. 

El "problema" en Caracas no es la rivalidad que 

el Concejo Municipal se empeña en establecer en el 

seno del gobierno municipal, sino los otros múltiples 

problemas de la gran ciudad, originados por su creci-

miento desmesurado: vivienda, transporte, salubridad, 

asistencia social, educación, polmión del aire, planifi-

cación urbanística, etc. Lamentablemente, la actividad 

pública de solución de estos problemas frecuentemente 

se ve entrabada por las rivalidades señaladas, dado 

el interés de algunos de los componentes de uno de los 

entes en provocado conflicto, de que el contrario no 

coseche las ventajas de una actividad de mejoramien-

to colectivo, sin percatarse de que los lesionados no 

son los partidos políticos, sino la colectividad de la 

capital. En esta forma, pocos problemas reales tienen 

completa solución, y generalmente los esfuerzos se ago-

tan en impedir que el órgano ejecutivo municipal actúe. 
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Debe decirse sin embargo, que si bien han sido 

fundamentalmente razones de carácter político las que 

han motivado que el Concejo Municipal del Distrito 

Federal se atribuya frecuentemente competencias que co-

rresponden al Gobernador del Distrito Federal, entra• 

bando la acción pública en el ámbito municipal, no 

pocas veces se ha justificado eia actitud en un preten-

dido municipalismo, que por clásico, es actualmente in-

servible. El municipalismo tradicional, ciertamente, des-

de hace muchos años, está en crüis en el mundo. Vene-

zuela, con su evolución, no escapa o dicha crisis. 

El desarrollo del país en los últimos treinta arios 

desde el punto de vista socialr demográfico y econó-

mico, o en otras palabras> la transformación del país 

nacional, se ha reflejado particularmente •—y no po-

dría ser de otro modo— en la ciudad de Caracas. La 

ciudad capital de los años treinta no es ni la sombra 

de la problemática y pujante ciudad de hoy en día, 

desbordada en cuanto a su crecimiento urbano. Sin 

embargo, los intereses locales se pretenden seguir ges-

tionando con módulos y estructuras del siglo pasado, 

por lo que el país político referido al ámbito local y 

sus estructuras políticas no han seguido el ritmo de 

evolución de las realidades sociales y económicas. En 

este sentido la crisis de las instituciones locales, no 

es más que un reflejo de la crisis de las instituciones 

políticas nacionales. Entonces, si nomo ha dicho acer-

tadamente Fernando Albi, todas las concepciones del 

municipalismo tradicional "han experimentado un pro-

fundo quebranto al contacto con las realidades de nues-

tro tiempo, en forma tal que se han desmoronado en 

ble xjUe y prefina, en gran parte, arrinconarlas como in-

servibles"\ es un contrasentido seguir invocando con-

cepciones de ese municipalismo como base de la ac-

tuación política local. 

En este sentido, la llamada "autonomía municipal", 

—concepto rodeado de un profundo confusionismo—, 

en muchas oportunidades se ha esgrimido como ban-
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dera para detener el progreso de las instituciones po-

líticas locales, y para oponerse a la necesidad de que 

las grandes ciudades, las ciudades capitales y los Dis-

tritos Federales gocen de un régimen local especial 

y distinto del de los otros municipios del país, sin que 

los detractores de este régimen local especial se perca-

ten del completo relativismo de dicha noción, variable 

en el espacio y en el tiempo; relativismo por supuesto 

más patente aún cuando se analizan los efectos de la 

llamada revolución urbana. 

Ahora bien, en vista de lo anteriormente expues-

to, es evidente la necesidad de regular expresamente 

en la Ley Orgánica del Poder Municipal que se dicte, la 

situación de las áreas metropolitanas en Venezuela, y 

en especial, la del área metropolitana de Caracas. 

En cuanto a lo primero, es decir, en cuanto a las 

áreas metropolitanas en general, podrían regularse los 

Distritos Metropolitanos. Estos Distritos Metropolitanos 

tendrían el mismo carácter de entidades locales públi-

cas formadas por la integración de varios municipios 

cuyas poblaciones se hayan extendido en forma tal, 

que lleguen a constituir una unidad geográfica, social 

y económica, pero con la peculiaridad de que la ini-

ciativa de su constitución no debe quedar sólo en la 

voluntad de los municipios interesados, sino que debe 

corresponder además a los Estados Federados. En efec-

to, la Constitución atribuye a cada Estado "la organi-

zación de sus Municipios y demás entidades locales, 

y su división político-territorial, en conformidad con 

esta Constitución y las Leyes Nacionales" (Art. 11, or-

dinal 2(-'). En virtud de ello una Ley Orgánica del Po-

der Municipal puede establecer que las Asambleas Le-

gislativas estadales pueden acordar la reunión de va-

rias municipalidades en un Distrito Metropolitano, 

Por otra parte, y teniendo en cuenta otras disposi-

ciones constitucionales, puede establecerse además, la 

inician va de agrupación de Municipios en Distritos Me-
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tropolitanos7 en el Poder Nacional, y concretamente en 

el Consejo de Ministros. En efecto, el Artículo 26 de la 

Constitución establece claramente que "la organización 

de los Municipios y demás entidades locales se regi-

rá por esta Constitución, por las normas que para 

desarrollar los principios constitucionales establezcan las 

leyes orgánicas nacionales y par las disposiciones lega' 

les que en conformidad con aquéllos dicten los Esla-

dosUno de los principios constitucionales a desarro-

llar por la Ley Orgánica del Poder Municipal entonces, 

es el que prevé el Artículo 28; "fos Municipios podrán 

ser agrupados en Distritos". Obsérvese bien que la Cons-

titución no establece que los Municipios se podrán agru-

par en Distritos, sino que "podrán ser agrupados en 

Distritosde. manera que la iniciativa de la agrupa-

ción puede corresponder a quien determine la Ley Na-

cional. En este sentido, la Ley Orgánica proyectada po-

dría otorgar esa iniciativa al Consejo de Ministros, en 

caso de reconocida necesidad pública e interés nacional. 

Una orientación similar a la que proponemos se ob-

serva en el Proyecto de Ley Federal sobre Areas Me-

tropolitanas del Brasil, preparado por el Servicio Fe-

deral de Vivienda y Urbanismo Brasileño. 

En esta forma, la iniciativa de la constitución del 

Distrito Metropolitano no sólo debe ser estrictamente 

local y por ende voluntaria, sino que debe correspon-

der además al Poder Estadal y al Poder Nacional, en 

cuyo caso sería forzoso. Por otra parte, en ellos debe-

rán existir también los dos niveles tradicionales: uno 

para aquellos asuntos de interés general de las comu-

nidades que constituyan el Distrito Metropolitano y 

otro para cada una de éstas, los cuales tendrán a su 

cargo los asuntos específicos de las mismas, lodo lo 

cual deberá establecerse claramente en el acto que 

las cree. 

Pero además de las áreas metropolitanas en ge-

neral, el área metropolitana de Caracas, exige un trata-

miento específico por dos razones fundamentales. En 
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primer lugar, porque es la propia Constitución la que 

exige en su Artículo 11 una ley especial para "coor-

dinar las distintas jurisdicciones existentes dentro del 

área metropolitana de Caracas, sin menoscabo de la 

autonomía municipal". En todo caso considerarnos que 

el área metropolitana de Caracas requiere de un régi-

men especial, en cuanto a su carácter de área metropo-

litana, ya que no podría regularse por las normas sobre 

Distritos Metropolitanos antes referidos, pues las mu-

nicipalidades que la integran no tienen un régimen 

uniforme. 

Pero además del régimen especial que exige el 

área metropolitana de Caracas, por su carácter de área 

metropolitana, es necesario señalar también, que Carn-

eas exige asimismo de un régimen especial, por el ca-

rácter de Capital de la República, y por tanto sede de 

los Poderes Nacionales de acuerdo con lo que establece 

también el Artículo 11 de Ut Constitución. En nues-

tro país, este régimen especial de capitalidad viene de-

terminado por el carácter de Distrito Federal de una 

jwirte del área metropolitana, que requiere de una ley 

orgánica especial conforme al Articulo 12 de la Cons-

titución. 

Ahora bien, frente a esta segunda exigencia sur• 

ge, en nuestro criterio, la necesidad de que la futura 

Ley Orgánica del Poder Municipal, contenga en sus 

Disposiciones Generales, una norma concreta que haga 

la salvedad de que la Municipalidad del Distrito Federal 

escapa de las regulaciones de dicha Ley y se encuen-

tra normada por su ley orgánica respectiva. 

A primera vista podría considerarse que una ad~ 

vertencia legal de esta naturaleza es innecesaria dada 

la existencia de la norma constitucional del Artícu-

lo 12. Sin embargo, para quienes conocen el mecanis-

mo interno de los conflictos que han existido y exis-

ten entre el Gobernador del Distrito Federal y el Con-

cejo Municipal del mismo, es evidente ta necesidad de 
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dicha aclaratoria. En el presente trabajo entre otras 

fuentes de conflicto destacamos la tendencia cada vez 

más acentuada del Concejo Municipal del Distrito Fe-

deral, a considerarse a sí mismo como titular de Unios 

las atribuciones del régimen especial que establece la 

Ley Orgánica del Distrito Federal; y ello en ausencia 

de un régimen legal uniforme para todo el Foder Mu-

nicipal. Por ello, frente a la futura Ley Orgánica del 

Poder Municipal se destaca la necesidad de hacer 

la salvedad propuesta, para evitar que, indirecta-

mente, ella sea, en parte, una fuente más de conflictos 

mayores en el régimen de gobierno del Distrito Fe-

deral, donde la uautonomía municipal" se ejerce no 

sólo por un Concejo Municipal, sino por el Goberna-

dor del Distrito Federal. Esta proposición fue expresa-

mente acogida por el Primer Congreso Venezolano de 

Cooperación Inter municipal celebrado en Caracas, en 

noviembre de 1967, en el cual la formulamos. 

Ahora bien, el presente trabajo, destinado a ser 

publicado en el Volumen VIII de la monumental obra 

que realiza la Universidad Central de Venezuela, inti-

tulada "Estudio de Caracaslo hemos procurado rea-

lizar en la forma más objetiva posible y con todo el 

rigor y neutralismo técnico y científico que exige nues-

tra disciplina y que hemos acentuado por los factores 

políticos que en este caso están envueltos. Es el fruto 

de una constante preocupación que nos invadió desde 

principios del año 1965, cuando como asesor jurídico 

del Gobernador del Distrito Federal y en general de 

la Municipalidad de Caracasf comenzamos a estudiar 

diversos problemas jurídicos y locales de la ciudad ca-

pital. Desde el primer momento nos preocupó particu-

larmente la búsqueda del origen de los constantes con-

flictos que habían surgido y que todavía surgen entre 

el Concejo Municipal y la Gobernación de Caracas. 

Ahora bien, hecho el planteamiento de esos con-

flictos en ¡a forma como queda desarrollado en este 

trabajo, para la nueva generación —esa que a la vuel-
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ta de muy pocos arlos tendrá en sus manos las riendas 

de la conducción del Estado en todos sus niveles—, el 

problema del gobierno del Distrito Federal en cuanto 

a ¡as relaciones del Concejo Municipal y el Goberna-

dor del Distrito Federal, no es más que un "falso pro-

blema". Los reales problemas, insistimos, son otros; 

y sólo ellos deberán ser encarados definitivamente por 

nuestra generación. 

Caracas, enero de 1968. 

AUan-Randolph Brewer Cartas. 
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introducción 





1. Tal como se lia precisado por la Constitu-

ción, en Venezuela, "los Municipios constituyen la 

unidad política primaria y autónoma dentro de la or-

ganización nacional" y como tales, "son personas ju-

rídicas" En esla forma, el Municipio, como proyec-

ción local del Estado, cuenta fundamentalmente con 

una base territorial que se transforma de mero so-

porte físico en zona de jurisdicción definidora del 

ejercicio de su autoridad y competencia- Esa base te-

rritorial, o más ampliamente la división político-terri-

torial de los Municipios, corresponde determinarla al 

Estado federado respectivo del cual formen parte.2 

Ahora bien, operando sobre esa base territorial, unida 

a otra configurada por la población municipal, la Cons-

titución prevé la organización jurídica del Municipio 

siempre como democrática, debiendo responder además 

'"a la naturaleza propia del gobierno locaF1.3 En base 

1. El »rtirulti ile la CiiliKtilliriüli oitíMei-e : "I.oi municipio« Mn-
(¡luyen )í uniilad político primaria y aiiiórmmA dentro Ar 1* orjinUa-
«•ion mi'iun&l. S>r> jur»i!i«*iv y bu r4-|ir'"54-filaci<*>u lu eĵ r̂ rÁn 
luí úrgdnoi ijljc determine 1a l.ry". 

2 . ( ¡ d . . \ i - l i i - u l o 1 7 , I . r . l i n » l l l - »le U C m M i l i u i . ' .a , 

.1 l'i.í. - V n i f ulo .Ir l.i C.i/inituc i i . (i. 
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a esa organización \ con la personalidad de que ha sido 

dotado, el Municipio puede actuar en la realidad jurí-

dica, con arreglo a determinados medios económicos 1 

y métodos financieros,5 necesarios unos y otros a la sub-

sistencia de toda sociedad y sin los cuales no sería po-

sible llevar a cabo los servicios que acreditan, teleoló-

gicamente, su razón de ser; ^ es decir, aquellos que 

constituyen las llamadas materias propias de la vida 

local, "tales como urbanismo, abastos, circulación, cul-

lura, salubridad, asistencia social, institutos populares 

de crédito, turismo y policía municipal".7 

2, Ahora bien, para el cabal cumplimiento de 

sus fines, los Municipios han sido reconocidos por la 

Constitución como la unidad política primaria y autó-

riorna dentro de la organización nacional,8 comprendien-

do Ja autonomía del Municipio: " l 9 Ja elección de sus 

autoridades; 2? la libre gestión en las materias de su 

competencia; y 3'-1 la creación, recaudación e inversión 

de sus ingresos": 9 a lo cual habría que agregar siguien-

4 TI j r t i e u l i i 31 ILL- IB i l o M s l U LJ T" ILI JI f l U l i l i 'M- ' ' 1 « irtuil i i ' i |>ii>£ l í - i n t r ¿ n 
los 4¡£(j¿cnli'» ifipj-cgoa: £1 producto de IUB ejidos y bienes propios ; 

1-g» tasas H de hifm'n o rptví̂ íor; 3'.' l.aa patenes 
¡«obre ifiJnatriá. romr-ri ¡t> y veliiculu'}, y li»s ¡mpufilu» «olue initiutblt-g 
utLsiíoa y l apt'Ll ¿ c u l u s p ú b l k o s ; L a s m u l i a i q i i p ¡ m p n n i u m la* 
aniunriaili-i munirip«!™, y Lab demáj que lrgAlmenl» leí sean alri-
)IUÍIJ:ih; 5'.' ) , » * SUL\ci:iiiiiif» i-Hisdtlcft, nicionalri y los <J<nint im»; y 
6V luí drmás impuoslus. lauis \ lonlriLuciouis tujírr inlt-a crcanni 
IÍP Ofin frvrmirlBíl m» la l-í-y", 

5 I ni lJr>r cjr mplo H ar(íc>i!ij 3-1 <!•- la Cim-iiitui i¿n. 

6. Cir. J . I . Btrirn-ju \ Cirnnrs. I n l ru i l u r r jón al Pi'pimcn <Ir Carla, vu 
Problrmáticit dr la Ciencia del ¿)¿r?cho (Pstud io» en hf intrnaj f >1 

Prulcaur JOB¿ MU. P> y S ú n r r í , Btrcr lut ia . 1962. p ág . 136. 

> . ' t*L Ariíoiil.j SÚ il** ]n Can» lit ni-i o ti. 

K. f (J. Articuli> 2S .It- la C.iri,iiíui n. 

<>. Vid. Art i rulo 2« dr H Cunaiituciñn. 
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do la orientación constitucional, que también está com-

prendida dentro del concepto de autonomía, la irrecu-

rribilidad de los actos del Municipio ante cualquiera 

otra autoridad administrativa estadal o nacional, y su 

impugnación sólo por ante los órganos jurisdiccionales 

competentes.10 

Anle todo debe quedar claramente establecido que 

al interpretarse el alcance de esta autonomía tal como 

lo ha señalado la Corte, no puede admitirse ' l a apli-

cación de criterios impregnados del concepto tradicio-

nal o histórico de autonomía municipal que pudiéra-

mos haber heredado de España; porque al implantar-

pe desde nuestra emancipación política, el régimen cons-

titucional, las Municipalidades, como partes integran-

tes que son de los Estados Federales que han venido 

suscribiendo las Rases de la Linión, renunciaron im-

plícitamente a aquel concepto colonial de la autonomía 

de los Municipios," y adoptaron de manera expresa el 

que surge de la Constitución, eslo es, una autonomía que. 

no puede ir más allá de lo que rectamente se desprenda 

de ¡as normas del derecho positwo Constitucional. 

O lo que es lo mismo, no se trata de un gobierno libre 

dentro del Estado, sino de un Poder regulado por el 

Constituyente, y por el Legislativo ordinario1',12 En esta 

1Ü. I'y, Art. 29, l¡l»(v V 215. Lirilifial 1" íl<- Ij Cutí» H Inri i'iii. 

11 Subiw ell« J'iJ. Carlos Tinuco Rodil, La Aulnnomía Municipal en l<i 
C v l u m a i T. sm I . Carj i-M. IMí>, IK j i i g « ; Mar t í n P.-rz-z Msios , C.ihíl-

do* eolt>nini?s ITrsis). Cararo*. 1912. 5."> ; Joaquín Cal)akl<jn Mér-
i|lH'i. Inti pil^.ci Ji ,JÍ rslilífiu Át Iní ¡Mtitlíi íonr.T /'u/l'fKrlí ¡le Faptiñu 

¿umme la C'uluíim, Coiiir«», 19lrt. i>á¡;». 5 a 21. 

1.'. Si-iiL. II. lie l.i U.Ni K. .kr#t y ||<- luíuci,,.! ni S«l¡, Pnlúii.i-
Ailininiilr.iti«n .ir '2 ih- J¡. it-ml.ri- .Ir I9.tr. m Vvnmriti Jt* VnÚ, |i¿k. 
.159. I Sul.i jvaiK.H Ilüí'it rr»» 1 . 
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forma "aunque desde el punto de vista sociológico pue-

de afirmarse que la autonomía municipal es emana-

ción del pueblo, anterior a los preceptos constitucio-

nales de cualquier país, es lo cierto que en el derecho 

positivo venezolano, se la considera como emanada ex-

clusivamente de ia Constitución] porque es ésta, la que 

distribuye el Poder Público, entre el Poder Federal, el 

de los Estados y el Municipal13 y les señala sus respec-

tivos límites, valiéndose de la definición de atribucio-

nes y facultades.14 Por tanto, esta autonomía Municipal, 

restringida por la Ley Fundamental de la República 

a precisas y limitadas atribuciones, no puede ser abso-

luta, sino muy relativa, en el sentido de que aún en el 

uso de las competencias y atribuciones que le han sido 

otorgadas, debe guardarse muy bien el Concejo de no 

rivalizar con el Poder Federal, no debiendo sus actos 

tener trascendencia nacional, sino local**.15 

Por otra parte, ha precisado además la Corte; que 

"es verdad que autónomo es el cuerpo que se rige por 

la ley que él mismo se ha dado; pero precisamente por 

ello, la autonomía municipal en Venezuela no es genui-

na autonomía, porque aquí tampoco las municipalidades 

se hacen su Ley. Esta la da el Poder Legislativo Nacio-

nal (en las leyes orgánicas nacionales que se dicten 

para desarrollar los principios constitucionales y) 16 en 

J.i. Vid. AíIÍi'llIj 17, I.i.linul 7. »rti'cul« 30 y »rtículu 136 <lo lu Cunuti-
mrión. 

I I. 1¡,L Artimlr-B 117, llfi y 110 Je li Cui.sti:urmn. 

l.i. ) id. Sciiteni ia <le la untipu* Curie Fcfrríl v ile Caaa<'ión en Sal» 
Piililit »•-UrnÍLHíLmlivo il¡- 2 .Jr ,l¡,-¡,;.. ¡,11 ,].• J937 t u Mc»ujri,t dr 1<1:1B, 
P¿K- (S)ibrgyad.ií nur tiros). 

16. ti fj. AniL-uli) ti.- la CunilitucSú n. 
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la llamada Ley Orgánica del Distrito Federal,17 y el 

Poder Legislativo de los Estados; 18 y ambos Poderes 

a su vez, para dictar sus respectivas Leyes Orgánicas, 

tienen que someterse a las restricciones que para tal 

autonomía municipal establece la Constitución 19 

Resulta, pues, que nuestra autonomía está doblemente 

subordinada a otros Poderes, en cuanto a la Ley por-

que ella se rige".20 

3. Aun cuando el concepto de autonomía en De-

recho Administrativo haya dado lugar a diversas e in-

numerables acepciones,21 y no siendo éste el lugar para 

acomeler su análisis, debemos señalar que en su sen-

tido más generalizado, por autonomía debe entenderse 

" la capacidad de crear preceptos obiigalorios de dere-

cho objetivo"22 o en oLras palabras, " la facultad de 

algunos entes públicos para formar su propio ordena-

miento jurídico".23 Se trata en definitiva y ante todo de 

autonormación. Esta autonomía aplicada a los Muni-

cipios en el sistema venezolano, tal como lo ha preci-

17, i 'id. Atiieijl« 12 ilc la C.jtifll ¡lueiúu. 

18. ful. Arr íi-ut'i 17. ordinales y .">'•', y a nimio 2ti <t<? la Con Mitad<í n. 

14. Vid. Art ¡mío 26 <le la Congtitucii'in. 

üO. í'íiJ. Si-nlfiicia Je la Anticua Curte Federal v de Clarión pn Sala 
Puli tiro • Administra tiva <[<• lí de dieifírnbre de. rn Memana di 193H, 
ji¡ies. ;i:.9 y sao. vi<i. 7i"ta i 

21. Cfr. por tudus, Antonin Vlolea Ciube!, Luí limito de ta Autonomía 
Muniripa] <-n Itriist.i di- la /'ntu/íuií 4? Derecho, N<í 26. Carícoe. 1963. 
y a ¡ta. 1 2 s M. S. Gíaunini, A u t o n o m í a : 5n j i p í o r o r H ' e t l l J í aiitu* 
minia, rn A'i! I S I . J tr<mc>!raie di Dirían Ptihltlico, ]'>>!, p¡ífi. 831 y íi|(. 
Fernán.lu Alln, i.,i C r..«i tlrl 1 tunuipolifmo, MaüriJ 146o, pág». 191 
V r.i(!. 

22. Vitl. Ertíf-t IVrat lio íi, 'i'rnt'ida tlr Derecha Administrativo, Mtulrid, 
1938, j.áE. til I, 

¿3. f¡t¡. J. A. Ciir." i.-i-Trevijaiif. Fu», Hfirt-ip ¡os Juríilieoi de Organización 

AdnimiiralUít, Madrid 195?. jiag. 
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sado la Corte en la Sentencia citada anteriormente, no 

es absoluta pues corresponde a Jos Estados "la organi-

zación de sus Municipios"-1 debiendo éstos regirse "por 

las normas que para desarrollar los principios constitu-

cionales establezcan las leyes orgánicas nacionales y por 

las disposiciones legales que er? conformidad con aqué-

l/as dicten los Estados''.25 Sin embargo, queda claro que 

la autonomía municipal comprende "la libre gestión de 

las materias de su competencia" 7(" es decir, "de los in-

tereses peculiares de la entidad, en particular cuando 

tenga relación con sus bienes e ingresos y con las ma-

terias propias de la vida local, tales como urbanismo, 

abastos, circulación, cultura, salubridad, asistencia so-

cial, institutos populares de crédito, turismo y policía 

m u n i c i p a l " ' y siempre que no invada competencias 

estadales 28 o nacionales.2® En esas materias, las Munici-

palidades pueden dictar su propio ordenamiento jurí-

dico-positivo mediante Ordenanzas, Acuerdos y Reso-

luciones.;<n 

Además de la autonomía normativa, el concepto 

de autonomía referido al ámbito municipal implica tam-

bién la autonomía política (elección de sus autorida-

Ül. f :<!• A ri 11 (lIo IT, ..r.lin il 2 ilc 1* C.vn̂ l 1 l u . i /. h . 

J*. > iri. Ariiiulo 'le Cuñalitufliñn; Cfr. A. Crfa. lh'ir, ho y Cierí' ii 
íjf> la 14»iinUtti>c¡i'in Uuiiic>i"i¡. ¡̂uiia tV. Tomo II, SI; lí, Barlmt, 
.fuloíitimía Uunicipii!. Mt)iiti'vidüu, 102.Í, |i;i;i. 'il. 

Ü6. Viit. or.linul dp U Consiiiin-I/i 11. 

fid. Vrtícul'i 30 Je la Cuiit til n.-L.'.n, 

¡B. HiZ. Arli.nlo IT .1c l.n C..r>«t¡hi< ¡u. 

llf. Víf/. lrl.,i,I.i 136 ilr ¡q Cc.nittiliiriiMi. 

3t>. S w b r e arlriR vid. | . u t c j e m i ' l u i o n t r m i a d e li i le i v l n - c r n <1, I '){>l 
r n C i» . i l i Pni-rnru-. 2» , - t n p s . N " ' . I . fníríi-minii l ' lft] , |i;i|rí. 3.í i Su, 
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des) 11 y la autonomía fiscal, económica y administra-

tiva (libre gestión en las materias de su competencia 

y la creación, recaudación e inversión de sus ingre-

sos ) ,r<2 todo dentro de los límites constitucionales y le-

gales ya señalados. 

Como corolario de todas esas autonomías, es ne-

cesario señalar que en su ejercicio no pueden tener 

dependencia del Poder Central33 es decir, no puede ha-

ber interferencia de otro Poder del Estado salvo del 

Poder Judicial y de allí que la Constitución establezca 

que "los actos de los Municipios no podrán ser impug-

nados sino por ante los órganos j urisdiccionales, de 

conformidad con esta Constitución y las leyes".'14 

4. Ahora bien, en lineas generales, el régimen 

municipal que la Constitución prevé, es un régimen 

unitario, en cuanto a las declaraciones de tipo general 

como la autonomía y la organización democrálica que 

responda a la naturaleza propia del gobierno local.35 

Sin embargo, en cuanto al funcionamiento de los Mu-

nicipios, con la previsión constitucional de que ''la 

ley podrá establecer diferentes regímenes para la orga-

nización, gobierno y administración de los Municipios, 

atendiendo a las condiciones de población, desarrollo 

3 1 . V u I . A i l í t u l o 29. . . r i l i n a l 1 ? ; Cfc. A . C r f a , <¡i>. c í t . T u m o l t . q u i e n 
a f i r m a igue " U n u l n n o m í n n a s r c j n c i b c c o n f l ¿ » ¡ i r l o do l u o f ú i n n r i o í i 
extraños*', páf;. 5r>, 

l'i'J. Arlír.ili. 20. or.lin-ilcs 2 « .1 y .n-tirule» 31, XI y 31 Ar ln 
Ccinaliliit'ión. 

CÍI-- S. F. ,),• |u Caria. f.t M.Vuo 1917, ].t¡¡£. H2 

34 í'i'J. Al I ir ulna 29. líOri \ L']:>. unlina] -i ilc la C'.tlltillK-iii'l. 

I'tii. Vrti.-ul-i- 27 1 ilr U Cnn»iimcií»n. 
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económico, situación geográfica y otros factores de im-

portancia",-™ se ha eliminado la antigua uniformidad. 

Con esta declaración, la Constitución tal como lo aclara 

su Exposición de Motivos puso "fin a la uniformidad 

a que se ha querido someter la vida municipal ai esta-

blecerse reglas idénticas para eVitidades cuya estructura 

real y cuya importancia presentan notables diferen-

cias'V*7 De ahí la antigua distinción entre Municipios 

rurales y urbanos 38 pues es obvio que un Municipio ru-

ral no puede regirse por módulos iguales a los de la 

ciudad.39 Por esto no se establece imperativamente, co-

mo era tradicional en nuestras Constituciones anterio-

res, que los Estados se dividen en Distritos y los Dis-

tritos en Municipios,40 sino que los Municipios "podrán 

ser agrupados en Distritos" y se prevé que los Muni-

cipios puedan formar mancomunidades voluntarias para 

determinados fines de su competencia,41 aun cuando 

una ley nacional puede, en el área metropolitana de 

Caracas, crear una mancomunidad forzosa»42 

5. La Constitución vigente, en esta forma, ha re-

cogido una tendencia general que se observa en el De-

36. riti. A.li'iulu 27 de IB Coimiluciuu. 

37 . ?'¿<i. t j p u s k i ij q J e M u l l i o s r n Ri-vístn át la FecvUad de Derecho, 

N" 21, p d g . 370. Clv. V. VíikJN, C . V/fiss, A . B a r r a j o y otrtu. ti 

Ri'timvn Munit ijiitl rn til C.ünsLittit-ii'i rj. B u c i u i a A i r e s . 1959, p ¿2 * 1 J . 

3 « . Vi J . C i r i l o M a r i ¡n I V t o r r i l l n . £ í Mu nicifiiú Rural, Barccloii* 1950. 

p á p . 1; Cfr. J.'»¿» Coniálfi Pptí\!, El Fii'gjnion r*pp/-ia] de Madrid 
y Buree lo un , en /w t n.'/i tlf Administrarían Pública, N i ' 21 , Ma.il r i j 1957, 

p a g . 326. 

F i t ! . J . ] . B e r m e j o > C i r u i u « , I n t r o d u r c i ó n a l R<'g¡mci i de Car t / i . 

lor, cit, p . i g . 136. 

W. ful. Arli.i.ln 3 <1,. C... nal it u. i..» de 1953; > artírulo 2 de I, 
CÚCÍIJIucílui de 1917. 

• i l . l ' ñ L A n i r u l o 28 de la l ' n m t i l m i u n . 

<lü. i'ili. Arlioiiln II .le h Cúniiilurinn. 
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recho Comparado, al permitir el establecimiento de 

regímenes especiales para las grandes ciudades,43 fenó-

meno que se ha producido particularmente en las ca-

pitales. 

En efecto, ha señalado acertadamente Jordana de 

Pozas, que toda nación requiere un lugar que todos 

sepan, un lugar público y conocido donde residan los 

órganos supremos del país,41 Eso es la capital, que 

constituye así el símbolo y la consecuencia de la uni-

ficación de las naciones, y por tanto, del surgimiento 

del Estado. En esta forma, en el siglo xix, siglo del uni-

formismo cuyo patrón es el napoleónico, surje paradó-

jicamente la teoría de la capitalidad.45 En efecto, "en 

esos momentos en que todo el continente europeo copia-

ba el modelo uniformista francés, se da la paradoja 

de que surge el régimen especial para las capitales",44 

y en Europa se va adoptando, en Londres, Paría, Ber-

lín, Roma, Moscú, Lisboa, Viena, San Petersburgo, etc. 

Y en América lo adoptan Washington, Buenos Aires, 

La Habana, Bogotá, México, Caracas, San Juan de 

Puerto Rico y Río de Janeiro. 

M . Vid. J c !m- C s s c f i n y M a r i n , Orbaci U f i ' i n M u n i e i p a l d< G r a n d ' i C ìu-

d a d c a . e n Problemi tica de la Cicncia d<l Derecho ( E i t u d i o a en t o r n i -

rla j r a l P r ^ f r a n r Jr\»(* Vfa. P i y Sii ri e r ) , B a r a r l o n i KQ62, p a g a . 15 y sig-

p a n i e u l i r m f n l e p à j . 2 0 ; J esus G o n i a l i i P<-rez. E l R<*gimen c r o c c i » ! 

d e M a d r i d y B a r c e l o n a , ¿oc. cit.. p a i . 3 2 7 ; ed g i t i m i vid. W . A . 

R o b * » n , Crrnt ci ti e* o) the inorili, I . o n d r t a , 1 9 i t , q u < c o m i e o e var io« 

i r a h a j o s l o h r c r i r e g i m e a s p e d a i <!•• e l g u u a s g r a n i l o ciudad*-». 

11. V i i . L u i » J o r r l i n a de Poj .aa. M a d r i d , C a p i t i ] d«-l E s U d o , Eitudicu dr 

Ad ministraci*'n f-ocai y Ornerai, Mad r i d . , 1961, p a g . 636 ; j-ozdana da 

F o i a » , M a d r i d , C a p i t a l P o l i t i c a y s i d e de la AdmÌDÌalración Central m 
bevuta ile Et turilo! de la Vida Locai, N ? 137, M a d r i d 196-1, p i g . 6 t l y 

»'fi 

I S . C f r . L . J o r d a D a d i P o z a i , M a d r i d , C a p i t a l d r ! E a t a d o , loc. cit., p à g . 637 . 

46 . Vid. L . J o r d a n a d i P i l a f , M a d r i d , C a p i t a l df-1 E i t a d ù , loc. cit,, p i g . 

637. 
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Es decir, con gran generalidad, las ciudades ca-

pitales de Estado adquieren una organización especial 

y distinta a la de los demás grandes municipios. No 

sólo en los estados unitarios sino particularmente en 

los estados federales. En todo caso, en la determina-

ción del lugar de la capital, lo* que rarísimas veces se 

hace racionalmente pues en general ha sido objeto de 

un proceso muchas veces instintivo e histórico,47 juegan 

muchos criterios; y entre ellos, fundamentalmente los 

de índole político. 

En efecto, en Francia, patrón del unifonnismo, 

Thiers, Presidente de la República, después de la Com-

muñe, en el año 1870, ponía como condición que en 

París no hubiera alcalde, porque la experiencia demos* 

traba que un alcalde en París era un rival peligroso 

para el Presidente de la República, y en esta forma, 

la base fundamental del régimen especial de las capi-

tales es la neutralización política de las mismas, es 

decir, procurar que el enorme conjunto de medios y el 

enorme poderío que representa el mando efectivo de 

una gran ciudad, en la que se halla la sede del Gobier-

no, no esté en manos que puedan ser peligrosas; "y que 

no se dé el caso de que un gobierno monárquico y 

conservador tenga en su capital un Ayuntamiento re-

publicano y de tendencia de izquierda".4,8 Pues bien, 

47. A»¡ Afherd i i c ñ a l a ba cap i t a l ? ! i on la o b r a <]« 1»« «osa*, no as 

decretas . Se decretan ún i c amen te c u ando n a e i i a t e n . c o m o W a s h i n g t o n ; 

pero d rbe i i bu exiatencia real a la aee i ón e i p o n t á n e a de loa h f t h o a , 

ex i l i en a pesar de loa Congreaoa" , cií. por E n t i l o W a l l l , TrataAo 

de Derecho Constitucional feneiolano. Tomo I , Caraca l , 1915, p á j . 109. 

4S. í't'd. L . J o r d á n » de P o u i , M a d r i d , Cap i ta l de l Eatado , loe. cíe., p á g . 

638. C f r . Jrsum C o t i z a ] « Pr r rx , £ 1 R é g i m e n especial de M a d r i d y 

Barce lona , lee. cit. pig. 323 y 324. 
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para evitar esto es que países tan intensamente demo-

cráticos, adoptan un sistema antidemocrático: neutrali-

zar políticamente la capital. "No hacen de ella una 

ciudad regida democráticamente, ni con autonomía, 

ni con órganos ejecutivos ágiles y poderosos, sino que 

hacen de ella un distrito, un mero distrito dependiente 

del Presidente de la República, y regido, o bien por 

él o por un administrador que él nombra".*9 La tesis 

es, en apariencia, paradójica; se autocratiza —se di-

ce—, el sistema de gobierno de las capitales de los 

Estados democráticos para defender precisamente el 

sistema democrático de gobierno.50 

De ahí el criterio de los tratadistas hispanoameri-

canos de que en los Distritos Federales'no existe Mu-

nicipio ni puede hablarse de lo municipal propiamen-

te dicho,s] y de que la palabra "Distrito" significa de-

marcación administrativa, es decir, algo que puede 

crearlo a su placer el gobernante, el poder público; y 

que viene a ser lo contrario del Municipio, que es la 

sociedad local comprendida dentro de una extensión 

superficial naturalmente determinada por necesarias re-

laciones de vecindad.5' Ahora bien, aun cuando estas 

49 Vid. [.. J o r dana de P d h í . M a d r i d . Cap i ta l del Ea tado , he. eit., 

pág . 638. 

50. Vid. A d r í a n " C a rmona R o m i y , Es t ruc tu ra Po l í t i c a y Func i ona l del 

D ¡atrito Federa l de la Cap i l a l de la R e p ú b l i r a . en Revista do h 

Fuculud de Derecho, U n i v e i a i d . d del Zu]j» , N» 11, 1964. pig 27-, 

C ír . S ab i no A lvare i-Gend in y B l anco , E l nuevo Rég imen Mun i c i p a l 

de fia/celosa, en /teiáu de Estudio* de lo Vida Local, 112. Ma-

drid 1960, p « j . 491 y » i 6 . 

51. C í t . C . Zapa l la , Tratado de Derecho Municipal, Buenna A i r . a , 1942, 

p á j l . 226 y 227. 

52. Vid. F . Carrera laCÚríz, El régimen de las grandes dudada, con es-

pecial rejerencia a Lo Hot>ana, La Habana , 1930. p a l 27, cit. por 

F . A l b i . Derecho Municipal Comparado det Mundo Hispánico, M a d r i d . 

1935. [>ií- 319. 
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apreciaciones resulten algo exagerado,53 sí logran des-

tacar el contraste ofrecido por los Municipios de las 

capitalidades cuyo régimen es y debe ser excepcional, 

y quizás sea necesario señalar, como cuestión de prin-

cipio, que en las capitales de estados unitarios o fede-

rales, aun cuando no sea totalmente aceptable la sus-

tracción total del gobierno de la ciudad de sus habi-

tantes, sí resulta justificado y necesario una mayor 

participación o control de parte del gobierno del Es-

tado.5* Un sistema mixto como el del Distrito Federal 

venezolano y la ciudad de Caracas, correctamente apli-

cado, podría ser una recomendable solución. 

6. Caracas, en efecto, ha sido tradicional mente 

la capital de Venezuela desde que el Gobernador Juan 

de Pimentel traslada la capital desde Coro a Caracas 

en 1577. En efecto, creada la Capitanía General de Ve-

nezuela, en 1731, compuesta del centro y parte del Oc-

cidente del País, Caracas continuó siendo la capi taf 

hasta que en 1811 el Congreso de ese año fijó a Va-

lencia por capital provisional constituyéndose allí el 

gobierno el 3 de abril de 1812, y trasladándose poste-

riormente a La Victoria en 27 de abril de 1812. Meses 

más tarde, el 30 de julio del mismo año, al triunfar 

los realistas vuelve la capital a Caracas. EL 8 de mayo 

de 1817 el Congreso de Cariaco designó la ciudad de 

La Asunción en la Isla de Margarita, por capital pro-

visional de Venezuela, siendo trasladada posteriormen-

te a Angostura (hoy Ciudad Bolívar) por el Libertador, 

53. C f r . A. Moles Caube t . Lo* l í m i t r * dt 1* Autonomía Muu ic i pa] , luc. ar.r 
p á g . 25. 

54 . C f r . EJrón Cñ r r l ob * . Cuno de Gobierna Munirtpnl. Pue r t o R i co , 

p á g , 
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también como capital provisional en noviembre del mis-

rao año. En 1819, el Congreso de Angostura designó 

al Rosario de Cúcuta por capital provisional de Co-

lombia el 17 de diciembre y se instala en enero 

de 1821. En ese mismo año, el primer Congreso 

constituyente de Colombia designó a Bogotá por ca-

pital. Ahora bien, con motivo de la separación de Ve-

nezuela de la unidad de Colombia, se estableció de 

hecho la capital en Caracas a principios de enero de 

1830, siendo trasladada a Valencia en ese mismo mes 

por el General José Antonio Páez, Jefe Civil y Militar 

de Venezuela, y declarado por el Constituyente de Vene-

zuela en octubre de 1830. Posteriormente, por Decreto 

del Congreso de 25 de mayo de 1831, es erigida nue-

vamente Caracas en Capital de la República. Desde 

esa fecha, y salvo en el segundo semestre del año 1858 

que se traslada a Valencia la capital, Caracas va a 

permanecer hasta nuestros días como capital de la 

República y asiento de los Poderes Nacionales.55 

Ahora bien, el carácter de la ciudad de Caracas 

como capital y sede de los Poderes Públicos se va a 

regularizar con la erección a partir de 1864 del Distri-

to Federal en su territorio. De ahí que antes de ana-

lizar el régimen de gobierno vigente en este Distrito, 

veremos sin embargo algunos aspectos de la Federa-

ción y la evolución histórica del mismo, en lo que se 

refiere al gobierno municipal-

55. Cfr . lo« «lulos h i » l ó r i r oa m M . 1-apdacl» Ro t a l r a . Cobiernoi Je Vene• 

ititla deide Ü1Ú hasta t9DS, C a r a r u , 1905, p¿(ri. 111 y 112; UIÌìm 
P i c ó n Ri\a«, Indice Canstilucieinal de t'enetueia, C i r t c i s 1944. 

p¿E« . 45, 3U'J. 309, 328, 319, 356. 
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segunda parte 

la federación en Venezuela y la evolución del 

gobierno en el distrito federal 





]. LA FEDERACION Y SUS CONSECUENCIAS 

7. El origen de la implantación de la Federa-

ción en Venezuela hay que buscarlo en la evidentemente 

superada polémica centralismo-federación, teniendo en 

cuenta que el centralismo era una consigna de la ciu-

dad y en cierto modo, también, una imagen de la oli-

garquía, por lo cual sólo la bandera federal podía en 

1860 congregar las diversas fuerzas sociales que ac-

tuaron en esa época.56 De ahí que se hayan calificado 

de cínicas 37 e inexactas 58 las palabras de Antonio Leo-

cadio Guzmán, pronunciadas, en 1867: "No sé de dón-

de han sacado que el pueblo de Venezuela le tenga 

56 . E n «»1« s e n t i d o a«- l is s e ñ a l i d o q u e a lu> e fec tos de la r c m l u c i ó t i 

f edera l se bicit-roi] H i n ó n i n i o s el y o i a b l o " f e d e r a l " c o n el d i ' " l i b e r -

t ad ' * , p o r l o q u e a q u é l a d q u i r i ó t a n t a i m p u t a d d a d e n la* i n a i a i . 

J jue» v e n í a a s i g n i f i c a r g u e r r a c o m ra l u d o lu q u e p a r e c í a p r i v i l e g i a d o 

y o l i g á r q u i c o , Vid, R . A . H o n d ó n M á r q u e z , Caimán Blanca, El Amá-

rrala Civduador, C a r a c a l , 1911. T o m a I , paga- 130, 133-, C f r . E . 

Tratado dt Dtrt cAu ConttituciaHul fe"'tolano, d i . T o m o I , 

p á K . 52 . 

5T. Vid- K a m ó n E i r o v a i S a l o n i , Orden Politico e liuteria en Vtmitttrla, 

Caracaa . 1966, p i g . 63 ; E . W o l f . Tratado de Derecho Conititaciotial 

C í n m i l e n í , c i / . , T o m o 1, p á g . i ?-

S8. y id. R. E s t o v a r S a l o n i . Olden Politico r Hiiiorin en ¡/'ertemela, ci'/., 

l á g . 63. 
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amor a la Federación cuando no sabe ni lo que esta 

palabra significa. Esta idea salió de mi y de otros que 

nos dijimos: supuesto que toda revolución necesita 

bandera, ya que la convención de Valencia no quiso 

bautizar la Constitución con el nombre de federal, in-

voquemos nosotros esa idea, pbrque si los contrarios, 

señores, hubieran dicho Federación, nosotros hubiéra-

mos dicho Centralismo".59 

Esa reacción contra el centralismo como causa 

inmediata de la Revolución Federal se evidencia de 

los mismos textos políticos iniciales. En el llamado 

Manifiesto inicial de la Federación, configurado por 

la Proclama del Coronel Tirso Sahverría el 21 de fe-

brero de 1859, se señalaba lo siguiente: "Otra vez la 

centralización del poder contra el querer de los pue-

blos paladinamente manifestado; otra vez el dejar so-

metida la suerte del país a la voluntad de un hombre 

y su partido; otra vez el abrir anchuroso campo para 

perpetuarse en el poder público, uno con algunos, con 

ultraje de los principios preconizados en esta misma 

Carta Central. Por fin los abusos consecuentes a tan 

funesto orden de cosas; por fin las escandalosas infi-

dencias del Jefe provisional del Estado, tantas veces 

falaz y perjuro cuantas bajo la religión del juramen-

to ha protestado desprendimiento, abnegación y patrio-

tismo; por fin las injusticias y arbitrariedades de sus 

agentes en las provincias, siempre garantizados con la 

impunidad, han rebosado la copa de nuestra indigna-

ción y roto los diques del sufrimiento para realizar 

59. Fid. en E . Wr>l(, Ttalada 4c fíerecho Cuntlitueionat V&n&iolano, cié,. 
Tomo 1, p ¿ ( , 57. 
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un pensamiento ídolo de nuestro corazón, y que la 

prudencia nos había obligado hasta ahora a mantener 

en el terreno de la opinión. Este pensamiento mágico, 

regenerador; ese símbolo de fe política de todos los 

venezolanos; ese refugio salvador, único que el cielo 

nos depara en la desechada tormenta que las pasiones 

azuzadas por los desmanes de un poder arbitrario han 

descargado sobre nosotros, es la reorganización de Ve-

nezuela en República eminentemente Federal 

No temáis. La Federación es el gobierno de todos. La 

Federación es el gobierno de los libres, y Venezuela 

obtendrá el lauro de la Federación".60 Por su parte, en 

la Proclama de Ezeqttiel Zamora y José R. González, 

de 25 de febrero de 1859 se señalaba que "La Fede-

ración encierra en el seno de su poder el remedio de 

todos los males de la patria. No; no es que los reme-

dia; es que los hará imposibles. Con Federación aten-

derá cada Estado a todas sus necesidades y utilizará 

todos sus recursos, mientras que juntos constituirán por 

el vinculo del gobierno general el gran bien, el bien 

fecundo y glorioso de la unidad nacional. El orden 

público dejará de ser un pretexto de tiranía, porque 

será la primera de las atribuciones de cada gobierno 

particular. Tendrán los pueblos magistrados de su ex-

clusiva elección"." En definitiva, tal como se evidencia 

del Pronunciamiento de Barinas por la Federación, del 

mismo año 1959, "siendo la única causa del mal el 

gobierno central, debemos sustituirlo con el gobierno 

60. Vid. en Doeumtníoi hicieron 

dcoc i* tic U Repúbl ica , Tumo 1, 

61. Vid. en Documentes yue hicieron 

tíútoria. Pub l i c ac i ón d« la Preíi-

C a n r » » , )<M2, p¿t§. SIS y 519. 

Hiiloria, Cít., Tomo 1. pí|. S2I. 
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democrático federal que pone en manos del pueblo la 

dijección y manejo de sus propios intereses, garanti-

zado por una Constitución que sea el espíritu, el sen-

timiento y el querer de la soberanía popular y asegu-

re para nosotros y nuestros descendientes la libertad, 

la igualdad y la fraternidad como dogmas de la Re-

pública democrática federal".62 

Ahora bien, como resultado del triunfo de la Re-

volución Federal, la Asamblea Nacional Constituyente 

de la Federación instalada solemnemente en Caracas el 

24 de diciembre de 1863, sancionó el 28 de marzo de 

1864 la Constitución de los Estados Unidos de Vene-

zuela, puesta en vigor el 22 de abril de 1864, en la 

cual "Las provincias de Apure, Aragua, Barcelona, Ba-

rinas, Barquisimeto, Carabobo, Caracas, Cojedes, Coro, 

Cumaná, Guárico, Guayana, Maracaibo, Maturín, Mé-

rida, Margarita, Portuguesa, Táchira, Trujillo y Ya-

racuy, se declaran Estados independientes y se unen 

para formar una nación libre y soberana, con el nom-

bre de Estados Unidos de Venezuela".63 

8. Surgió asi la Federación en Venezuela, en 

parte por necesidades políticas reales que marcaron el 

fin del régimen oligárquico, y en parte por espíritu 

imitativo del régimen de los Estados Unidos de Amé-

rica.64 Ciertamente no surgió como resultado de una 

62. y id. eo Docu/ntniot que hicieran Untaría, cit.. T o m o I , p í g . 523. 

W . A r t í c u l o IV de 1» Con»Utut ic>n «Ir 1864. r n Ulm-« P ic / .n R í v i » , Indice 

Ctinttituciortal de 1' en rutel a t cil. 368. 

C í r c í » P f U y o , fitmhu C.úns titucional Comparada, MuHrid, 
1957, p i < . 21S; E . W o l f . Tratada de Derecho Constitucional Yene-
tolano, c ir . , t o m o 1. p i g . 58. 
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vinculación jurídico-poljtica de Estados o Provincias 

hasta entonces independientes, como fue el caso, por 

ejemplo de los Estados Unidos de América y Suiza, 

sino más bien como resultado de una nueva estructura 

constitucional de un Estado que hasta entonces había 

sido unitario y centralista, tal como sucedió también 

en la Unión Soviética y México. Por eso se ha dicho 

que la Constitución de 1864 representa no sólo una 

etapa de reconstitución de la República en su sistema 

constitucional, sino también un reajuste en cuanto a 

la estructuración de su poder civil.*5 En todo caso, del 

análisis de dicha Constitución se evidencia que el fe-

deralismo en ella consagrado fue más amplio que el 

existente para la época, en la Constitución de los Es-

tados Unidos de América.66 Con esta Constitución, dice 

Ruggeri, "no se hubiera podido gobernar al país, ni 

siquiera en días de paz. Sus violaciones son coetáneas 

a su sanción, y no se la obedeció, ni en la forma, ni 

en el fondo, en los diez años que estuvo vigente".47 

Con acierto entonces se ha llamado al federalismo en 

Venezuela una mentira constitucional68 y por ello ha 

dicho Pedro J. Araujo, que "en Venezuela no podía 

implantarse el sistema federal, ni ha podido producir 

sus frutos, porque el establecimiento en su origen fue 

hijo de la fuerza, tuvo por causa únicamente el triun-

fes. Cfr. L'1)>m P i c ón Kiva», Indice Constitutional de Venetuela. tu., 

pág . S3. 

<i<>. Cfr. Pali lo Ruggii-ri Parra, Historia Política y Cútiiúttictonal de 

J'tneiUíIr», Tumo 11, C a n n a , 11>19. píg- 62. 

. Vid. P. Hujigien Parra, Historia Politica y Constitucional de JV n < -

suelo, cil , Tomo 1, p á f . 

68. C l r . E . Wo|f, Tratado di Derecho Constitucional Venezolano, cit.. 

Tomo I , p»g . étl. 
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ío de un ejército sobre otro ejército hermano. . . , y la 

fuerza podrá aceptarse como un hecho, pero jamás 

como un derecho".69 Fue por ello que Antonio Guz-

mán Blanco, en 1865, en plena Cámara sostenía "que 

la Federación no había sido, ni él la había tenido 

nunca como otra cosa, sino coiho un pretexto para ha-

cer la oposición al partido constitucional".70 

En todo caso, en la evolución posterior se demos-

tró que aunque de derecho, federativo, de hecho, el 

sistema era completamente centralista. Así en 1911 

Araujo señalaba con acierto que "Nuestra República 

presenta el extraordinario caso de tener dos formas de 

gobierno á la vez, particularísima dualidad que nos 

hace gozar de los beneficios de formas tan opuestas 

en sus principios, en sus doctrinas y manejo, como 

son la federal y la centralista, y éstas en contubernio 

no bien definido, son precisamente las que poseemos. 

Federación, en la teoría, En los hechos, centralismo. 

La primera puede apreciarse por el hábito convencio-

nal de darle tal nombre, así como en el mandato de 

la Constitución que pauta: "El gobierno de la Repú-

blica de Venezuela es y será siempre popular, electivo, 

federal, representativo, alternativo y responsable". Im-

pone también la ley fundamental á los Estados la obli-

gación de organizarse bajo esta misma forma. . . La 

segunda, ó sea el Centralismo, en la práctica es la que 

se nos revela más claramente, pues ésta penetra pro-

W . y ¡ J . Pedro J , A r a u j o , I mplantamirnto del Siitem/t Federai y í u 

desarrollo tn Ytneiueia, MéHda 1911, p i g i . 5, 6 y 7. 

70. V id. en Ptr iro i . A r au j o , ¡mplanlamiento del SttteitM Federal y ta 

dmarrollo tn y enei uela, at., p i g . 9. 
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fundamente en los distintos poderes y sus ramificacio-

nes; es costumbre inveterada entre nosotros que el 

Poder Ejecutivo Nacional, sin tener en cuenta que 

esas atribuciones pertenecen á otros poderes, conceda 

honores, recompensas, y empezando por el mínimo has-

ta el encumbrado y honorífico nombramiento, todo re-

fluye de él como una inmensa oleada que abarca des* 

de el abrupto y yermo páramo hasta el confín lejano 

de nuestras potentes selvas. Si, no hay un solo detalle 

en el funcionamiento gubernativo en donde no se en-

cuentre la mano omnipotente de ese Poder".71 La auto-

nomía de los Estados Federados, entonces, no ha de-

jado de ser un mito 72 ya que como dijo Luis López 

Méndez, "En la Federación Venezolana las cuestiones 

nacionales absorven toda la atención pública, mientras 

que los Estados vegetan en una vida oscura, sin inicia-

tiva, juguetes de sus propias disensiones ó instrumen-

tos dóciles del poder general, que es quien los ali-

menta política y económicamente".73 "No son los Es-

tados los que delegan parte de sus poderes en el go-

bierno central, sino que el gobierno central usurpa todo 

el poder y usa las pseudo asambleas de los Estados 

como instrumento de sus intereses, encaminados más 

a la consolidación de la unidad nacional y a la des-

naturalización del régimen que a cualquier otro propó-

71 . Vtd. P e d r o J . A T » u j o , Implantamitnta del Sistema Federal y su. 

drsarrptto en Venezuela* cit., p â g s . IL y 12. 

72. C i r . L u i s Sagariam, L a Constitución de 1901 y la H e for ma, C s r a c a t , 

190-4» p i g . 13. 

f i é . e n M i g u e l A . M a r q u â t R i v t r o , Relaciones entre el Cabierno 

C e n t r a l y lot Gabier nos Locales. C i r a c a * . 1904, p i g . 37 . 
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sito que implique la fragmentación del país en enti-

dades que no corresponden a sus fines".74 

9. El debilitamiento paulatino de la Federación 

entonces, ha sido un hecho evidente en nuestra evo-

lución constitucional y aun cuando Ja Constitución ac-

tual reconozca a las Asambleas Legislativas de los Es-

tados la intervención en la reforma de la Constitución 

y la posibilidad de que dicten los Estatutos de los Es-

tados 75 lo que distingue nuestro sistema del Estado 

Unitario descentralizado/6 la Federación en ella con-

templada, está afortunadamente, muy lejos de ser la 

originaria. En este sentido, la Exposición de Motivos 

de la Constitución elaborada por la Comisión designa-

da al efecto, expresa lo siguiente en torno a la decla-

ración consagrada en el artículo de la misma:77 

"La Comisión se abocó al estudio de si resultaba con-

veniente mantener la forma federal del Estado Vene-

zolano, La vieja polémica de centralistas y federalis-

tas pudo empezar a revivirse en nuestras primeras reu-

niones, que habrían tomado un curso de discusiones 

infecundas, como lo ha sido en gran parte esta polé-

mica a lo largo de nuestra historia. Los trabajos se 

dirigieron hacia el encuentro de una fórmula capaz 

71. Vid. E . W u l l , Tratado tle Derrchv Canstt'u i loiitf/ > tneioltia, t l f . 

Tomo I . p á f . 59. 

7">- An í cu l r i » 20 y 245 d- 1» ConM i l m i ó n . 

T i . Vid. M . C a i c i * P r l i y o , Derec ho Constitucional Compartido. <>'•. 

243 y 244. 

77. A r t i c u l o 2» *"L» R e p ú b l i c a de Venezuela et u u L « l » d o Federa l , i-u 

lo» (¿rntiDoa <-'(»n»agta(li>* por ¿ata C tma i i l u t ¡¿n**. 
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de evitar lo árido de las contradicciones y ofrecer una 

solución cónsona con nuestros antecedentes y con la 

estructura real del Estado". 

"Quienes pensaron en Ja eliminación de la forma 

federal creyeron que era preferible reemplazar la es-

tructura de la federación por un sistema de descentra-

lización administrativa o de autonomías progresivas que 

funcionarían más de acuerdo con la realidad venezola-

na; quienes se pronunciaron por el mantenimiento de 

la forma federal del Estado argüyeron entre otros los 

motivos de orden histórico que hicieron arraigar el 

movimiento federalista en el sentimiento nacional". 

"La comisión comenzó por reconocer que el sen-

timiento federal, las consecuencias del federalismo en 

el sentido de la organización social y el nombre mis-

mo de la Federación, constituyen un hecho cumplido y 

hondamente enrraizado en la conciencia de los vene-

zolanos. Por otra parte, se estimó que, a pesar de no 

haberse realizado efectivamente, la Federación sigue 

siendo en el espíritu de la mayoría un desiderátum ha-

cia el cual debe tender la organización de la República". 

"Pensó también la Comisión que la semántica en 

Ja vida política y jurídica no tiene un contenido inmu-

table. Los vocablos se entienden, no sólo por su signi-

ficado literal, sino por el ambiente histórico y las cir-

cunstancias dentro de ias cuales se han realizado los 

valores que representan. La palabra "democracia" en 

Francia es inseparable del establecimiento del régimen 

republicano y de la abolición de la monarquía; la pa-

labra "democracia" en Inglaterra se armoniza con la 
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subsistencia de la monarquía británica. Los vocablos 

tienen su acepción propia, que es la que le atribuyen 

los hechos históricos \ 

"Federación" en unas partes, significó la integra-

ción de unidades dispersas para^ formar un todo armó-

nico; "Federación" en los países de América Latina 

significó a veces la disgregación de una unidad en co-

munidades locales. Pero "Federación" en Venezuela, 

propiamente hablando, representa un sistema peculiar 

de vida, un conjunto de valorea y de sentimientos que 

el Constituyente está en el deber de respetar, en la me-

dida en que los intereses del pueblo lo permitan. Por 

ello se adopló la definición con que se abre el primer tí-

tulo; "La República de Venezuela es un Estado Fede-

ral en los términos establecidos por esta Constitución". 

Es decir, que es una Federación en la medida y forma 

peculiar en que esta idea ha sido vivida dentro de la 

sociedad venezolana".78 

10. En todo caso la Federación en Venezuela ha 

implicado desde su inicio hasta la actualidad, la imple-

mentación de un lugar neutral en relación con los Es-

tados Federados, donde tuvieran su sede los Poderes 

Federales. De ahí el surgimiento del Distrito Federal, 

como territorio federal,79 cuya constitución provocó las 

iniciales reacciones de parte de los gobernantes del Es-

tado Caracas en cuyo territorio se erigió provisional-

mente el Distrito, quienes aludiendo a la Asamblea 

Nacional, dijeron: "Ella no ha podido, sin transgredir 

76, fui. en la Exposición Je Motivoi de lo Constituí ióti, cu RriUta de 

la Facultad de. Derecha. N» 21, Cara, a», 19, pig. .175. 

79. >'»íí. Car] Sel]lililí, Tturía de la Conirituciún. Mí-tiro l')52. páp. JII. 
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sus atribuciones, disponer a su antojo de los destinos 

de un Estado, que como los oíros de la República, es 

libre, soberano e independiente, y sólo está ligado a 

los demás bajo los mismos derechos y deberes. Ella no 

ha podido, sin el consentimiento del Estado Caracas, 

arrebatarle de mano poderosa parte de su territorio y 

someter a los ciudadanos que habitan en él a un régi-

men excepcional y que acaso no aceptarán sino a la 

fuerza. La Asamblea, al acordar ese Distrito Federal, 

ha usurpado ios derechos del pueblo de Caracas; ha 

herido de muerte la soberanía de los Estados, ha 

violado el pacto de la Revolución Federal".93 

Ahora bien, antes de analizar el régimen actual del 

gobierno municipal del Distrito Federal y todas sus 

consecuencias, es imprescindible realizar una hojeada 

de la evolución histórica de dicho régimen en el Dis-

trito, pues sin ella difícilmente tienen explicación al-

gunas anormalidades y algunos aciertos del régimen 

vigente. 

11. LA EVOLUCION HISTORICA DEL REGIMEN 

DE GOB IERNO EN EL DISTRITO FEDERAL 

1. PRIMERA ETAPA: 1864 - 1803 

11. La Constitución de 22 de abril de 1364, con-

sagra entre las Rases de la Unión Federal de los Esta-

un . l'id. 1» n p n » K 11.II d e ]>» Gc-u<-ra]ci Jr>nf l í í f a e l l ' í e h e í f l v Ltn ¡aun 

jn i e m b r e a d e l pro\ ¡*orm de l E f t t adn Ca raca* . r n 

1861. r n A n i h í l Hill Feii». Iiitierarii» Hi>;«'nico del Distrilo Federal 
pul)!i. sdr. rti r¡ l ihr . i " H i s t o r i a de la cremión del Üittrito Federal", 

Publicar.-¡un ra de la 5v<"retarra Cene r j i l d i ' C<»rn'u¡/>n J e ] Cna l r i -

l i-rnenarin ti. C . i r a r » « . \v S, C a í j f i í . 19(i'h píg. 31 . 
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dos» el compromiso de éstos de "'ceder a la Nación el 

terreno que necesite para el Distrito Federal" 81 siendo 

competencia de la Legislatura Nacional "erigir y orga-

nizar el Distrito Federal, en un terreno despoblado que 

no excederá de diez millas cuadradas y en que se edi-

ficará la ciudad capital de la Unión".82 Por supuesto, 

esta disposición en la mente del mismo Constituyente 

estaba destinada a no cumplirse al agregar la norma 

que "EL DISTRITO será provisionalmente el designa-

do por la Asamblea Constituyente o el que designare 

la Legislatura Nacional". En efecto, Caracas había sido 

de hecho y de derecho la capital de la República, y 

este carácter no podía ni pudo cambiarse por decisión 

política alguna. De ahí que el Distrito Federal, provi-

sionalmente. se organizara en zona ya poblada. En 

efecto, aún antes de que se promulgara la Constitu-

ción de 1864j en 29 de febrero del mismo año, la Asam-

blea Constituyente de los Estados Unidos de Venezue-

la, "persuadida de la urgente necesidad de fijar el ra-

dio de acción del gobierno general" resolvió provisio-

nalmente erigir en Distrito Federal "el territorio com-

prendido dentro de los Departamentos de Caracas, Mai-

quetía y La Guaira", cuya organización, también pro-

visionalmente, la decretaría el Poder Ejecutivo.83 En 

cumplimiento de este acuerdo de la Asamblea Consti-

tuyente, el "Gran Ciudadano Mariscal Presidente de 

los Estados Unidos de Venezuela", Juan C. Falcón, 

81. Artículo 13, oriiin.il 3?. 

«2. Articulo 13. ürtlinal 21.'. 

83. y¡ii. t n Lrres y Decrttos /<Vj/,i.-n ,-nutrios tle los í ' j f d J o í VniJoi de 

Venezue l a , T o m o V I I , Cara«.»» , 1013, pá¡¡ . o ! . 
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dictó el Decreto de 8 de marzo de 1864 que organiza 

el Distrito Federal en su régimen Político y Adminis-

trativo, en el cual se precisó que para el régimen ad-

ministrativo del mismo, los Poderes Públicos se divi-

dían "en Legislativo, Ejecutivo y Judicial".8* El Poder 

Legislativo se ejerció entonces para todo el Distrito 

"por una Legislatura en las materias de interés gene-

ral" integrada por Diputados "elegidos por votación 

universal, directa y secreta"BS y que tenía competen-

cia para legislar sobre tedas las materias que no per-

tenecieran al Poder Nacional.86 Por su parte, el Poder 

Ejecutivo se ejerció en Lodo el Distrito "por un go-

bernador que era del libre nombramiento y remoción 

del Poder Ejecutivo General", de quien era asimismo 

"su inmediato agente".87 Queda claro entonces que aún 

antes de que entrara en vigor la Constitución de 1364, 

fue intención de los artífices de la Federación el eri-

gir un Distrito Federal donde tuvieran su sede los ór-

ganos del Poder Federal, pero con la particularidad 

de tener un régimen político que no lo bacía depen-

der absolutamente de éste, sino que tenía una Legisla-

tura con competencia para legislar sobre materias de 

interés general que no estuvieren reservados al Poder 

Nacional, salvo lo relativo a la Legislación Civil y Pe-

tU. V iJ. AiMtul.p ilr 1 D.I'1._-1.J en Ll'v t's > De<rel„s RegUnunluríui 
d e !..s Fst,,.!.,, d r I V n n u W . 1 . Ttitllu V I I , t l f . , ( l i e . 00. 

ftS. t'id. A r t í . - u l u i R y 'J d e l D r r r r t o en Leyes y Decre.ioi Regtnmrntarioi 

de la Eiindus l-'ttulus de Venezuela, Tomo VII, tlf., p ág. 60. 

fib í ' i t l . A r i i m l ' i 12. nril iTial I ? »1.-1 Defr .-tn c u Lervi y Decretos Regla-

rifft((jri./< dr í.'wjí/ü< l i: i-/ri< dr Yeneswh1, T"mi) Vil, <.'i I •, p' 6 • kl. 

87 . í ' i . J , A n i i n i « , 20 > 11 J e l D i - n e l o en L e y f t y Decrecen Reglamenta-

n.,s dr 1l' í l í.«J..í J,- Tumo MI. at. tii¿. 62. 
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nal que se regía por las leyes nacionales.88 En cuan-

to al Poder Ejecutivo, el gobernador sí tenía una es-

trecha vinculación con el Poder Ejecutivo General, 

pues no sólo era agente inmediato de éste, sino que 

tenia el deber de "cumplir estricta e inmediatamente 

las órdenes" que el Poder Ejetutivo General le comu-

nicara.89 

Con posterioridad a la promulgación de la Cons-

titución de 1864, el Congreso de los Estados Unidos de 

Venezuela, en 6 de junio de 1865 dictó un Decreto en 

el cual se exigía al Ejecutivo Nacional la presentación 

de un informe sobre cuál era "el lugar más a propó-

sito para erigir el Distrito Federal, consultando las 

condiciones de salubridad y facilidad de comunica-

ción" acompañádolo de un croquis del área que debía 

"ocupar el Distrito, el plano de la ciudad capital y los 

presupuestos de los edificios y demás construcciones" 

que fueren necesarios.90 El Congreso autorizó asimis-

mo, en esa oportunidad al Ejecutivo Nacional para or-

ganizar el para ese momento "Distrito Provisional".91 

En ejercicio de esta autorización y de la que ya 

había acordado la Asamblea Constituyente el 29 de fe-

brero de 1864, el Ejecutivo Nacional por Decreto de 

N8. tid. Ar t i cu lo« 4 y 8 dr] Decreto en Ley ti y Decretili Reglamenta-

rios de tos E*rndus Unidos de- f eneiíiflü, Toinn V I I , cit. p ág , 60. 

8?. y id. Ait ¡culo» 21 y 23. ordinal 1'' dr-I Dórelo en Leyes j bec lelos 

R rflame uta rio s de Jas k's lados Unidos de ¡'envínela. Tumo V i l , cit. 

pit'. 62. 
90. Vid. Artii-uloa 1 y 2 J e la Ley de 6 de jnní<i de 1865 en Leyes y 

Decretos Hrglnmentarioi cié los Estados V nidos de Vfneiuela, Tomo 

V I I , fit., p i g . S9. 

91. fid. Artículo 3 de l» Lev ile 6 de junin de 1865 en !.<"»<! y De-
crrtos Reglamentarios dr lui Estadas Unidas dr Venezuela. Tomn V I I , 

cit.. pàg. 59. 

32 



31 de octubre de 1867 organizó nuevamente al Distri-

to Federal en su régimen Político y Administrativo. En 

esta organización, el gobernador, de libre nombramien-

to del Ejecutivo Nacional, siguió siendo su "agente 

inmediato'1 y como tal subordinado al Ministro del In-

terior y Justicia; 92 por su parte, fue eliminada la Le-

gislatura distrital, y sustituida por tres concejos de-

partamentales compuestos por diputados elegidos pro-

visionalmente por el Ministro de lo Interior, y con com-

petencia deliberante en cada uno de los tres departa-

mentos que componían al Distrito, en algunos casos 

restringida a la obtención de una previa aprobación de 

dicho Ministro.93 En esta forma, el Distrito quedó aún 

más ligado a los Poderes Nacionales, con un poder le-

gislativo exiguo y con un poder ejecutivo en manos 

del gobernador como agente inmediato del Poder Eje-

cutivo Nacional. Esto era confirmado por Decretos de 

17 de junio de 1872 en los cuales se precisó que el 

Presidente de la República era quien administraba el 

Distrito Federal "inmediata y directamente por medio 

de un Gobernador de su libre elección".94 En uno de 

los Decretos de esa fecha se reorganizó nuevamente el 

Distrito, sustituyéndose los concejos departamentales 

por un Concejo Municipal compuesto por tantos miem-

bros como parroquias tuviera el Distrito, con la par-

>J2. t'l'i. An ir ii to 4 <lrl Derreti> en Leves y Decretos Reglamentarioi de 

lot Estados Unidos de Venezuela, Tomu V I I . cil., pig. ¡2, 

93. Vid, A i t i c u l o » 2, 21 y I t del Decretrv en Leye* y Decretos Regta-

mentarios de to 5 rati in & Atdos de Venezuela, Tomo VI1, cit., 

52 y 56-

Yl. Vid. Ariiiiilns 4 > 5 tic In» Deerelui. de 1> ]iii«m» fechi, cn 
Leyet y Deiretui Rc[lamn,tattot de lot Kstadas L'nidas de Venezuela, 

Tomu VII, at., pij. 16 y SJ. 
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ticularidad de que era presidido por el Gobernador 

del Distrito.1'5 Dicho Concejo tenia facultades limitadas 

hasta el punto de que, por ejemplo, debía proponer 

al Presidente de la República "por el órgano del go-

bernador", las ordenanzas municipales o de impuestos 

y contribuciones que fueran a formar el tesoro del 

Distrito.96 

La Constitución de 27 de mayo de 1374 no intro-

dujo ningún cambio en relación a las normas refe-

rentes al Distrito Federal que consagró la Constitución 

de lí>61, por lo que continuó bajo el régimen de ca-

rácter provisional. Ello se desprende también del De-

crelo de 5 de julio de 1877 que estableció la división 

del Distrito en dos Departamentos y de los Decretos 

Orgánicos del Distrito Federal de 27 de mayo de 1879, 

de 1 de octubre de 1880 y de 20 de noviembre del 

mismo año,97 

Por su parte, la Constitución de 27 de abril de 

1881 a pesar de continuar atribuyendo a la Legislatura 

Nacional la facultad de erigir el Distrito Federal, esta-

blece como atribución del Presidente de los Estados 

Unidos de Venezuela "organizar el Distrito Federal y 

funcionar en él como primera autoridad civil y polí-

tica eslablecida por esta Constitución",98 lo que se con-

95 . ¿ id, A l t í c u l o 4 dol D o r r M f i r»n Lrye.t y Derretís Rfigiamentarioi dg 
ío$ Estarlos Unidos de Venetüt[<it Tumo Vil, ¿ie.t î áfc* 46. 

J' id. A i l í e n l o 17, o r d i n a l 4 Do £ reto en L<: vr/s y Decretos 

mentarlos dt los Estadot Vnidos dt k'enfzu?l*it Tu r no V i l , cié. p 4 Y . 

9 ? . Vid>t vn LeyeS y Dr^Tela* Re^lamentarum dt' ¡<n Estado* Unidos dr 

yinrttíFlat Tamo VliT ni. páfjí. 29, ?A% 4CJ y 4S. 

99. l i d . Ariu*h)u urJinul 7 trn L líet'» Picúr líivaa, índice Ci>ns¿i' 

tucionnl ds yettezucla, ctt., J júf i . 4'JO. 
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sagra asimismo en la Constitución de 16 de abril de 

1891," y será todavía mejor precisado en las Consti-

tuciones posteriores. 

2 . SEGUNDA ETAPA: 1893 - 1936 

12. La segunda etapa de la evolución institu-

cional del régimen de gobierno en el Distrito Federal, 

tiene su inicio con la Constitución de 21 de junio 

de 1893. 

En efecto, en primer lugar, en ésta ya no se deja 

la erección provisional del Distrito Federal al Ejecu-

tivo Nacional sino que se declara: "Los Estados que 

forman la Unión Venezolana son autónomos e iguales 

en entidad política: y se obligan: a ceder a la Nación, 

para el Distrito Federal, un terreno despoblado que 

no exceda de cien kilómetros cuadrados, en el cual se 

edificará la ciudad capital de la Unión. Por ahora di• 

chù Distrilo será la ciudad de Caracas, con sus parro-

quias foráneas El Recreo, El Valle, La Vega, Antíma-

no, Macarao y Macuto".100 Por otra parte, no sólo co-

rrespondía al Congreso de los Estados Unidos de Ve-

nezuela la erección del Distrito, sino su organización,101 

')<}. l i d . Artnulu tu. urdinM " tu (.lisci Picón Ritas, índU< Coni-

titucsortul dr Vtutiuela, t i l . [>«»;. 

TUO. Vid. A n k u l u U . u r j i i . n l o d t la C u n s i i t u i í ó j i d e 1893 en Llisi?* 

l ' i c ò n l i i i a s , tntlicr Constituí sanai dr í'zarzuela. t:it.t 

101. f'irf. Ailn iiln 41, ufdiiml i v en Ldiae» Pieiin Hívíí. indit e I'mj. 
/.FU LI , 'NA/ Jr ì'rnriucl-1, cif.. P Á ^ . 16.1. 
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siendo sólo compelencia del Presidente de la Unión 

"administrar el Distrito Federal, según la ley, y fun-

cionar en él como primera autoridad civil y política".1UÍ 

De conformidad con esta última orientación, y en 

uso de facultades conferidas jpor la Asamblea Consti-

tuyente en Decreto de 21 de junio de 1893, de igual 

fecha que la promulgación de la Constitución de ese 

año, el Ejecutivo Nacional dictó el 6 de julio de ese 

mismo año 1893, un Estatuto Provisorio del Distrito 

Federal, en el cual se dividió el "régimen gubernati-

vo" del mismo en: Civil y Político; Adminis-

trativo y Económico".1U3 La primera autoridad civil y 

política del Distrito de acuerdo a ese Estatuto era el 

Presidente de la República, quien la ejercía por ór-

gano de un Gobernador del mismo Distrito, que "era 

su agente inmediato en todo lo relativo a este régimen 

y de su libre elección y remoción".11" En cuanto al ré-

gimen administrativo y económico, dicho Estatuto re-

conoce que "El Municipio del Distrito Federal es la 

Entidad resultante de la unión de todas las parroquias 

que lo componen. El es autónomo en todo lo relativo 

a su régimen administrativo y económico; y en conse-

cuencia, ejerce la soberanía, por delegación del pueblo, 

y por órgano de los funcionarios, autoridades, y cor-

poraciones que establezcan sus leyes"; entre otras co-

IM. Val. Articulo 76. íirdirsl 7 en 1 li&i-a Píe .'i n l.'iün. I mI¡< r ITIÍII.»-
titucional de Venezuela, cit., pág. lf>8. 

llM, Vid. Artículo 2 del Decreto rn Leyes y Dei. reías Reglamentarios df 

¿f>i Ei indas t 'i ríJpi tir Ven eiuelu. Tonio VII, cit., púg. J.. 

l o I. ) iif- Articulo 3 tit l Derroto en Leyes y Drirrtos Reglamentarios de 

los Pi:adni Unidas de V ructuilu. Tomo V i l , cit., pig. 21. 
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sas, "en todo lo relativo a la organización municipal, 

régimen interior, salubridad, beneficencia, ornato, abas-

to, y consumo de las poblaciones que lo componen".105 

Completa el Estatuto su normativa fundamental rela-

tiva al régimen de gobierno del Distrito señalando que 

"todo lo relativo al régimen administrativo y econó-

mico del Distrito Federal estará a cargo de un Con-

cejo Municipal'1, compuesto por concejales nombrados 

por las parroquias que lo Forman, "por elección popu-

lar, en votación directa y secreta".104 Este Concejo 

Municipal tenía una serie de atribuciones, entre ellas, 

mezcladas, funciones deliberantes y funciones netamen-

te administrativas: "Dictar las leyes, ordenanzas, acuer-

dos y resoluciones que reglamenten el ejercicio de la 

soberanía que ejerce el Municipio en todos los ramos" 

que le corresponden; "celebrar contratos de interés 

municipal", "crear y dotar los empleos municipales 

} nombrar y remover los empleados que deban ser-

virlos".11" Todos los actos del Concejo Municipal sin 

embargo, necesitaban para ser válidos, del "cúmplase" 

del Gobernador del Distrito, quien, como la autoridad 

ejecutiva del Municipio, era su inmediato agente en 

todo lo tocante al régimen administrativo y econó-

mico.11,8 

1 fií. F I IF . Articulo 2(1 del FUDIUIU en ley."i y lierrtiot /¡V/fí/imenttirioi dr 

Itit Lslúdvs Vnttit/t Jtr ( 'etieítiehi. Tumo Vil, t i l . , 2?. 

l(ií). Vtd. Artiíiil.'* i) y 2* <l.| Egumtú en Leyet y Dec'etot Reglamenta-

rios dt las jEj/adui UíiíJüj Je Vcnetuela, Tumo VJ1, cií., pijt- 27. 

107. Vid. A r l i e u l o 28, o i d i n i l t « 3, S y 6 en Leyes y líecritol Reglamentarios 

r/e l u í Es tadot laidos de Vcnnu ría. Torno V i l . c¡l., p i g s . 27 y 28. 

108 Vid. Ariienli» 29 del Eílatuto rn Leyes y Decretos tíeglnmtntarioí 

dr los Estudcs l'/ndus de Veneiu.-U. Tumu VII, <it.. pÍ£. 2fl. 
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Se inicia entonces con esle Estatuto, la dicotomía 

que se mantiene hasta la ley de 1927, entre régimen 

civil y político y régimen administrativo y económico 

del Distrito correspondiendo el primero al Gobernador 

y el segundo al Concejo Municipal, y que tantas con-

fusiones va a ocasionar en la interpretación de la ley 

de 1936. Sin embargo, y esto es lo más grave, erige al 

Concejo Municipal, no sólo en cuerpo deliberante y 

legislativo de orden local, sino en cuerpo con funcio-

nes administrativas paralelas a las de la autoridad eje-

cutiva, lo que cuatro meses después va a ser en parte 

rectificado por el Estatuto Provisorio del Distrito Fe-

deral de 21. de noviembre de 1893. 

En efecto, este Estatuto si bien mantiene los li-

ncamientos generales del régimen del anterior, aclara 

que el Concejo Municipal "estará.. . presidido por el 

Gobernador del Distrito, y en su defecto, por el Pre-

fecto que él designe", y entre las funciones del mismo 

prevé las siguientes: "celebrar contratos de interés mu-

nicipal; y aprobar o negar los que celebre el gobierno" 

y "crear y dotar los empleos municipales, y presentar 

al gobierno ternas para que de ellos elija los emplea-

dos que deban servirlos'\IOÍI Estas disposiciones se re-

piten en la primera Ley Orgánica del Distrito Federal 

de 29 de mayo de 1894, donde se mantiene la dicoto-

mía, pero con la tendencia a reducir las funciones del 

Concejo a las propias de un cuerpo deliberante y le-

gislativo de orden local. 

109. f-'iJ. ArlicuL» io y 2?, ur.lñialrí 4 y 5 drl Estatuto rn l-.-y.-s y t). 

,-rrtus Kp{lam-!iturt„¡ d¡os Estados h nidos de Venezucl i. Tomo V I I , 
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13. A partir de la Constitución de 29 de mar-

zo de 1901, el Constituyente renuncia definitivamente 

a la ilusoria idea que había dominado con mayor o 

menor intensidad en las Constituciones posteriores a 

1864, de erigir el Distrito Federal en una zona despo-

blada distinta del Valle de Caracas, y al contrario, 

estableció romo una de las bases de la Unión a la cual 

se obligaron los Estados Federados, de "ceder a la 

Nación para el Distrito Federal la ciudad de Caracas, 

que será la capital de la Unión, y las Parroquias El 

Recreo, El Valle, La Vega, Antímano, Macarao, La 

Guaira. Maitjuetía y Macuto".110 

La Constitución de 1904 perfeccionó definitiva-

mente esta norma al consagrar que "El Distrito Fede-

ral, que será Organizado por ley especial, se compon-

drá de los Departamentos Libertador, Vargas, Guaicai-

puro y Sucre, y de la Isla de Margarita".111 Se trata 

entonces de la incorporación por primera vez al texto 

constitucional de la expresión territorial del Distrito.112 

Pero la importancia de la Constitución de 1901, 

en la evolución institucional del régimen de gobierno 

del Distrito Federal, es la consagración que en ella 

se hi20 de la autonomía del Municipio del Distrito. 

En efecto, el artículo 51 de la misma consagró entre 

las atribuciones del Congreso de los Estados Unidos 

) JO. Virl. Ar t icu lo 6. or.lino) 7 ile )., C-.mtiíur i,', ü J-r l'XIl cu t ' W s P i r ó n 

Hi t»» , lnrtu¿ ('./>n<titui-i,>n.>l .i.- Irn.-tu.-lti, i'it.. i> á E - 1"2. 

I I I . Vid. A n i m i , . .S ili- U t ' . n . t . i . i , ...u .U 10<iV ,.fi l ' l i ac í fu/tn ¡¡iva», 

ífictl'cr CitnslitULtiinnl J« í ea,-iu, la. i il . |n¡K. 512, 

112 (ir. I'li-Ci l'ÍL'úti Iti.íí. r,.,».;rUí ,„<,„1 AVenezuela, cit., p kf. 

IU2, M 2. 1.a l,h MjigífitA elimino ,'L.m<i territorio del Dii-
iritu en ta CoiiBi i iu ' .Ir 
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de Venezuela, la siguiente: "Dictar la ley constitutiva 

del Distrito y Territorios Federales y sus respectivas 

leyes electorales", con la aclaratoria de que el Distrito 

''tendrá un Concejo Municipal, autónomo en lo refe-

rente a su administración". 

En realidad debe aclararse que si bien la Consti-

tución hablaba de autonomía del Concejo Municipal, 

ello se refería más bien al Municipio como entidad 

territorial. Así se lo consagró en las Leyes Orgánicas 

del Distrito Federal de 2 de mayo de 1901, 11 de 

mayo de 1904, 21 de agosto de 1909 y 20 de noviembre 

de 1909, 25 de julio de 1910 111 y se rectificó en la 

Constitución de 1904 como se indicará más adelante. 

Por otra parte, la propia Constitución de 1901 

continuaba estableciendo como atribución privativa del 

Presidente de la República "ejercer, según la ley, la 

superior autoridad civil y política del Distrito Fede-

ral, por medio de un Gobernador de su libre elección 

y remoción, que refrendará sus actos".m 

Se continuaba consagrando entonces la dicotomía 

entre las funciones administrativas que correspondían 

a un Concejo Municipal, y las funciones civiles y po-

líticas que las ejercía un Gobernador como órgano del 

Presidente de la República. Por ello, la propia Cons-

titución exigió que la ley que regulara el régimen del 

Distrito debía determinar la manera de que las atri-

113. Viít. en LeyeJ > fírcreloi Rrpiúmeiita/ias de iris Eiludos t nidní de 

Venetaela, T u m o V I I , f l ' l . , t>ig- 12 v T o m u V I , 9SL, 958 , 965. 

114. Vid. A r l í t u l o 79. ( . n i i n a l 4 r! r 1« G .»« t ih i .- i r i r i í le I9ÜI en 1 'lisi-, 

F i e ú n 11 i y US, Sndict Constitm'iutuli df Veneiuetp, cit.. I» J R . -19Ó. 
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buciones del Municipio no entrabaren u la libertad de 

acción política de que deben disponer el Ejecutivo y 

demás altos Poderes Federales en él residentes".11^ 

En la Constitución de 1904 se regularon las con-

secuencias del régimen autonómico de la sede de los 

Poderes Nacionales así: "En el Distrito Federal la ley 

consagrará la autonomía del Municipio en lo econó-

mico y administrativo, y determinará cómo haya de 

ejercer sus atribuciones de conformidad con los pre-

ceptos de esta Constitución, de modo que no se en-

trabe la libertad de acción política de los altos Pode-

res Federales que en aquél residen". Sin embargo se 

estableció expresamente que "en los casos de guerra 

su primera autoridad civil y política asumirá la ad-

ministración de los ramos mencionados".11* Esto con-

llevaba alguna contradicción con la norma del artícu-

lo 75, ordinal 4^ de la misma Constitución que esta-

blecía como atribución del Presidente de los Estados 

Unidos de Venezuela "administrar el Distrito Federal, 

según la ley, y funcionar en él como Primera Autori-

dad Civil y Política". Iguales disposiciones consagraba 

la Constitución de 1909. 

14. A partir del Estatuto Constitucional Provi-

sorio de 1914, y hasta 1936 se eliminó del texto cons-

titucional la consagración de la autonomía del Muni-

cipio del Distrito Federal. En efecto, en los textos cons-

115. I'id. Art i f n lo >1, o r d i n a l P .ie IJI f .nnit i tucír .11 lie 1901 rH L ' l iw« 

PÌL'ÒQ K i v i » , Indire Constituí tonal de Venezuela, cit., p á g 492. 

U f i . Vid, A r i ir u lo S2. f i d i m i 1 de 1» Cone í i t uc i ¿ fi de 1 M 4 eo U l i « » 

Pji-tin Riv s>. Indice Conttituciortnl de Venezuela, cit., p á g . S22. 
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titucíonales de este período sólo se consagró como 

atribución del Presidente de la República con ligeras 

variaciones "administrar el Distrito Federal según la 

ley, y funcionar en él como Primera Autoridad Civil 

\ Política".117 Se aclaró sin embargo en dichos texto», 

casi invariablemente que la le} que regulara el régi-

men del Disfrito Federal debía determinar cómo de-

bia ejercer sus atribuciones el Municipio de modo que 

no entrabará "la libertad de acción política de los al-

tos Poderes Federales" que en él residían.118 

Por su parte, los textos legales reguladores del 

"régimen gubernativo" del Distrito, a partir del De-

creto Orgánico Provisorio de 15 de agosto de 1914 dic-

tado por el Presidente Provisional de los Estados Uni-

dos de Venezuela por autorización otorgada en el Esta-

tuto Constitucional Provisorio del mismo año,119 hasta 

la Ley Orgánica del Distrito Federal de 31 de mayo 

de 1927, continuaren dividiendo el mismo en "civil 

) 17 . Vid. ¡r u i n .1-1, .>rJj na l j-t i lr] t f t a l u t u Co t i a t i i u i ¡ n n « l P i m ¡•ímtío 

tle 1914; » n i m i o 7"). n r d i n a l l la C o n s i i i m i ó n de I W i ; ar l f ru lc» 7<), 

n r J m a l l d e la C m K irnc i rin Ar 1*922: a r t i t u l o 100, o r d i n a l 4 d e ln 

C o n i l i t i i r i ñ n He 1925 ; i l l i i nlt> 100. u n l i n a l de la C o n s t i t u c i ó n 

1928 ; a r t i c u l o 100, o r d i n a l 4 de la C . n n t i i u < i >> n ác 1929 ; a r t í c u l o 100, 

o r d i n a l i> iIk la G n i s i i Un-i o n d e 1931, m C l i se« I ' k . ' m K ivas . Indi>•••. 
f.nnsWu.-iortRl f í r VmnttAa, rit., p , ÍC" . 577. «13 . fi 11. 6fi0, 715, 750 

y 783, T r a p c c l i v t m r n t r . 

I ]rt. i ¡d. A r l í c u l o ?<H, n r t i i na l 1" .(•> 1» C o n s t i i u f i o n «le l ' J I I ; a r t í c u l o 38, 

'» rtlitiiil IV ile la C i u i e t i í u ^ i i j h J e 1 ^22 ; a r t í c u l o 6 de la Cou& l i l u c í ó n 

lie 1925; a r t i r u l o 6 d r la Cu n i l i l uc i<> n de 1928 ; a r t í c u l o 6 de la 

("n Tiltil l i c i ó n de 1020: a N i m i o 6 de la C o n s t i tue i .'i n <!<• 1931. ra 

Al i ses Pieí>n l i n a » , Indice Constitución ni de Ven eiurln. cit., j i á g . 576. 

600, 610 , ÜÓO, 695 , 730 y 765. r e a p e e l h á m e n l e . 

><il. A r l í c u l n 28 d e l E s t a t u t o Cu i i ! t í t i i . . i u r i a l P r ov i s o r i o d e 101 t en 

U listes P i e L'iii K v ,i / tul ice Cüiist irui- ¡onitl de :l cid, C : : . , I ' í -í. ? l> 
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y político y administrativo y económico". l2fl En esta 

forma, el Presidente de los Estados Unidos de Vene-

zuela era la Primera Autoridad Civil y Política por me-

dio de un Gobernador de su libre elección, quien era 

su órgano legal "en todo lo relativo a la Administra-

ción de éste y su inmediato agente en lo civil y polí-

íico'V21 El Municipio del Distrito en cambio, conti-

nuaba siendo una entidad autónoma "que para su ré-

gimen administrativo y económico ejerce su autono-

mía mediante un Concejo electo por voto popular di-

recto y secreto, y por órgano de los funcionarios y 

autoridades que establezcan las leyes".122 

Ahora bien, aun cuando se continuaba consagran-

do la dicotomía entre el régimen civil y político que 

correspondía al Gobernador, y el régimen económico 

y administrativo que correspondía al Concejo Muni-

cipal, la orientación general que se deduce del análi-

sis de las Leyes Orgánicas de 1915 y 1927, era la de 

reducir la actividad del Concejo a la de cuerpo mera-

mente deliberante y de control de la actividad ejecu-

tiva, sin atribuciones de administración activa. Así, en 

120 . V i d . A r i ¡eti lo i d e l D c c r ^ t o O r g á n i c o P r ev i s o r i o d e l D i s t r i t o F e t i f r s i 

de 13 de »ROÍM He 1914, a i- t i ru lo 4 la Ley O r g á n i c a de l D i « t r i l o 

F e d e r a l de 30 de j u n i o de 1915, n r l i c u L * 6 de la Ley O r g a n i c e d e l 

¿ i í t r i t o F e d e r a l de 31 de m*y(.i de 1927 e n Leyes y Decreto* Regla-
rnentariol de les Fitatía* Unidos de Cénentela. Tu lito V I , r i r . , p á g s . 

910, 927 y 9 3 V 

121 1 ' i d . A r t i c u l o i d.-l LH-rret« O r g i n i r i Prr.t isur íq de l Dl i-tr i lu Fede-

ra l d e 1S de agos tu de Í Í M en Le yes y Decretos Regl,i menratíat de 
!ns Esmdos V nidos de Veneturla, T o m o V f , cit., j i á g . 931 . 

\ Z 2 . V ¡ d . A r t í c u l o 27 d e l Ks l a i u t . i O i g i n i i u P ro r i a t i r i u d e l D m r i t a fe-

d e r a l de 1S de a g n t l n de 1911, a r t i c u l o 1 de la f.i-y O r g á n i c a d e l 

D i i t r i t o F e d e r a l de 30 ríe j u n i o de 1915 y a r l i t u lu 29 d e la Ley 

U r f i í n i c i ( M D i í t r i M f e d e r a l de 3( «le m a y o de 1927 i-u I.ryet y 
Decretos Ketlamentiitsos de los Estados Unidos de Venezuela, T o m o V I , 

( . i / . . t>i¡(;s. 9 Í 3 , 931 > 938 . 
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relación a la administración del Municipio por ejem-

plo, el Concejo tenía facultad sólo para "dar o negar 

su aprobación a los contratos que celebre el Goberna-

dor" o "crear escuelas primarias de uno u otro sexo 

y reglamentarlas de acuerdo con la ley Nacional de 

Instrucción Públ ica"; 123 y en* cuanto a los funciona-

rios municipales sólo tenía competencia para "presen-

tar al Gobernador ternas para el cargo de Administra-

dor de Rentas Municipales".121 Por el contrario, al 

Gobernador le correspondía como autoridad ejecutiva, 

ejercer la función administrativa municipal, tal como 

se evidencia por ejemplo de la lectura de los 27 ordi-

nales del artículo 9 de la Ley Orgánica del Distrito 

Federal de 1027, que fijaba las atribuciones del Go-

bernador.1 25 

3. TERCERA ETAPA: 1936... 

15. La Constitución de 20 de julio de 1936, bajo 

cuya vigencia se dictó la actual Ley Orgánica del Dis-

trito Federal, consagró en su artículo los lineamien-

tos generales del régimen legal actual, en la forma si-

guiente: 

"El Distrito Federal será organizado por ley es-

pecial y se compondrá de los Departamentos Liberta-

123. Vid. O r d i n a l o \ y S J< ! «r l¡ . u ln .T, <ir la Ley O r g á n i c a <!<•) Din-

frito Federa l 6r 31 d t mayo de 1927 rn Leyes y Decretai Reglamen-

tarios de los Estados Unidos de Venezuela. T o m o VI , cit., p íg. 924. 

121. V i d . A r t í c u l o 35. o rd i na l 6 d i la L t y O r g à n i c i de l D is t r i lo t e d e r a i 

de 31 de mayo de 1927 en Leyes y Decretos Reglamentarios de los 

Estados l/nidol de Venezuela, T o m « V I . cit,, p á g . 924. 

12S. Vid. en Leyes y Decreto» Reilarnentariós de los Estadas l'nidos de 

Venemelo, T o m o V I . cu., f i í g« . 910 a 921. 
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dor y Vargas. El primero lo forman la ciudad de Ca-

racas, junto con sus Parroquias Foráneas: El Recreo, 

El Valle, La Vega, Antimano y Macarao. Y el segun-

do lo forman las Parroquias La Guaira, Maiquetía, 

Macuto, Carahalleda, Carayaca, Naiguatá y Caruao", 

"Deberá quedar a salvo en la Ley especial la ac-

ción política del Poder Federal, de modo que ésta no 

sea entrabada", 

"La Municipalidad del Distrito Federal, como to-

das las demás de la República, será completamente au-

tónoma e independiente del Poder Federal en lo rela-

tivo a su régimen económico y administrativo y podrá 

establecer libremente su sistema rentístico".136 

En la Constitución se consagraba además como 

atribución del Presidente de loa Estados Unidos de Ve-

nezuela: "Ejercer según la ley, la superior autoridad 

civil y política del Distrito Federal, por medio de un 

Gobernador de su libre elección y remoción'1, siendo 

éste además, el órgano legal del Presidente "en lo re-

lativo a la administración del Distrito".127 Disposiciones 

similares se consagraron en la Constitución de 10t5. 

Por su parte, la Ley Orgánica del Distrito Fede-

ral de 14 de octubre de 1936 reformada parcialmente 

en su artículo 62 por ley de 17 de julio de 1937, con-

E» rr l«n . , r> i Uk . I r n . j » M »n.>L| p a 1 i tl/idc* de ! • Repiifalieii 1« m isma 

r,.fv»MHv^íÁji dr 1936 r n » b 1 p f i ó , " L o a F i l a d o « *e d i v i d i r á n en Dii-

i r i i n t cuya* Mt ir i i r ipa l iHi i i rc 4r>TM<*n d ' (iL'flt a u t onom ía y ¿eta ti 

l a n í o independ ien tea riel Pudet P.>lii'u<> Federa l y del C i t a d a , tfí 

Irvrtn lo r l inre m i f i n r k «vi n ' j i m e n t f ó f <. mi.vi y i i l rn iQ i f t ra t ivo , cao 

k ii-kific>.-ii>ne9 ijui- rn e t t i Cun t í i i iu-mc ae j ia i i taf l " (aftit-'uífl 111 -

l i ' ? . A n i f i i l u ILH.i. u r . l i i u ) ü v a r t i cu lo 10 j de U ( ' . í iOí i id i t ' ion de I4 j ( i . 
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sagró deíínitivamenie la tendencia que se vislumbraba 

en el régimen anterior, de atribuir la función adminis-

trativa del Municipio a la autoridad Ejecutiva, el Go-

bernador del Distrito, y de dejar en manos del Con-

cejo funciones meramente deliberantes y de control del 

ejercicio de la función administrativa. En efecto, aun 

cuando continúa dividiendo el "régimen gubernativo" 

del Distrito en "Civil y Político; y Administrativo y 

Económico",128 al Gobernador le corresponde ejercer, 

como órgano del Presidente, una serie de atribuciones 

"en lo Civil y Político" m y se le atribuye además, 

el carácter de "Primera Autoridad Ejecutiva, en lo 

Administrativo y Económico" con la asignación de 

una serie de deberes y facultades.130 Como se verá más 

adelante, los artículos 13 y 14 de la ley regulan en de-

talle la función administrativa del Distrito atribuida 

exclusivamente al Gobernador como autoridad Ejecuti-

va. El Concejo Municipal en cambio, si se analizan 

las atribuciones que consagra el artículo 41 de la ley, 

es la primera autoridad deliberante o legislativa local 

del Municipio.131 Con la Ley de 1936 se vuelve enton-

ces al sistema original del Decreto de 8 de marzo de 

1864, que distinguía claramente, en el régimen del 

l í a . A r t i cu l o ?. 

12?. A n í m l o 13. 

130. A r t i c u l o H 

) 3 l . Nr> ro i t i ps r t i n io i el cr i ter io J s E . W í i l í el cual " l o que «ti lo« 

FaJadna et rlr !<• c o m é r m e l a /le la Aaamb lea Legisla t i v t . . . , ea el 

D i m i t o Federa l ra de competenc i a Congreso Nac iona l " , pura pre-

c isamente , la a u t o mi m í a fondagrada Para la M u n i c i p a l i d a d ilrl Distrito 

Federa l , le p t y n ó l e a ¿ata i l ictarae IU p m p i o ordtn&raiciito en todo 

!f> que no caté reservado ex[>r*aamcnte a l Congrego Nacional. Vid. 

E . W u l f , Tratado de Derecha Constitucional Venezolano. Tumo I, 

<.¿í., 111. Vtd. Nu». 22 y s i £ . ; y 25 y aig. 
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Distrito, entre un Poder legislativo que ejercía una 

Legislatura, y un Poder Ejecutivo atribuido a un Go-

bernador. La compatibilidad de la autonomía del Mu-

nicipio con las funciones de las dos autoridades, Con-

cejo Municipal y Gobernador, la precisa la propia ley 

vigente en su artículo 23: "El Municipio que forma 

el Distrito Federal, ejerce su autonomía por medio de 

un Concejo Municipal y del Gobernador como autori-

dad Ejecutiva". 

La Constitución de 1947 consagra en líneas ge-
nerales, el mismo régimen para el Distrito Federal que 

determinaba la Constitución de 1936. Eliminó sin em-

bargo de su articulado, la mención esencial a todo 

Distrito Federal, de que el régimen de éste debía ser 

de tal naturaleza de modo que no se viera entrabada 

Ja acción del Poder Federal que en él tiene su sede, 

limitándose a señalar que en La ley especial que or-

ganizara el Distrito debía dejarse "a salvo la autono-

mía del Poder Municipal en lo que respecta a su ré-

gimen económico y administrativo'1,l3i 

Al contrario, la Constitución de 1953 sí consagra-

ba la posibilidad de que la ley estableciera "un régi-

men especiar' para el régimen municipal del Distrito, 

aun cuando en general establecía para el mismo, el 

régimen común de todas las Municipalidades de la Re-

pública.1" 

132. A r i i c J t » V 

133 An i t -uU 18. 
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La Constitución vigente» en esta materia, se limi-

ta a establecer que "el Distrito Federal y los Territo-

rios Federales serán organizados por leyes orgánicas, 

en las cuales se dejará a salvo la autonomía munici-

pal",134 aun cuando se precisa que "la ciudad de Ca-

racas es la capital de la República y el asiento per-

manente de los órganos supremos del Poder Nacional".135 

Actualmente continúa siendo competencia del Poder 

Nacional "la organización y régimen del Distrito Fe-

deral" y del Presidente de la República "nombrar y 

remover los gobernadores del Distrito Federal y de los 

Territorios Federales",136 

I I I . APRECIACION GENERAL 

16. Del análisis que se ha hecho anteriormente 

de los lincamientos generales que marca la evolución 

histórica del régimen del Distrito Federal, podemos 

sacar algunas apreciaciones generales que serán de 

gran utilidad para el análisis posterior. 

En primer lugar, se evidencia de toda esa evo-

lución que ha sido siempre criterio del Constituyente 

y del legislador, el compaginar el régimen autonómico 

del ente local con el régimen propio de un Distrito 

Federal como sede de los Poderes Nacionales y con 

las exigencias propias de una ciudad capital, sin llegar 

134. A r t i c u l o 12. 

135. A r t í c u l o 11. 

136. Ar t í cu los 136. a rd i ña l 6 y 190, o rd i na l 17. 
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a convertir el Distrito en una mera dependencia admi-

nistrativa del Poder Central, como ha sido deseado por 

la Corte al expresar lo siguiente: "De desear habría 

sido, realmente, que, siguiendo las modernas tenden-

cias de la evolución del régimen municipal, nuestra 

Constitución hubiese abierto siquiera un poco la puer-

ta a las exigencias de índole política y social que vie-

nen transformando las ciudades modernas, y que ha-

cen imposible considerar hoy a las Municipalidades 

como entes puramente administrativos".137 

Al contrario, el Constituyente respecto del Distrito 

Federal ba mantenido una posición intermedia, sin ani-

quilar el régimen local como sucede por ejemplo en el 

Distrito de Columbia de los Estados Unidos. En este 

sentido, dicho sistema se aproxima más al que existía 

en el Distrito de Río de Janeiro.138 De ahí que siem-

pre se haya previsto en el Distrito la existencia de una 

legislatura o Concejo Municipal de elección popular, 

coexistiendo con una autoridad ejecutiva como agente 

del Ejecutivo Nacional; y tal como lo precisa (a ley 

vigente, a través de ambos el Municipio ejerce su au-

tonomía, siendo la existencia del Gobernador del Dis-

trito Federal de la esencia misma de todo Detrito de 

m índole. 

En relación a este aspecto, F. Albi precisa muy 

acertadamente lo siguiente, al comentar el régimen de 

Vid. S e n l m r i » de tu a n t i j u » Corte F r d e i a l y de C a i a e i ó n ra Sa l» 

Po l í t i co-Adra in í i t r a t i sa de 2 d r febrero de 1937 en >demo " a J e 1938, 

T o m o I . p í f . 363. 

138. Vid. t i u n í l i l i » tle lo» reg in ieoe i d r lo« di ver««» Dis t r i to« f ede ra l * * 

q u t A U M I I I el Derecho C a m p a n d o en la Par le IV de e<(¿ T r aba j o , 

Sai. S I V J Í F . 
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Caracas y el antiguo de Río de Janeiro: "En uno y 

otro lugar, encontramos un organismo municipal con 

cuerpo electivo deliberante, con la única salvedad de 

que el órgano ejecutivo lo designa el Presidente de 

la República. En Río de Janeiro el citado organismo 

es el normal en todo el territorio de la República, 

mientras que en Caracas funciona un sistema presiden-

cialista, frente al francés del resto de la nación. Pero 

no es esto sólo; tanto en Caracas como en Río de 

Janeiro la Ley Orgánica declara expresamente el prin-

cipio de la autonomía municipal, que constituye el 

contrapunto del sistema norteamericano del Distrito 

Federar*.139 

Por otra parte, esas dos autoridades, Gobernador 

y Concejo Municipal, han dado origen, dado el siste-

ma federal, a la división entre un Poder Legislativo 

Municipal en manos del Concejo y un Poder Ejecutivo 

Municipal en manos del Gobernador. Así, la ley vigen-

te sigue la orientación del Decreto de 1864, y elimina 

la confusión de atribuciones que existió entre ambos 

organismos a finales del siglo pasado.140 

Siendo ésta la situación actual, corresponde aho-

ra analizar el Régimen actual de Gobierno del Distrito 

Federal con todas sus consecuencias, tratando de pre-

cisar el origen de los conflictos e interferencias de 

atribuciones entre el Concejo Municipal y el Gober-

nador del mismo. 

J39 . y id. F . A l h i , [Jertchn Miníci¡ial comparado del Mundo Hispánico, 

M a d r i d , 1955. [>á|¡s. 351 y .1.S2 

110 . Vid. 1 W . 18 y »ii¡. 
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tercera parte 

el régimen de gobierno del 
distrito federal 





1. INTRODUCCION 

17. Al analizar el régimen de Gobierno del Dis-

trito Federal y las peculiaridades de los órganos polí-

ticos y administrativos del mismo, es necesario partir 

del estudio relativo al alcance de la autonomía de 

dicho Municipio. En efecto, la consagración constitu-

cional de la autonomía de la Municipalidad del Dis-

trito Federal y por tanto, su alejamiento del régimen 

ortodoxo de un Distrito Federal, nos conduce a exa-

minar en primer lugar la posibilidad de coexistencia 

del régimen autonómico con el propio de un Distrito 

Federal donde tienen su sede los órganos del Poder 

Federal, o en otras palabras, el alcance y la especia-

lidad de esa autonomía en relación con el régimen 

autonómico de las demás Municipalidades que inte-

gran ta República. 

Ante todo es necesario señalar que es de la esen-

cia del Distrito Federal, aun cuando la Constitución 

actual, al contrario de las anteriores,141 no lo disponga 

H ) . y id. ( f l i i u l i i 6 dr 1« Co f t i i i i u . mft J e I M f i . 
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expresamente, que en el régimen del mismo debe que-

dar a salvo u l a acción del Poder Federal, de modo que 

ésta no sea entrabada". Este principio por tanto "tiene 

prevalencia sobre el de la autonomía porque es la ra-

zón misma de la creación del Distrito Federal; y si 

para su realización es indispensable una limitación de 

la autonomía, esa limitación es constitucional"."2 Por 

ello ha dicho la antigua Corte Federal y de Casación 

que "el Distrito Federal ha de ser contemplado con 

atribuciones y restricciones oriundas de la propia Cons-

titución Nacional y de su propia Ley Orgánica, las 

cuales demarcan las bases de su organización y los 

límites de su funcionamiento, observándose como regla 

aún más fundamental, si se quiere, la de que "deberá 

quedar a salvo en la ley especial la acción política 

del Poder Federal de modo que ésta no sea entraba-

da".113 Así, no deja de ser acertada la afirmación de 

la misma Corte de que realmente "el sistema federal 

mermó la autonomía aún más que lo había hecho el 

sistema centralista".141 

En esta forma, la autonomía de la Municipalidad 

del Distrito Federal, es una autonomía limitada y por 

tanto relativa, en relación con la autonomía del resto 

112. Vid. E . Wo l í , Tratado de Da echo Cuuslituciornit Vtneiolann, Tumo I. 

n i . , p j g . 122. 

113 Vid. Sentencia de U Sal» Po l i Admin t t l f a i i va de U O r n e da 

de j un io de 1938 en Memoria 1939, I, ]iág, 232; Cfr. Senten-

cia de U ant igua Corte Federal y de C o a c í ¿ r d r I I de abril de 1412 n i 

»fxntüfín I 9 U . Totnn I, pág. 

111. l i d . Sentencia de U antigua Cort.' Fed i ra l y de Casación en Sala 

Pol i lien - Adm in i s i r a t ha lie 10 Je a»i.-.tn ,le ] , n \f, noria 1439. 

Tomo I. pág . 269. 
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de las municipalidades de la República, en cuanto que 

se ejerce no sólo por una entidad designada por elec-

ción popular, sino también por un órgano designado 

por el Presidente de la República. En este sentido ha 

sido clara la interpretación jurisprudencial que le ha 

dado la Corte Suprema de Justicia a dicho régimen. 

En efecto la antigua Corte Federal y de Casación 

en Sala Político-Administrativa, ha señalado clara-

mente que "el Municipio que forma el Distrito Fede-

ral ejerce su autonomía por medio del Concejo Muni-

cipal y del Gobernador como autoridad ejecutiva".115 

En esta forma ha agregado la misma Corte que en 

el Distrito Federal, " la verdadera autonomía munici-

pal, la cual corresponde por entero al Municipio, o 

sea, a la Municipalidad Distrital", debe "ser ejercida, 

en buena ley expresa, tanto por el Gobernador como 

por el Concejo, por más que aquél no sea sino un ór-

gano unipersonal, como que es un mero funcionario, 

y éste último un organismo multipersonal, como que 

es una corporación política. La ley es la que determi-

na los atributos de tal autonomía, estableciendo la di-

visión de funciones entre uno y otro órgano del Poder 

Municipal. Y no cabe pensar, como se pretende, que, 

porque el Gobierno de Venezuela sea por la Constitu-

ción, representativo y democrático, haya necesidad de 

descalabrar el servicio público del Ejecutivo para in-

crementar el del cuerpo deliberante, surgido por elec-

ción popular, en tal forma que aquél no venga a ser 

U S . f ' i r f . S . - n u m i» <).- 2A Hi. ¡*-mli r í - rl<r 19A7 t i l S t t m a i l a 19.1«. T o m e 1 
[ , » c . 2 9 1 . 
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más que un intrumento pedáneo de este último. La 

ley constituye la norma inmediata, porque ella ema-

na de la Constitución, y ésta, por tanto, respalda la 

determinación que aquélla hace de las funciones corres-

pondientes al Gobernador y de las correspondientes 

al Concejo. Para realizar en aVmónica colaboración la 

autonomía municipal frente al Poder Federal no hay, 

pues más pauta que la Constitución y esa Ley Or-

gánica".146 

De lo anterior se deduce entonces, "que es ina-

ceptable hablar de autonomía del Concejo Municipal, 

y menos aún en relación con el Gobernador u otra 

autoridad Ejecutiva, distrital o parroquial, puesto que 

entre ambas autoridades, la legislativa y la ejecutiva, 

las cuales integran la Municipalidad, ha de distribuirse 

la autonomía municipal, y ello sólo frente al Poder 

Federal y al de los Estados".1,7 En otras palabras ha 

establecido la jurisprudencia que "no puede pensarse, 

ni constitucional ni legalmente, en sostener la tesis de 

una autonomía del Concejo Municipal frente al Gober-

nador del Distrito Federal, puesto que la autonomía 

municipal no puede pretenderse sino contra supuestas 

invasiones de los Poderes Nacionales o intermediarios, 

provinciales o estatales al Poder Municipal. Municipa-

lidad y Concejo Municipal son términos cuya relación 

política es como la del todo a la parte, igual que la 

146. Vid. Sea l r t i c í a de 14 de agosto de 1910 en Memoria 1911, T o m o 1, 

P«g . 231-

147. Vid. Sen tenc i a de la an t i gua Corte Federa l f de Canac i ón en Sala 

Po l í t i co-Admin i s t r a t i va de 13 de j u n i o tle 1938 en Memoria 1939. To-

mo 1. p a g . 231. 
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existente entre Municipalidad y Gobernador".148 En 

ello, por otra parte está conforme parte de la 

doctrina nacional,149 y compartimos el criterio de que 

pretender la autonomía del Concej o Municipal frente 

al Gobernador del Distrito Federal, equivale a "revi-

vir en estos tiempos aquellos pueriles conflictos colo-

niales surgidos en el seno mismo del Ayuntamiento, 

entre Ediles y Gobernador, por triviales detalles, en 

alguna función publica".150 

I I . LA D IV IS ION DE FUNCIONES 

EN EL DISTRITO FEDERAL 

1. INTRODUCCION 

18. La Ley Orgánica del Distrito Federal, vi-

gente, de 1937, divide el "Régimen Gubernativo del 

Distrito Federal en Civil y Político; y Administrativo 

y Económico".151 En relación al Régimen Civil y Po-

148. Vid. Sentenc ia de la an t igua Cnrte Federa l y de Caaae i «n en Sala 

Po l í t i en-Admin i s t ra t i va J r 10 de agoatn de 1938. en Mr moría 1939, 
Tr.mo I , p i g . 268 y 269. 

I 19. Vid. E¡ Municipio, Ponenc i a presentada, en U t i C o n v e n c i ó n de Mu-

n i c i p a l i d ad « * por el M in i a te r i o de J u i t i e i a con la co l abo rac i ón del 

M in i s te r io de Relariorx-a Inter iores y de la C o m i a i ó n de Adralnia-

t rac íon P úb l i c a , P u b l i c a c i ó n de l M i t m t e r i o de Jus t i c i a . Caraca«, 1960, 

fiágm. I I y 12. E n contra Lu l a To í r e a l b a N u r v í e j , "Alguno* msle-

rialfs para la decencia Uniuenitaria del Derecho Municipal Veneiolnno" 

(Mu l tSg ra l i a do ) , Caracas . 1964, Cap í t u l o V I , "Ano tac . i une* E lementa-

lea " , p á g . 2 y aig. 

150. Y¡d. Sentenc ia de la ant igua Corte f e de r a l y de C a i a c i ó n en Sala 

Po l i t i co-Admin i a t r a i i v a de 13 de j u n i o de 1938 r a Memoria 1939, 

T o m o I , pajr. 231. 

151. A r t í c u l o 7. 
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Utico, la primera Autoridad Civil y Política del Dis-

trito Federal es el Presidente de la República, quien 

la ejercerá por medio de un Gobernador de su libre 

elección y remoción. El Gobernador del Distrito Fe-

deral, es en primer lugar entonces el órgano inmedia-

to del Presidente de la República en todo lo refe-

rente al Régimen Civil y Político.152 Por otra parte, 

en relación al Régimen Administrativo y Económico 

es necesario señalar que la Ley Orgánica ante todo re-

calca que "el Municipio integrante del Distrito Fede-

ral" es una "Entidad autónoma, en su Régimen Admi-

nistrativo y Económico", y que esa entidad "ejerce su 

autonomía por medio de un Concejo Municipal y del 

Gobernador como Autoridad Ejecutiva",153 siendo pre-

supuesto que el Gobernador es "la Primera Autori-

dad Ejecutiva en todo lo Administrativo y Econó-

mico".154 

Esquemáticamente entonces, el Régimen Guberna-

tivo del Distrito Federal actual es como sigue: 

1»2. A r t í c u l o » 8, 1J >• 13 <!r la l .rv O r g á n i c a . 

153. Ar t í cu los 27 y 2B de la Ley . 

154. A r t í c u l o , 8, 11 y 14 itc l i Ley. 
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De la división del Régimen Gubernativo del Dis-

trito Federal en Civil y Político, y Administrativo y 

Económico se deduce claramente el régimen mixto e 

híbrido de nuestro Distrito Federal: El Régimen Civil 

y Político como veremos, es consecuencia de la esen-

cia misma del Distrito que cdmo sede de los Poderes 

Federales debe estar bajo la gestión "civil y política" 

directa del Presidente de la República. Por su parte, 

el Régimen Administrativo y Económico es reflejo de 

la atenuada autonomía municipal del Distrito, que per-

mite la elección del Concejo Municipal por vía del 

sufragio, el cual con sus funciones deliberantes y nor-

mativas comparte el Gobierno del Distrito con el Go-

bernador, como autoridad Ejecutiva. 

El Gobernador del Distrito Federal refunde en sí 

mismo entonces, funciones federales y funciones mu-

nicipales que evidentemente dada la existencia de las 

primeras, atenúan la autonomía municipal del Distrito 

en comparación con la autonomía del resto de las mu-

nicipalidades del país. 

19. Sobre esto la antigua Corte Federal y de 

Casación, en Sala Político-Administrativa, ha estable-

cido una clara doctrina interpretativa al decidir sin 

lugar un recurso de ineonstitucionalidad de los artícu-

los 11, 14 y 16 de la Ley Orgánica del Distrito Fede-

ral. con los razonamieníos siguientes: 

"He aquí comu el artículo 11 de la Ley Orgánica 

del Distrito Federal establece, en perfecta armonía con 

tales normaN eemliturionale-, que "el Gobernador del 

Distrito Federal será el órgano inmediato del Presi-
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denle de los Estados Unidos de Venezuela en todo lo 

referente al régimen político y civil; y además, será 

la primera autoridad ejecutiva en todo lo adminis-

trativo y económico", así como el Presidente de la 

República, es según el ordinal sexto del artículo 100 

de la Constitución y el artículo 8 de la ley precitada, 

la superior autoridad civil y política en materia Fe-

deral". 

" Y no es inconstitucional esta organización, en 

la cual sólo aparentemente se ven confundidas 

las funciones Federales y las Municipales y como su-

peditadas éstas a aquéllas, corno lo juzga el postulante 

sin fundamento; pero bien examinado el punto, se 

ve que la acumulación de funciones políticas de orí-

gen Federal con funciones administrativas y económi-

cas de origen Municipal, o sean, funciones puestas 

por la Ley a cargo de una sola persona (el Goberna-

dor del Distrito Federal), no puede establecer la in-

compatibilidad acusada por el solicitante, que deseába-

le la autonomía Municipal reconocida por la Constitu-

ción. Efectivamente, tal acumulación de funciones en 

una misma persona, no importa el caso, porque en 

la Ley están precisadas, sin posible confusión, tanto 

las funciones correspondientes al orden civil y políti-

co como las atinentes al orden administrativo y econó-

mico: aquéllas, en el Arl. 13 y éstas últimas en el ar-

ííni lo 1 r . 

"Cómo, pues, poder imaginar una intervención 

del Gobernador, como Autoridad Federal, en el régi-

men administrativo y económico de la Municipalidad? 

6L 



Si llegase a realizarse alguna, resultaría manifiesta, 

tanto si lo fuera por una persona distinta, en la hipó-

tesis de sendas autoridades de Gobierno". 

"Respecto a que la elección y remoción del fun-

cionario común dependan sólo del Ejecutivo Federal 

tampoco tiene trascendencia inconstitucional, porque la 

propia Ley determina los casos de responsabilidad 

del Gobernador ante el Concejo Municipal, como fun-

cionario Municipal, quien se rige, además, por las Or-

denanzas, Resoluciones y demás disposiciones que dic-

ta el propio Concejo Municipal". 

"Por otra parte, como es la Constitución misma 

la que dispone que el Gobernador sea nombrado por 

el Presidente de la República, no podrá pensarse en 

una derogación de tal disposición sino mediante la 

correspondiente reforma constitucional, y esta circuns-

tancia confirma evidentemente la constitucionalidad de 

la Ley impugnada*'. 

"La Corte establece, por tanto, que el Poder Fe-

deral al sancionar la Ley Orgánica del Distrito Fe-

deral, se ha mantenido en el radio de sus atribucio-

nes y facultades constitucionales y legales, o sea, den-

tro de los limites que le señalan el Poder Legislativo 

Nacional al respecto y la Constitución Nacional; y 

establece, igualmente, la Corte, que las atribuciones, 

facultades y deberes que dicha Ley señala al Concejo 

Municipal, y los que señala al Gobernador del Dis-

trito Federal se ajustan, según los preceptos citados, 

tt ios expresados /imites constitucionales. De manera 

que no tienen ninguna aplicación al caso concreto los 
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artículos 41 y 42 de la Constitución Nacional; y los 

artículos 11, 14 y 16 de la Ley Orgánica del Distrito 

Federal, no colinden con ninguna de las disposiciones 

constitucionales citadas; y así se declara".1" 

20. Queda claro en todo caso que el hecho de 

que el Gobernador del Distrito Federal como titular 

de funciones federales y municipales, sea designado 

por el Poder Federal exclusivamente, ha producido 

que las opiniones en torno a ello, a pesar del manda-

to constitucional consagrado en el artículo 190, or-

dinal 17, no sean pacíficas.156 En contraste con 

la tesis de la Corte antes señalada puede citarse 

la opinión de J. González Cabrera cuando seña-

la que "aquí comienza a desviarse el Legislador 

de la intención constitucional porque si bien las 

necesidades prácticas pueden aconsejar que sea uno 

solo el órgano político inmediato del Poder Federal 

y el Agente Ejecutivo de la municipalidad, ninguna 

razón explica que ese funcionario único sea designa-

do libre y exclusivamente por uno de los dos poderes 

autónomos, puesto que ambos ostentan un título común 

)',.". Vid. S em . ' n . n i de 1,1 de j u n i o de IÍ.1B en Memoria de 1919, T amo I . 

p í g . 233 y 231. ( Sub r ayados n u e H r o i ) . 

]j<¡. E n torno a el lo, E d u a r d o Tama yo C a i c u e exproa» : " H a b l a n d o con 

p r r c i a i ' j u , nuestras Const i tuc iones , lejos de consagrar en sus texto» la 

Hutunuti] i* de l mun i c i p i o , lo <jue h a n hecfiu de f i n i r el carác ter 

autárquiL-o del Pude r Mun i c i p a l , E » c ier to q u e la Cons t i t u c i ó n ac-

tua lmente r igente trae un» mezcla de lo» dos concepto» , a u t o n o m í a 

y a u t a r qu í a . A u t o n o m í a , por cuan to te reconoce a l Pode r M u n i c i p a l 

la capac idad de Legis lar y regirte por «u derecho p rop i o , po r su 

cuerpo de O rdenan z a * ; pero nada m í * . La competenc i a m u n i c i p a l que 

la Conat i tuc iÓD cooHgra e» amp l i a eii todo l o que »e ref iere a lo 

admin i s t ra t i vo y e c o n ó m i c o , ea dec i r , en mater i a de a u t a r qu í a ¡ m i é ti. 

t iaa q u e en el aspecto po l í t i co , que involucra la atiton-omia plena. 

r\tá mediutitado por la oca ó A t/ecuíi tu , cuyo ó rgano ea el Presí-

d e m e de U l íepub l i tm y c u j o representante I nmed ia to — e n el cato 

cúnete lo de l D is t r i to Federa l , y »ai queda es tab lec ido en el A r t i c a , 

lo I] de] La j . í l u l u 11 de BU Ley O r g á n i c a — ea el Cobe rnado r de l 
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de ejercicio de soberanía. Lógico hubiese sido, en cam-

bio, como sucedió en otras ocasiones que el órgano 

común fuese designado por el propietario del titulo 

común; el pueblo. Si invirtiendo Jos términos, la ley 

hubiese dispuesto que el Concejo Municipal elegiría 

y removería libremente un Gobernador que, además de 

Primera Autoridad en lo Administrativo y Económico, 

seria órgano inmediato del Presidente de la República 

en lo Civil y Político, se habría alegado la inconstitu-

cionalidad de aquélla, so pretexto de que tal sistema 

''entraba la acción política del Poder Federal"157 y 

esto último, en nuestro criterio, es evidente. Debemos 

aclarar en todo caso, que el razonamiento de J. Gon-

zález Cabrera, parte de la consideración de que los 

poderes que en el Distrito Federal actúan, el Poder 

Federal y el Poder Municipal, son igualmente autóno-

mos y soberanos, lo que no es del todo cierto. El 

Distrito Federal, por ser precisamente Federal, debe 

gozar de un régimen especial, distinto al de las de-

más municipalidades. Su autonomía municipal, que 

no es de su esencia, debe estar condicionada por la 

necesidad de que la capital se vincule al gobierno Fe-

D u t r i t o F e doral . para todo lr> conrer i ik 'n l c al K í ' j i m t o C iv i l y P o l í t i c a . 

Si la Constitución reconociera autonomía plena, rrt tu más amplia 

acepción, la m á * i m & au to r i dad c iv i l y po l í t i c a de l D is t r i to Federa l 

no arr ia un func ionar ! » J e des ignac ión e jecu t iva como lo et, el Cabe r , 

nador , »tito el PT ró ldente del Cnn . 'e jo M u n i c i p a l o un c i u d adano 

vacogidu, en e lecc ión ti ae^undu grado , p u l el p rop i o Conce jo , drn-

Iru o fuera de f u aent>. De e i ta manera , loa c i udadano^ que integran 

la c o m u n i d a d m u n i c i p a l de l D is t r i to Federa l , ser ían loa que e l í ^ i • 

r í a » , (11 forma i n J i r e r l a , a la i i i i x i m a au to r i dad local — A l c a l d e n 

UoitcrnDdor , a traiéfc ilel Co rne j o , ó rgano did F o J c r Mun i c i p a l , 

ta inb ién emanado de >u vo lun tad aulra£ iin tí-". Vid. en F . Tama j í i 

C a i i Ue, S i 'L ioJu j i i i J L í M un i l ¡yin, Caraca . , IVÍid. j i j é . l t T . 

1ST. Vid. J<.Hi'm Gnnzú l e r C . . Carne at y su / i i ^ i m r n Municipal, CARACAL, 

1 0 H , j i á f . 4 2 . I í u l i t a v n d n « ti tifst rn» ) . 



dera!. Es en definitiva una consecuencia del régimen 

de capitalidad que exige un régimen administrativo 

propio, el cual unas veces es el resultado de un lento 

proceso histórico, como en los casos de Londres y 

París; y otras, es consecuencia como en Venezuela, 

del Sistema Federal, "conforme al cual, la capital se 

vincula directamente al gobierno federal para evitar 

la influencia de los Estados que forman la Unión, go-

zando de un régimen distinto al que rige en el resto 

de los municipios, como sucede en Washington, Méjico 

y Buenos Aires".138 

21. Veamos en todo caso, separadamente cuáles 

son las funciones del Gobernador del Distrito Federal 

como órgano ejecutivo, en materia federal y en ma-

teria municipal, y en qué forma comparte esta última, 

con el Concejo Municipal, como órgano estrictamente 

deliberante, no sin antes insistir en esa división de 

funciones ejecutivas y legislativas de índole local que 

se operan en el Distrito Federal. En efecto, tal como 

se desarrollará más adelante y como lo ha precisado 

la jurisprudencia, la autonomía municipal en el Dis-

trito Federal se distribuye entre dos autoridades " la 

l ^H . K i d . J o añ L<-nl l ' u e r t f » , A l g u n o s e j e m p l o » d e l r . ' e i m r n e spec i a l d e 

c a p i t a l i d a d e n el D i / r e cho C u m p a t a d o , en Rrúitta de L'i tudíot de Ui 

J ' i ^ d L j ¿ af t S 9 96 , M a d r i d , 19(i7, p a g . flt»ú; p o r o t r a p a r l e A d r i a n o 

O . C a r m o n . i K n i m v , en tuerto a es to ex( i res í cjue t ina d e ' ' ! « • cue» • 

t i ones f u m i g u e n talen, en n ue s t r a época , d e l O i h t r i l o F e d e r a l de Ve-

• tez t ic la , te c on t r a e ft la d e s i g n a c i ó n a u t o c r í t i c a de u n G o b e r n a d o r 

p. .r el P r e s i d e n t e d e la R i púb l i .-a q u e c j e r e c l a» l . i n c i o neg e jecu t i- i i n 

-iii l i m i t e n " , p r o p u n í r o d o ' ' r e s t r i n g i r l as f u n c i o n e s e j r i i i t ivaa d e l C o -

l>i-rnad»r d e l D i s t r i t o I V d e r a l a las e s e n c i a l m e n t e p o l i t i c a a d e i n t e r é s 

n t i c i r na l " . i ' i r i . en E s t r u c t u r a P u l i t i c a y Vu i i c i o i i . l l d e l D i s t r i t o Fe-

dera l de la c a p i t a l de la flepúbliia. keiruta de la Facultad de Dere-

. / , ! , , I J u h . - i M d a d .1.-1 Z u l l a , N-í 11, 1961, p i g . 20 , 
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Legislativa y la Ejecutiva",'59 6 3 decir, "entre «1 Con-

cejo Municipal, como Cuerpo deliberante, y el Gober-

nador del Distrito, como autoridad ejecutiva, señalán-

dole a cada uno sus respectivas atribuciones".160 En 

esto además está conforme la más autorizada doctrina 

nacional,161 habiendo sido recalcado claramente por 

la Procuraduría General de la República en la forma 

siguiente: "¿Vio lan las transcritas disposiciones de la 

Ley Orgánica del Distrito Federal (artículos 11 y 14) 

al artículo 29 de la Constitución? Reza dicho texto 

constitucional: "La autonomía del Municipio compren-

de: 1?) La elección de sus autoridades; 2(?) La libre 

gestión en las materias de su competencia; y 3°) La 

creación, recaudación e inversión de sus ingresos". 

"Pues bien, las respuestas las proporciona la pro-

pia Ley Orgánica del Distrito Federal, la cual aclara 

(artículo 28) : que "El Municipio que forma el Distrito 

Federal, ejerce su autonomía por medio de un Conce-

jo Municipal y del Gobernador como Autoridad Eje-

cutiva"; deja, en su consecuencia, bajo la competencia 

del Concejo Municipal (artículo 41) , fundamentalmen-

te, la potestad de legislar en materia municipal, en tan-

to que el Gobernador le corresponde, sustancial mente, 

159. f i J . S " i l e n c ¡ » de 1« an t i gua Cor le Federa l y de Caaac i úa en Sala Po l i-

tico- Admi t í i»tTal Na del 13 de j unk i de 1936 ta Mr mona de 1939, Tomo I , 

p í g . 231. 

166. Viri. Sen tenc i a de la an t igua Cor le Federa l y de Casac ión en Sa l a 

Po l i t j co-Admi r i a i r a t i va de 11 de febrero de 1912 en Memoria 1943, 

Tomo 1, p » e . 112. {Sub r ayado t i u e a u o l . C í r . Sentenc ia de la min-

ina Corte de 28 de d i c iembre de 1937 <-n Meno/i a 1938. Tomo I , 

p á g . 394. 

)t>l. lili. A&luni i í Mn ) r ¿ Caubr-t '"Lrn. I i n i l t - N « t i A u t o n o m í a M u n i c i p a l " , 

loe. CIF , J J « E » . 2 5 Y 2 6 . 
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ejercer la función administrativa, la cual se entiende 

siempre mediatizada por la Ley, ya sea esta nacional, 

estadal si la hubiere, o municipal". 

l 'De donde se desprende —como ya lo ha dejado 

sentado esta Procuraduría en oficio N " 549 de fecha 

25 de enero del corriente año, dirigido a la Sala Po-

lítico-Administrativa de esa Honorable Corte— que "el 

Poder Público en el Distrito Federal, no obstante la 

especialidad de su ordenamiento, está repartido, con-

forme al clásico principio de la división de funciones 

en tres actividades principales, atribuidas a otras tantas 

autoridades diferentes: l1?) Al Gobernador corresponde 

ejercer la actividad administrativa; 2^) Al Concejo 

Municipal, como cuerpo deliberante, la función legis-

lativa, dentro de lo estrictamente municipal; 3^) A los 

Tribunales del Distrito Federal, hoy incorporados al 

Poder Judicial Nacional, Ies corresponde ejercer la fun-

ción jurisdiccional". 

"La referida división de funciones no es, desde 

luego, absoluta; pero sirve de eficaz orientación cuan-

do se trata de determinar cuál es el órgano que debe 

ejercer determinada facultad, para lo cual bastará dilu-

cidar si ella pertenece a la función legislativa, admi-

nistrativa o judicial". 

"Función administrativa es "la actividad estatal 

que tiene por objeto la realúación de los cometidos 

estatales en cuanto requieren ejecución práctica, me-

diante actos jurídicos —que pueden ser reglamentarios, 

subjetivos o actos-condición— y operaciones materia-
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les''. Por su parte, la función legislativa, siguiendo un 

criterio material, es la que tiene por objeto la creación 

de normas jurídicas generales". 

''Legislar, fundamentalmente, así como realizar 

oLras actividades en relación con las materias que for-

man parte de la autonomía municipal, corresponde al 

Concejo Municipal, según se expresa en la Ley Orgá-

nica del Distrito Federal; administrar acerca de la mis-

ma materia, toca, de acuerdo con el mismo texto legal, 

al Gobernador del Distrito Federal. No implica ello 

extralimitación de funciones, sino ejercicio legítimo de 

las que corresponden a cada una de las autoridades 

que concurren en el Distrito Federal, de acuerdo con 

el clásico principio de la separación de poderes. Que, 

por oirá parte, la elección del Gobernador del Distrito 

Federal pea realizada por el Presidente de la Repúbli-

ca, es norma de rango constitucional, contenida en 

el artículo 22 de la Carta Magna".162 

En todo caso, aun cuando puedan distinguirse 

claramente funciones legislativas y funciones ejecutivas 

en el Distrito Federal, atribuidas a órganos distintos 

"a fin de evitar interferencias que impidan su libre 

desenvolvimiento en las correspondientes esferas de ac-

tuación", ello "no significa, claro está, que dejen de 

prestarse auxilio y mutua ayuda para el logro del fin 

común que en definitiva persiguen, y que no es otro 

] h i . l i l i , en o fie i'.« N i 1.JT1 de 18 de ma r™ de 196.1 I Seuo ión de Ase-

soría di'l Kk i ad i . í . M a 16, j u i l i l i r ado eri Doctrina tlr la Pro-

curaduría (¿cneirit ili h Hcpúblicii /(¡ó.l, Ca ín fas , 1964, ¡j ¿k»- * 

tfí. (SubraN ai^oft . C i i . asiini --.uo, o f íc i « de- \a íni^iua P i, - -

<'iira.iii ría t S fee í i i u >1.- An-scria <¡.1 Ks i a J u ) .V.' 1 de 21 ¡U 
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que lograr el bienestar y la prosperidad de la enti-

dad federativa".163 Este principio de autonomía e in-

terdependencia de esos dos órganos municipales del 

Distrito Federal es, por otra parte, el reflejo de la 

separación que, a su vez, guardan entre sí las ramas 

del Poder Público Nacional, las cuales, según el ar-

tículo 118 de la Constitución de la República, timen 

sus }unciones propias no obstante que los órganos a 

ios que incumbe su ejercicio, colaborarán entre sí en 

la realización de los fines del Estado. 

2. LA FUNCION EJECUTIVA EN EL DISTRITO 

FEDERAL 

A . INTRODUCCION 

22. Hablando del gobierno federal, Cecilio Acos-

ta apuntaba claramente la distinción de una actividad 

administrativa y una actividad política dentro de la 

función ejecutiva así: "el Gobierno Federal es una se-

rie de circuios concéntricos de los cuales el más exte-

rior abarca, ó una colección de gobiernos de los cua-

les hay uno superior. Este sistema es un todo en que 

las partes son independientes para la administración y 

dependientes para lo político; siendo la administración 

163. f ' ú í . S r J i i r iK in ile la Corte Su fpr. m» .le J u- t i i i a eii S»l/> P . i l i l i ro-

Adin¡i>i»lrali\a ilr 11 J e m u ñ o ile 1902. m C i ce f n T ,nm~ •• V -'Ti. 

enero -maivu, l ^ b j , p ág . 1ÍU 
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el manejo económico de lo que tiene reglas, y la po-

lítica la dirección hasta cierto punto facultativa del 

orden general",104 

En efecto, y trasplantando dichos conceptos a nues-

tro régimen administrativo actqal, ya en otro lugar he-

mos señalado que la función ejecutiva realizada por 

el Poder Ejecutivo, por la amplitud de actuación del 

Estado Moderno, actualmente se divide en dos funcio-

nes fundamentales: la función administrativa y la 

función de gobierno; distinción que surge además de 

la propia Constitución cuando al referirse a las fun-

ciones de la autoridad ejecutiva habla siempre de "ad-

ministración y gobierno".163 En el ámbito del Distrito 

Federal dicha distinción es aún más clara166 cuanto 

que la autoridad ejecutiva del mismo, es decir el Go-

bernador, ejerce los dos tipos de funciones, claramente 

diferenciadas: la función de gobierno, como órgano 

directo de la Primera autoridad civil y política que 

es el Presidente de la República (Régimen Civil y Po-

lítico) ; y la función administrativa, como Primera 

autoridad ejecutiva en lo administrativo y económico 

(Régimen Administrativo y Económico). Veamos so-

meramente las implicaciones legales de esas dos fun-

ciones del Gobernador del Distrito Federal, 

16-1. 1 i J. Cecilio Acogía, DoL'írtnü AYdtrcl y Ltytt St'Ckndiiit¿*. 8ú. 

l í o . y id. A r t í c u l o » 2 ) , 3t) y ¡ W Je U O i m o m c i . i n . í / J n u c í ira l ihrn 

i-at Instituítonr-t l unrfnm t rt la/ei d W btrr^ha Adminniraino y la Ju 
rt<.i*tudej¡£Mt J'ene*o/ftm>, C&raraa, 1, (jmg (- 107 y LOS. 

H * . lid. ^ r i í ie i ic i» ilc la »i>i<gui C m c Federa l )• J<.- Casac íú i i «a Sala 

l ' r . l i t icu. Ai!n>¡n¡»uai;>» ,1. 2 Je «ti- If i i i l i fe J e 17 cu %íent,í/i,i 1<1:WI, 

T „ n w ]. p i u . "il> l-
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B. LA FUNCION DE GOBIERNO 

23. En primer lugar es necesario señalar que 

desde el punto de vista político, el Gobernador no 

sólo juega un papel preponderante en el Distrito Fe-

deral sino también en el engranaje político del país, 

teniendo facultad para asistir al Consejo de Ministros 

con derecho a voz y voto en lo relativo al Gobierno 

del Distrito Federal.107 

Por otra parte, como órgano inmediato del Pre-

sidente de la República, en lo Civil y Político, sus fun-

ciones pueden agruparse, en las siguientes categorías: 

a. Funciones en relación al Poder Nacional: 

a1. Refrendar todos los Decretos y Resolu-

ciones del Presidente de la República: 

b\ Cumplir y velar porque se cumplan en el 

Distrito Federal la Constitución Nacional, las Leyes 

Nacionales y las del Distrito Federal; 

c\ Cumplir y cuidar de que se cumplan y 

ejecuten los Decretos, Ordenes y Resoluciones del Presi-

dente de la República. 

d\ Hacer reproducir en la prensa las leyes 

que espe-ialmenlc refieran al Distrito Federal, tan 

luego runo ha\an sido promulgadas: 

167. A m e n l o ).!, ur . l ina l >I d>- la J.ev Or i í áu iL« de l L)isir¡i,i Federa l y 

a r i i cu l n 7 ri>'l uto O r g á n i c o de Min iatef i f js . 
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e". Velar por el cumplimiento de la Ley Elec-

toral y de Partidos Poliiicos, Manifestaciones y Reu-

niones Públicas y prestar a este fin el apoyo que fue-

re necesario a los Cuerpos o Autoridades del caso; y 

ejercer y cumplir las atribuciones y deberes que le 

imponga dicha lev: * 

f\ Velar especialmente por el exacto y eficaz 

cumplimiento de las Leyes y Reglamentos de Sanidad, 

debiendo remitir al respectivo Ministerio, los datos, 

informe? o denuncias que lleguen al Despacho acerca 

de la existenria de epidemias, enfermedades contagio-

sas, focos de infección o algún otro hecho que pueda 

afectar I3 salubridad pública. 

g\ Desempeñar en el Distrito Federal en 

i-uanto le sean aplicables, las funciones que a los 

Gobernadores de Estado atribuyan las leyes en materia 

de Tierras Baldías y Ejidos y cualesquiera otras; 

h\ Solicitar a las autoridades militares la en-

trega de los Oficiales v soldados contra los que se 

baya dictado auto de detención.168 

h. Fundones catrín primera autoridad de poli-

ría en el Distrito Federal: 

a . Velar por el mantenimiento del orden, ía 

jiv-ial y la decencia pública, la seguridad social, y pol-

la prolección de las personas y de las propiedades, 

con facultad en el cumplimiento de estns deberes para 

1 fifí. l ' iVf Orrlhuil.-a J'V, 2'\ 3v. I'.'. « " , ir,. Ifi V de l « n i m i o 13 i]e la 

O r p ^ n i r a rtrl D i s t r i t o V.-ileral > la l.r-y <Ií P a r l ó l o » l ' o l i t i t o « . 
M a n i i r » 1 j i i n i i " , y H e n n i u u » - * P ú b l i r « « . 
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reprimir toda tentatña o violación de las finalidades 

citadas, con arresto policial hasta por quince días o 

mulias no mayores de trescientos bolívares, sin que 

esto obste para el sometimiento a juk'io de los indicia-

das, según el caso. Iguales sanciones podrá imponer 

a 1c5 que desobedezcan las disposiciones dictadas en 

ejercicio de sus atribuciones, como las de otras auto-

ridades competentes, o a quienes les falten el debido 

respeto; 

b\ Pedir el auxilio de la Fuerza Pública Fe-

deral cuando lo estime necesario o conducente para el 

mantenimiento del orden público y la protección de 

las personas y de las propiedades; 

c\ Prestar el debido apoyo a los funcionarios 

públicos que lo requieran para la ejecución de las pro-

videncias que dictaren en uso de sus facultades legales; 

d\ Pasar al Ministerio de Relaciones Interio-

re? ruando sea el caso, los datos e informaciones necesa-

rias para que este Despacho pueda recabar de la Au-

toridad Eclesiástica la remoción de los Párrocos cuya 

conducta sea perjudicial, a la moral, el orden público 

o al bien de sus feligreses; 

e\ Dar o negar permisos para espectáculos 

públicos v ordenar ta clausura de éstos cuando haya 

motivo suficiente para ello; 

f . Velar por el orden en los espectáculos pú-

blico« y prr el cumplimiento de los Reglamentos que 

los rigen.169 

l oM. I ! ' i . Ur.üMülr-» ti ", 7 f , 11, I I I y l ¿ ik-1 A r i í c i i l v 1J de la Ley 

Ü íK i i i i i . .1 .1-1 H ÍMÍJ I . ) I V i l r r a l . 
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. Funciones en relación a la Administración 

Municipal: 

a\ Nombrar y remover libremente los em-

picados de su dependencia, salvo en cuanto a los Pre-

fectos; 

i 

b\ Presentar al Presidente de la República 

listas de candidatos para cada uno de los Cargos de 

Prefecto en los Departamentos Libertador y Vargas y 

nombrar los que aquél designe; 

c'. Cuidar de que todos los funcionarios del 

Distrito Federal cumplan a cabalidad con sus debe-

res y pedir ante quien corresponda el enjuiciamiento 

de quienes los infringieren, cuando haya lugar a ello; 

d". Conceder licencias a los empleados de su 

dependencia hasta por treinta días; 

e'. Ejercer el control e inspección de todos 

los hospitales, institutos benéficos y casas de benefi-

cencia del Distrito Federal; 

f\ Visitar las distintas Secciones del Distrito 

por sí o por intermedio de Comisionados, a fin de 

imponerse de sus necesidades, como del cumplimiento 

de las leyes y del proceder y conducta de los emplea-

dos., oyendo las quejas que se dirijan contra éstos para 

resolverlas si estuvieren dentro de sus facultades o para 

transmitirlas a quienes competa su decisión, caso de 

que no estuvieren dentro de sus atribuciones.170 

170. Vid. O r t l i n a lm 6<f, 10, 12. 17, 19 y ¿0 (le) a r t í eu l ó 13 .1.: la Lev 

O f ? á nica i k l D i s i i i l u F f i l c m l . 
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d, Funciones en relación al Concejo Municipal: 

Someter a la decisión de la Corte Suprema de 

Justicia las Ordenanzas, Acuerdos y Resoluciones del 

Concejo Municipal, cuando a su juicio, colidan con 

la Constitución Nacional o con otras Leyes.171 

C. LA FUNCION ADMIN ISTRATIVA 

24. Pero de acuerdo a Ja propia Ley Orgáni-

ca del Distrito Federal, fundamentalmente se destacan 

en el Gobernador, una serie de funciones netamente 

administrativas en su carácter de Primera Autoridad 

Ejecutiva en lo Administrativo y Económico, que po-

demos agrupar en la forma siguiente: 

a. Funciones administrativas generales: 

a\ Ejercer, asistido del Secretario de Go-

bierno la Administración del Distrito Federal, de con-

formidad con lo dispuesto en las Ordenanzas y Reso-

luciones del Concejo Municipal: 

b\ Representar al Distrito Federal en todo lo 

referente a la Administración, en sus relaciones con 

ios demás poderes y con los particulares; 

c\ Preparar anualmente el Presupuesto de 

Rentas y Gastos y someterlo al Concejo Municipal para 

su discusión y aprobación con las adiciones o modifica-

ciones que considere del caso; 

n i . r i d . O r d i n a l S ' del « M í r u i n IS ríe I* I .cy O r g á n i c a del Ü i í i i i l n Fe-

dera) . 
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d\ Cumplir y ejercer los deberes y facultades 

que le confieren las leyes.172 

b. Funcione5 administrativas en relación al Con-

cejo Municipal. 
\ 

a'. Poner el "Cúmplase" a las Ordenan/as y 

Resoluciones del Concejo Municipal que lo requieran, 

dentro de Jos primeros ocho dias de haberlas recibido 

de dicho Cuerpo: pero, cuando a su juicio existan ra-

zones fundadas para su revisión, podrá devolverlas al 

Concejo dentro de los mismos citados ocho días con 

una exposición razonada pidiendo su reconsideración. 

En estos casos el Concejo procederá a la reconsidera-

ción o revisión solicitada, pudiendo ratificar la Orde-

nanza o Resolución, modificarla o rechazarla por una 

mayoría de las tres cuartas partes de los presentes, en 

una sola discusión, teniéndose por definitivamente fir-

me lo que así decida; 

b\ Presentar al Concejo Municipal Proyec-

tos de Ordenanzas y Resoluciones para su estudio y 

discusión por esle Cuerpo; 

r\ Concurrir personalmente, o por medio del 

Setretario de Gobierno, a las sesiones del Concejo Mu-

nicipal, cuando lo tenga por conveniente, con derecho 

512. Yui. O i d>na l t a 1". HY v 14 d e l M Ú e u t a U «le la Ley O i t i n i c » M 

Dis t r i t o Fede ra l . E n m i i ' f n p reaupura i a r í a a d e m á s , ln Cor te ha ad-

m i t i do que en de 1* e i impete t .c ia J.-l GLÍLI*- r n a J o r d i c t a r eré di Loa adi-

c ióna le» al Preau[>ur»ie. V i d Sen tenc ia de la orifitíoa Corte Fede r a l 

y d t C a M c i ú t i tn. Sa l a Pf>iit¿ca-AH<nin>»tiañYa Ai- 28 de d i c i embre de 

1937, en i í r m u r i f l 1G39. y ..Ü 

76 



de palabra. También deberá concurrir personalmente 

al Concejo Municipal cuando sea llamado por este 

Cuerpo; 

d\ Presentar al Concejo Municipal, en los 

primeros quince días del mes de enero de cada año, las 

cuentas de la administración a su cargo y una expo-

sición detallada de todas sus actuaciones durante el 

año.'73 

c. Funciones en relación a las oficinas y depen-

dencias administrativas del Distrito: 

a'. Organizar y dirigir las Oficinas de Admi-

nistración del Distrito Federal; 

b\ Velar por el eficaz funcionamiento de los 

servicios municipales, propendiendo a su efectiva or-

ganización y mejora; 

c\ Practicar mensualmente por sí o por me-

dio de un comisionado, en unión de dos Delegados del 

Concejo Municipal, tanteo de caja de la Administración 

de Rentas, pasando copia de lo actuado al Concejo; 

d'. Establecer o contratar loterías para fines 

de beneficencia, con la aprobación del Concejo Munici-

pal y velar porque los fondos provenientes de estos ra-

mos apliquen exclusivamente a los fines destinados; 

K 3 . Vul. O r d i n a l ; i ?<\ i 3 y lo J t l » r t i c u l n H &<• b Ley Orgáni i-* 

ilcl Ü iMr i i o Fc i l i ' r i l . 



e*. Autorizar al Secretario de Gobierno o a 

lo» Directores de los distintos ramos de la Gobernación, 

para el despacho de determinadas materias, cuando 

esto no sea contrario a las leyes.174 

d . Funciones reglamentarias: 

Dictar los Reglamentos que considere necesarios 

referente a la ejecución de las Ordenanzas y Resolu-

ciones del Concejo Municipal, sin alterar su espíritu, 

propósito o razón.175 

e. Funciones en relación a los funcionarios y 

empleados públicos municipales: 

Nombrar y remover libremente los empleados de 

las Oficinas de Administración del Distrito Federal, sal-

vo, en cuanto al nombramiento de Administrador de 

Rentas Municipales, que deberá hacerlo de la lista que 

le presente el Concejo Municipal.17® 

f. Funciones administrativas en relación a los 

contratos municipales; 

Celebrar contratos de interés municipal, sometién-

dolos a la aprobación del Concejo Municipal, sin cuyo 

requisito no se considerarán válidos ni podrán po-

nerse en ejecución177 

171. f i d . O r d i n a l ? « 4V. 9? , 10. 12 > 1¿ de l » n í c a l o 14 de 1« Ley Orgán i ca 

d t l D i m i t a Federa l . 

J75 . Vu i . O r d i n a l 3? de l a r t i c u l o 11 de la Ley O r g á n i c a de l D ia tr i tú 

Federa l . 

176. y id. O r d i n a l l'> de l a r t i c u l o I I ilc la Ley O r g á n i c a del Diatr i tn 

Federa l . 

J77 . y id. O r d i n a l 11 de l a r t i c u l o 14 He la Ley O r g á n i c a de l O i i l i i t u 

Federa l . 
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g. Funciones administrativas en relación a las 

obras públicas municipales: 

Decretar y ejecutar trabajos de obras públicas mu* 

nicipales cuyo costo individual no exceda de cien mil 

bolívares, sin que por estos respectos pueda excederse 

de la suma global que anualmente debe fijarle el Pre-

supuesto, Para inversiones que individualmente exce-

dan de cien mil bolívares o que sumadas a las ya acor-

dadas excedan al total fijado en el Presupuesto, debe-

rá obtenerse previamente la aprobación del Concejo Mu-

nicipal178 

3. LA FUNCION DELIBERATIVA EN EL 

DISTRITO FEDERAL 

25. En la generalidad de los regímenes munici-

pales de división de poderes, los Concejos Municipales 

constituyen la rama denominada deliberativa, pero con-

viene dejar por sentado que estas corporaciones aun 

cuando realizan funciones que podrían calificarse de 

legislativas de índole local, no constituyen un equiva-

lente, en "stricto sensu", del poder legislativo estatal, 

romo se cree corrientemente.1™ En este sentido, Alci-

] 76. Vid. O r d i n a l 6V del a r t i c u l o 14 de la Ley O f i c i e » dt-1 D ú l r i t u 

Federa l . 

179. P i i l . A lguna» cons iderar ion ea «obre cale aspecto en nuestro l i b ro 

"Las In'tttucionr* Fundaméntale» del Derecho Administrativa y la 

Jurisprudencia Venezolana", cit.. paga . 106. 107, 119, ISO y 151. Con 

lo q u e ac e t p r c a en el texto (p r i nc ipa lmeDte en l o i Nos . 21 f 2 5 ) , 

no* apar tamos de ta o p i n i ü o que aoatuv irnos en el c i t ado l i b ro , al 

ca l i f icar la f u m i o u de los mun i c i p i o » cuino e n t r á m e n l e " e j e c u t i v a " , 

s igu iendo un cr i ter io forma l . 
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des Greca claramente señala que "el Parlamento y el 

Concejo tienen algunas similitudes en su organización 

y funcionamiento, las que dan origen a esta confusión. 

Ambos están constituidos por cuerpos colegiados, en 

los que actúan representantes de la masa electoral; am-

bos discuten y votan ajustándose a una reglamenta-

ción más o menos semejante; pero la diferencia fun-

damental estriba en que del uno salen leyes y del otro 

reglamentos u ordenanzas. Si bien es cierto que estas 

ordenanzas pueden ser consideradas leyes locales, no 

lo es menos que la atribución o facultad para dictarlas 

emana, en principio, de poderes delegados del gobier-

no estatal. Estas ordenanzas se sancionan siguiendo el 

procedimiento adoptado para la gestación de las le-

yes y, como aquéllas, se comunican al departamento 

ejecutivo, que las promulga o puede vetarlas. Todo 

esto contribuye a aumentar aún más la confusión".180 En 

Venezuela, el Poder Municipal, aun cuando autónomo, 

deriva de la propia Constitución que restringe consi-

derablemente esa autonomía, hasta tal punto que las 

normas municipales han de estar subordinadas a las 

leyes nacionales y estadales que se dicten conforme la 

distribución de competencias que la propia Constitu-

ción establece. 

En todo caso, si bien en todos los Concejos Mu-

nicipales de los Estados de la Federación venezolana se 

refunden funciones deliberativas con funciones neta-

J80 . Vid, A l c i d f » Creo» , Dnecho y cititela de la Administración Muni 

e p a l, Tomo I I , Sa ina Fe , 1943, ) i«2». 10? y 1Ù6. 
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mente a dm i n i s t r a t i v a s en la Municipalidad del Dis-

trito Federal estando las funciones administrativas en 

manos del Gobernador, las funciones deliberantes o le-

gislativas de orden local, corresponden al Concejo Mu-

nicipal. En este sentido la jurisprudencia claramente 

ha señalado que las atribuciones del Concejo "limitan 

su autonomía a sólo funciones deliberativas".182 Por 

otra parte, es por ello por lo que Wolf afirma que "en 

lo administrativo es el Concejo Municipal quien fun-

ciona como poder legislativo y aquí el Gobernador, 

quien tiene la función ejecutiva en virtud de la cual 

actúa como primera autoridad en lo administrativo, está 

obligado a cumplir y hacer cumplir las ordenanzas mu-

nicipales'1.183 

De lo dicho se desprende que el Concejo Munici-

pal tiene primordialmente atribuido el ejercicio de la 

autonomía normativa,181 así como la participación en 

actos individuales taxativamente enumerados, "care-

ciendo, aparte de esto, de todo poder implícito".103 

Sobre ello ha precisado la Corte que "aparte de no 

181. E n este uen t í do t i P r o c u r a d u r í a Genera] d e la R e p ú b l i c a f ia sos ten ido 

q u e en nues t ro o rean i l a c i ó n [ l u l í l i e i . loa C o n c e j u a M u n i c i p a l e s , " t i e u -

du cuerpos p ri o rd t a l m e n t e teg Ulatittai, c a t á n " U i d n á , i lú o ba tan te, 

p a t a la i - j c r uc í óq de c i e n o » y d e t e r m i n a d o « ac tos de í o d j l e adm i-

n i a t r a t i v a " . Vid. D i c t a m e n N ? S49 ( S e c c i ó n d e A a e t o t i a det Ea la-

tlL.) d e 2 j «le eneru d e 1963, p í g . 6. 

182. Vid. S e n t e n c i a d e la an t i gua C o n « Fede r a l v d e C a s a c i ó n en S a l a 

Po l i t i c u-Ac lm i i i i i t r a t i v a J e d e d i c i e m b r e de IS37 en M e m o r i a 1938, 

T o m o I , p » e . 391. 

1BJ . y<d. E r nes t o VPuíf, Tratado de Derecha Cunititucianal Venezolano, 

<-ií>, T o m o /, p á g , l í a . 

184. }'id. A r t i c u l o 41, o r d i n a l e s 2 y 3 de la I . e f O r g á n i c a de l D i M r i t o 

F ede r a l . So l i re la aul<>uoni ía n u t m a l i v a Vid. A . Mo le« G a u b c t , L o » 

l i m i t e « de la A u t o n o m í a M u n i c i p a l , ¡o,-, cit., p « í . 17 y tig. j la 

b i b l i o g r a f í a a l l í c i t a d a . 

IKS. Vid. D i c t a m e n d e l a P r o c u r a d u r í a Cepe r a ) d e la R e p ú b l i c a N ? 1.998 

\SPCCÍ¿D de A s e w í a de l E a t a d o ) de ü de M a y o de 1965, p í f . 10. 
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tener el Concejo en el derecho positivo venezolano 

ningún poder d í representación expresos del Munici-

pio, carece asimismo de todo poder implícito al no 

existir en la ley ninguna disposición que lo faculte 

para ejercer las funciones no atribuidas, expresamen-

te, a otra autoridad".186 

Ahora bien, de acuerdo a la vigente Ley Orgánica 

del Distrito Federal, las funciones deliberativas del 

Concejo Municipal podrían agruparse en la siguiente 

forma: 

A. FUNCIONES NORMATIVAS 

La principal de las funciones del Concejo Munici-

pal es el "dictar ordenanzas, acuerdos, y resoluciones 

que reglamenten el ejercicio de la autonomía que ejer-

ce el Municipio en todos los ramos que se expresan 

en el Capítulo VI de esta Ley".187 En relación al al-

cance de esta norma es necesario aclarar como lo hace 

la Procuraduría General de la República, que "tal vez 

no ha sido muy feliz la expresión del Legislador, pues 

en verdad ni los Acuerdos ni las Resoluciones son me-

dios ordinarios de creación de normas jurídicas, única 

forma de reglamentar una actividad; por ello la fra-

se '"que reglamenten" sólo puede estar referida a las 

lfifi. Í ' / J . Sentenc ia de la a i i l ieua Corte Fei leral y de Casac i ón en Sa la 

Foi i t i t ' t i-Ai imiu is trar iva de J8 de d i c iembre <)<- 1037 cu Mimaría I93i. 

Tomo I , p á g . 394. 

1H7. 1 i J . (Jrdinal Je) i i l n J . > 41 de )« l ey O r g á n i c a de l D is t r i to 

Federa]. 
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Ordenanzas, verdaderas leyes en sentido material. Los 

términos Acuerdo y Resolución, en lenguaje forense 

venezolano, se aplican más bien a las declaraciones de 

voluntad de los cuerpos públicos que no constituyen 

actos jurídicos propiamente legislativos. Sin embargo, 

la división de las funciones estatales no se corresponde 

exactamente con el principio de la separación de po-

deres. En efecto, podemos constatar que los entes ofi' 

ciales encargados de desarrollar una determinada fun-

ción —sea legislativa, administrativa o jurisdiccional— 

con frecuencia tienen potestad también para llevar a 

cabo ciertas actuaciones correspondientes por su na-

turaleza a otra de las funciones del Estado. En nuestra 

organización política los Concejos Municipales se en-

cuentran también en tal situación, hasta el punto de 

que siendo cuerpos prim ordialmente legislativos, están 

facultados, no obstante, para la ejecución de ciertos y 

determinados actos de índole administrativa y jurisdic-

cional; son esos actos los que ordinariamente se ma-

nifiestan bajo la forma de "Acuerdos y Resoluciones", 

Resulta, por tanto, evidente que a ellos quiso aludir 

el Legislador cuando incluye esas expresiones en la 

disposición comentada, cuya imprecisa redacción puede 

llevarnos al error de suponer facultado al Concejo para 

resolver todos los asuntos que caen dentro del ámbito 

de la autonomía del municipio, cuando en realidad sólo 

le están atribuidos de manera general aquéllos que exi-

gen una actuación legislativa y, por vía de excepción, 

algunos que tienen carácter administrativo",189 

IHft. Cid. D i e i a t n i'n de U P r o c u r a d u r í a G e n e r a l de la R e p ú M i c a N i 549 

^Sr í-v i i i n lU Ai t-fur ín d e l ÍSÍ ILI I I») . J c 2S de cn-ro de 1965, y á | » . 6 y 7. 
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En todo caso, Jas materias en relación a las cua-

les puede el Concejo ejercer su autonomía normaítua, 

teniendo siempre en cuenta que en el Distrito Federal 

la autonomía se ejerce también por medio "del Gober-

nador como Autoridad Ejecutiva" 189 son las siguientes 

conforme al artículo 29 de la * Ley Orgánica del Dis-

trito Federal: 

a. Los servicios de policía, cementerios, orna-

mentación municipal, arquitectura civil, alumbrado pú-

blico, acueductos y demás de carácter municipal, ta-

les como servicios de bígiene y saneamiento, vías y 

medios de comunicación y tránsito urbano y vecinal, 

distribución de aguas potables, beneficencia y correc-

ción, abastos y consumos, reglamentación del ejerci-

cio de industrias, artes y oficios y régimen interior 

de las Parroquias que componen el Distrito; 

b. Los servicios de vigilancia contra el analfa-

betismo con sujeción a las leyes y disposiciones, Re-

glamentos Nacionales de Educación. El servicio de hi-

giene lo harán sujetándose a las Leyes y Reglamentos 

Nacionales sobre Sanidad, y bajo la inspección del 

servicio sanitario nacional; 

c. La administración de sus ejidos y terrenos 

propios, sin que puedan enajenarlos, salvo para cons-

trucciones ; 

d. La organización de sus rentas con las restric-

ciones enumeradas en el artículo 18 de la Consti-

tución. 

l í » . Y i d . A r t í cu l o 2B «1«. U I.L-> O r £ « o i . « de l Dlntf i io Federa l . 

84 



En relación a todas estas materias contenidas en 

el Capítulo VI de la Ley Orgánica del Distrito Fede-

ral, el Municipio ejerce la autonomía "por medio de 

un Concejo Municipal y el Gobernador como autori-

dad ejecutiva"^90 y el Concejo ejerce su autonomía 

normativa y deliberativa. 

B. FUNCIONES DELIBERATIVAS GENERALES 

a. Admitir y resolver sin dilación las solicitudes 

que se le dirijan sobre el cumplimiento de sus atribu-

ciones, en cuanto se relacione con el interés público 

o privado; 

b . Ejercer y cumplir las demás atribuciones y 

deberes que le señalen ta presente ley o cualquiera 

otra.191 

C. FUNCIONES DELIBERATIVAS EN 

RELACION CON EL PROP IO CONCEJO 

a. Nombrar de su seno un Presidente y dos 

Vicepresidentes: 

b . Dictar su Reglamento Interior; 

c. Calificar a sus miembros y resolver sobre sus 

renuncias; 

190. V i4 . A r t i cu l o -» d t la l e y O ' f í n i c a Jet D im r i t o Federa l . 

141. t ' i J . O r d i n a l « fi" y 1¿ de l a r t í cu lo 11 de la Le? O r j i a i c a riel Día 

tr i to Federa l 
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d. Conceder licencias a sus miembros hasta por 

treinta días, pero estas licencias, no podrán exceder 

de quince días, sin llenar la falta por el suplente res-

pectivo; 

e. Elegir fuera de su seno, en la segunda quin-

cena del mes de abril de cada año, al Síndico Procura-

dor Municipal y el que debe suplir las faltas tempora-

les o absolutas de dicho funcionario.192 

D. FUNCIONES DELIBERATIVAS EN 

RELACION CON LA ADMIN ISTRACION 

MUNIC IPAL 

a. Creación de Servicios Públicos. 

Crear escuelas primarias y reglamentarlas de acuer-

do con la Ley Nacional de Educación.193 

b. Administración financiera, 

Considerar el Proyecto de Presupuesto de Rentas 

y Gastos del Municipio que debe presentarle el Gober-

nador y aprobarlo o modificarlo.191 

m Hd. Dr iüna le« ]? . 3 f , JO, I I . ]? y 13 de] a r t i eu l o II de la Ley Or<¡i-

u ica de l D is t r i to Federa l . 

19"'.. y id. O r d i n a l 4? de l a r t i c u l o J l de la Ley U r g í pica de l D ía t r iu i 

Federa l . 

m . Hd. O rd i na l M del a r l i eu lu 41. y ord ina l del arrici i lu 14 de la 

l.ey Orgán i ca del D ú t r i i o Federa l . Esta facu l tad , por otra parte, 

no ra I l im i t ada , puea eaaa mddi f i rae ioqea un pueden imp l i ca r u iur* 

paci&a de lu i ir ipAea rjeeutivai i . Vtd. Seutenciaa de la An t i gua Cor le 

Fede i » ! y ríe Caaac i ón f h Sala Pt i l í I ic<i-Ad min ia ! ra tiva de 29 de mar-

¿i> tlr 1 M Í ei> Mtmotitt 193®. Tomo 1, p i f a . 182 y SÍR.; y de ) ¡ de 

agui tu de 19M) en Mtmotia 1941. Truno 1, póg» . 131 y a i« . 
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c. Funcionarios públicos-

a". Presentar al Gobernador, cuando éste las 

pidiere, las lernas para el cargo de Administrador de 

Rentas Municipales; 

b'. Fijar las fianzas que debe presentar el 

Administrador de Rentas Municipales y el Recaudador 

de Rentas del Departamento Vargas.195 

d. Control de la Administración Municipal. 

a'. Aprobar el establecimiento o contratación 

de Loterías para fines de beneficencia por parte del 

Gobernador; 

b'. Aprobar las obras e inversiones del Go-

bernador que excedan individualmente de cien mil bo-

lívares; 1116 

c'. Dar o negar su aprobación a los contra-

tos que celebre el Gobernador; 197 

d". Examinar la Exposición que debe presen-

tarle el Gobernador conforme a lo dispuesto en la atri-

bución 16 del artículo 14 de esta Ley, así como tam-

bién la cuenta anual que deben presentar al Gober-

nador, el Administrador de Rentas Municipales, y el 

m . l i d . O r r t m d f i 6<! y de l Ar t icu lo 41 y o rd i na l 4? del a r t i r u l o I t 

de 1* í .e j ' O rg án i c a del D i i t r i i o Federa l . 

196. Vid. Ord ina les 6'.' y 10 d«rt « n i m i o 14 de 1« Ley O r R Í n i c » de l 

I> i i t i i l o Federa l . 

1V>7. y i d . O r d i n a l 5V del a i ' í c u l a 11 y o r d i n a l I I riel a r t í c u l o 14 <V 1A 

l .ei O r g i nii-a J r l t lU t r i t o Fed. 'r*). 
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Recaudador de Rentas del Departamento Vargas, cuen-

tas que deben serles presentadas por el Gobernador, jun-

to con su Exposición. El Concejo deberá dictaminar 

sobre la Exposición y Cuentas, aprobándolas u obje-

tándolas.198 

De lo anterior se deduce en definitiva que la au-

tonomía del Concejo Municipal es una autonomía nor-

mativa, y sus atribuciones limitan esa autonomía a 

sólo funciones deliberativas. De consiguiente ha dicho 

la Corte, el Concejo "carece asimismo de todo poder 

implícito al no existir en la I>ey ninguna disposición 

que lo faculte para ejercer las funciones no atribuidas, 

expresamente, a otra autoridad". 

111. CONSECUENCIAS 

3. INTRODUCCION 

26. Tal como ha podido observarse del análisis 

de las diversas funciones legales que tienen los dos ór-

ganos municipales que ejercen la autonomía de la 

Municipalidad del Distrito Federal, surge evidente en 

las mismas la aplicación del principio de la división 

198. Vid. O rd i na l V del a r l i c u b 1! y o rd i na l 16 de l a r t i cu lo 11 <le la 

I.e-y O rg án i c a de l D i m i t o Federa l . Sobre eíta facu l tad i'id. Sentenc ia 

de la an t i c ua Corte Federa l y de Ca sac i ó n en Sala Federa l Acci-

den ta l de 11 de d i c i embre de 1939 en Memoria 19Í0, Tomo 1, píg. 533 

v » i ( . 

l ' C . y i d . Sentenc ia de la a a l j pua Corte Federa l y d< Canac i ón en Sala 

Po l í t l eo-Admin ia t ra t i va de 28 de d i c iembre de 1937 en Memoria 1938. 

Tomo I . p á g . 394. C f r . O f i c i o de la P rocu r adu r í a Genera l ¿o l.i 

K (-pública N ? 1.999 ( S e c c i ó n de Aae tor í a del E i t a d o ) de de 

msvn de 1963, p á g . }fl. 
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de funciones: al Gobernador corresponde ejercer la 

actividad administrativa y al Concejo Municipal, como 

cuerpo deliberante, la función legislativa local, es de-

cir, dentro de lo estrictamente municipal. 

Ahora bien, tal como lo ha precisado la Procura-

duría General de la República, la referida división de 

funciones no es, desde luego, absoluta; pero sirve de 

eficaz orientación cuando se trata de determinar cuál 

es el órgano que debe ejercer determinada facultad, 

para lo cual bastará dilucidar si ella pertenece a la 

función administrativa o a la función legislativa. 

En efecto, "función administrativa es la actividad 

estatal que tiene por objeto la realización de los co-

metidos estatales en cuanto requieran ejecución prác-

tica, mediante actos jurídicos —que puedan ser regla-

mentarios, subjetivos o actos-condición— y operacio-

nes materiales. Por su parte, la función legislativa, 

siguiendo un criterio material, es la que tiene por ob-

jeto la creación de normas jurídicas generales". 

"Ahora bien, —agrega la Procuraduría— ya se 

adopte para distinguir ambas actividades una orien-

tación material —como en las definiciones anteriores— 

o bien formal, —conforme a la cual caería dentro del 

campo de la función legislativa toda actuación esta-

tal manifestada conforme al procedimiento establecido 

para la sanción de las leyes, y sería administrativo 

todo hacer público que, sin pertenecer al ámbito de 

lo jurisdiccional, se apartara de ese procedimiento—, 

en ningún caso podría sostenerse que una Resolución 

como la impugnada, que se limita a ordenar la eje-
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cución material de un mandato legal, —demolición de 

un inmueble— se encuentra incluida en la esfera de 

las atribuciones propias de los órganos legislativos. Es-

tima, por el contrario este Despacho, que una deci-

sión semejante constituye un típico acto administra-

tivo, por lo que su realización compete a los organis-

mos ejecutivos del Poder Público. Así lo estimó tam-

bién el Legislador Municipal y por ello atribuyó acer-

tadamente esa facultad a la Gobernación del Distrito 

Federal en los artículos 28 y 29 de la Ordenanza So-

bre Arquitectura, Urbanismo y Construcciones en Ge-

neral, disposiciones que, contra lo afirmado por el re-

currente, concuerdan a la perfección con el espíritu de 

los citados artículos 11, 28, 29 y 41 de la Ley Orgáni-

ca respectiva y contribuyen a dar contenido al ordi-

nal 14® del artículo 14 ejusdem".200 

27. Sin embargo, es también evidente que el ór-

gano deliberativo no sólo dicta normas de carácter 

general como podrían ser las Ordenanzas, sino que 

el propio artículo 41, ordinal 2 de la Ley Orgánica au-

toriza al Concejo para dictar acuerdos y resoluciones 

que puedan tener un contenido individual, como el de 

los actos administrativos. Sobre el alcance de esta nor-

ma ya nos referimos.201 Sin embargo, queda por pre-

cisar cuándo puede el Concejo Municipal por vía de 

acuerdo o resolución dictar un acto administrativo in-

dividual. En este sentido la Procuraduría General de 

200. Vid. D i c t amen de l a P rocu r adu r í a Genera ) de ln Repúb l i c a ( S e c c i ó n 

He Aaesoría de] E s t a d o ) . N® SJ9 de 25 de enero de 1963, p á g í . S y 6. 

20] . Vid. N ? 25. 
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la República al dictaminar sobre la impugnación por 

el Concejo Municipal de un acto del Gobernador del 

Distrito Federal por el cual se ordenó la demolición 

de un inmueble, alegando que no correspondía dictar-

lo al Gobernador sino al propio Concejo, opinó lo 

siguiente: "ya vimos que esta última (resolución de 

demolición del inmueble) tiene carácter administrati-

vo, y también que el ordinal 5 9 del articulo 14 de la 

Ley Orgánica del Distrito Federal atribuye al Goberna-

dor la representación de la entidad "en todo lo refe-

rente a la Administración, en sus relaciones con los 

demás Poderes y con los particulares"; luego, única-

mente a título de excepción y por mandato expreso de 

la ley puede otro órgano municipal realizar válidamen-

te actuaciones ejecutivas i mas, no siendo ese el caso 

de la orden de demolición de un inmueble construido 

sin permiso, para dictar la cual, por el contrario, una 

norma legal faculta de manera exclusiva y precisa a un 

determinado órgano, norma que es, precisamente, el 

articulo 26 de la Ordenanza Sobre Arquitectura, Ur-

banismo, Construcciones y Obras en General, de fe-

cha 31 de octubre de 195ít, la cual textualmente ex-

presa: "Los permisos concedidos por la Dirección de 

Obras Municipales sólo dan derecho a la ejecución de 

la obra u obras expresadas en ellos. La ejecución de 

obras adicionales sin la debida autorización será pena-

da en la forma prevista en el capítulo ''Disposiciones 

Penales"; pero si la obra ejecutada no se ajusta a las 

disposiciones técnicas contenidas en la presente Orde-

nanza, la Dirección de Obras Municipales podrá orde-

nar la demolición total o parcial de dicha obra", es 
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forzoso considerar sin fundamento la denuncia de usur-

pación <íe funciones a que se refiere el libelo de de-

manda objeto de este dictamen".202 

Por tanto, el Concejo Municipal sólo puede dic-

tar actos administrativos individuales, cuando la mis-

ma ley, por vía de excepción lo autoriza expresamente. 

Tal sería el caso por ejemplo del nombramiento del 

Sindico Procurador Municipal por el Concejo, que cons-

tituye un arlo administrativo individual y que la mis-

ma Ley Orgánica del Distrito Federal en el ordinal 

13 del artículo 4-1 atribuye al propio Concejo Munici-

pal. De resto, la función administrativa corresponde ni 

Gobernador del Distrito Federal, aunque deba ésta ejer-

cerse en ejecución de la Ley y de las Ordenanzas que 

dicte el Concejo Municipal.203 

28. Siendo esto asi, y aun ruando el Concejo Mu-

nicipal ''tiene facultad para dictar Ordenanzas, Acuer-

dos y Resoluciones que reglamenten el ejercicio de la 

autonomía en los ramos de Administración a él enco-

mendados, es lógico, mejor dicho, es de imperativo legal 

que tales acuerdos, Ordenanzas y Resoluciones acaten 

la ley que los ha permitido dictar o crear, y que cons-

tituye de consiguiente, su norma o control, el limite 

infranqueable de sus determinaciones. Así pues —ha 

señalado la Corte—, en esos Acuerdos u Ordenanzas 

no puede el Concejo Municipal darse atribuciones que 

202 Vid- t l i f i . m . i , S'V 519 ,)r ) , F\„r, i r « u i , » G e n m ] ir 1« K ' p ú b H r i 

( S r i t i ó o de Asesar ía <M E l . » ' l o ) . ,]«, 25 ílr p n r i o 1- I'>(11. p i f a , 7 y 8. 

203. y id. Ar lu-ulo 14, evr i i iu l 10 IV • Ley O r g í m V a rir] D u t r i l a Tr¿r-

ral. Cíe J e i u i (¡->nz4:rj Cabicrrt, Cararaí y iu /¡'junen Muniapol. 
cil., y a c . 49. 
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no le convede la ley ni disminuir o cercenar las del 

GobernadorDe lo contrario estaríamos en presen-

cia de actos viciados de usurpación de funciones en 

sentido estricto.205 

Veamos algunos ejemplos: 

A , La autoridad ejecutiva municipal en el Dis-

trito Federal es a quien corresponde ejercer el control 

administrativo sobre las concesiones de servicios públi-

cos que otorgue la Municipalidad. Por tanto, cuando 

el artículo 13, ordinal 5 de la Ordenanza sobre Acue-

ductos del Distrito Federal de 30 de septiembre de 1960, 

establece que "el concesionario no podrá vender, ceder 

o arrendar la concesión, sin la previa aprobación del 

Concejo Municipal",206 sin intervención alguna en ello 

de la autoridad ejecutiva, está excluyendo al Goberna-

dor del ejercicio de una competencia que le es propia. 

B. La autoridad ejecutiva municipal es a quien 

corresponde realizar todos los actos ejecutivos en re-

lación con la administración tributaria. Por tanto, cuan-

do la Ordenanza de Impuesto sobre Apuestas Lícitas 

D H Vid. Sentenc ia» de la C.or!^ Federa l y de C s j a t i ñ n en Sala Pa l i i i eo-

\dm¡«i» i ra i iva .le I I de lebrero de 1942 en Memoria 19 k3, T o m a I. 

H ) ( Sub r ayado» nues t rna I . F.lla [>nr o í r » |i.ir(e, <10 lo puede 

)>aL'i-r ni s iqu iera al e jercer au Idru l tml ¿ e e^ iud inr y mod i f i ca r el 

Pre»Lirvne«h.: r „ i . Sentenc ias de la An t i cua Corte Federa l y de Caia-

cii'in • II Sala Po l i t í i I. A i l i t i i n i i l r f l i na de 21 de m a r « . Ae. en 

Mema,¡a ra 9. ] 'nmn I. pág . JB2 y a i « . ; y de 14 de A S O Í M de 1940 

en M e m a u n tir- 1911. Toim> I , p a j . 23 y si¡;. 

2liS. l i d . Subte la í i au rpnc inn de (une ¡unes, nuestro tra l ia io "C f l i n i ' l r r a • 

• p.'hre la i legalid afi de les actus admin ifltrat ivcn en el Derechn 

^ e n e i o í a n o " . en Hetiitti /ir Administr/><_iüii Pública, N ' 43, M a d r i d . 19<¡t. 

|.sg» y »i|>.; A * im i «m» V'ii. nuestro l ihrn , Las ¡nstiturianei f un-

ilamematti d e l [>eret/i,> Adminnt'ultuo.. • t l f . , p á g , S í y aig. 

2&6. 1'iíJ. rn i í Compilación L?gis¡,itiva Municipal, E d i c i ó n O f i c i a l L9Í3, 

Trjmn I, [ ?. 
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del Distrito Federal de 16 de octubre de 1959 atribu-

ye al Concejo Municipal el acordar por Resolución es-

pecial u a determinadas empresas un plazo mayor para 

presentar la liquidación de la retención de impuestos" 

y "efectuar el pago" 207 comete una usurpación de 

funciones. 

C. La autoridad ejecutiva municipal es quien 

como tal, tiene la competencia de la administración ur-

banística. Por tanto, por ejemplo, es a ella a quien de-

bería corresponder la eliminación de los medidores de 

consumo en los sistemas de alumbrado público, y no 

al Concejo Municipal como lo establece la Ordenanza 

sobre Arquitectura, Urbanismo y Construcciones en 

general del Distrito Federal.208 

D. La autoridad ejecutiva municipal es la com-

petente para la administración y fomento de las acti-

vidades relacionadas con la educación. Por tanto, cuan-

do el Concejo Municipal por la Ordenanza sobre be-

cas y ayudas Escolares de 5 de agosto de 1959 ex-

cluye al Gobernador del ejercicio de las atribuciones 

que allí regula209 comete una evidente usurpación de 

funciones. 

E. La autoridad ejecutiva municipal es la com-

petente para administrar los terrenos municipales. Por 

tanto, cuando la Ordenanza sobre el Cementerio Gene-

20?. iid. A r t i c u l n <> en Compilación Legislativa Mu-níripnl, cit-, Tomo I , 

p í l 64. 

208. yid. A i t ¡ru lo 111 t u Compilación Legislativa Municipal, c u , To-

mo 1, p á f . 12 í . 

209. Vid. t n Co7ipt fd t . i ¿n Ltgislutive Municipal, ctl, Tumn I. fs(i 321 
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ral de Caracas de 11 de junio de 1897 atribuye al pro-

pio Concejo Municipal la realización de la» ''ventas" 

de los terrenos del Cementerioslu está usurpando fun-

ciones ejecutivas que corresponden al Gobernador. Otro 

tanto ocurre cuando la Ordenanza sobre Inmuebles 

Municipales de 14 de noviembre de 1960, atribuye al 

Concejo Municipal competencia para conceder prórro-

gas para la construcción en inmuebles municipales ad-

judicados a particulares, y para celebrar arreglos o 

transacciones con quienes fueran deudores de cánones 

de arrendamiento de inmuebles municipales arrendados 

para el momento de entrada en vigor de la Ordenanza.1" 

F. La autoridad ejecutiva municipal es la com-

petente para la administración, fomento y fiscalización 

de los Mercados Libres. Por tanto, cuando la Ordenan-

za de Mercados Libres de 28 de junio de 1954, atri-

buye esas funciones a una Junta Fiscalizadora "inte-

grada por tres miembros así: un Representante del 

Concejo Municipal, uno del Gobernador del Distrito 

Federal y uno del Ministerio de Agricultura y Cría",212 

usurpa funciones atribuidas al Gobernador. 

G . Por último, la autoridad ejecutiva munici-

pal es, como tal, la competente para imponer las san-

ciones y multas que prevén las Ordenanzas Municipa-

les, tal como lo autoriza, como hemos visto, el ordi-

-30 n i . A r l i r u l o U r n Ccnp-.tMciám LttitUUtt XtLñiclpsI. cit, To»uo I I , 

211. y id. Ar l i f u l r . » 19 y 24 . n Co*apiUfi¿n [.ffúítlipa Municipal, t i l . , 

T o ™ I I I . p i n . 1.H00 y J .001 . 

212 t ' i j . Ar? ¡. «!<-« ) J 1 14 rn Compilación L f j . l f a l . M W u n u t?ol. c¡4., 

T.mKi I I I , p i ( . 1.100.' 
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nal 6 del artículo 13 de la Ley Orgánica del Distrito 

Federal, no pudiendo la autoridad deliberante, además 

de consagrar las sanciones en las normas generales que 

dicte, atribuirse la ejecución de dichas normas. Por 

tanto, existe una usurpación de funciones cuando por 

ejemplo en el acuerdo sobre Organización de la "Comi-

sión de Catastro, Ejidos y Terrenos de Propiedad Mu-

nicipal" de 13 de julio de 1959, el propio Concejo 

Municipal se atribuye la imposición de mullas que 

acarree la violación del mismo.-11 

Ahora bien, aparte de los supuestos anteriores, 

veamos algunos otros típicos ejemplos de usurpación 

de funciones por parte del Concejo Municipal al inva-

dir competencias ejecutivas atribuidas por ley al Go-

bernador del Distrito Federal, al atribuírselas en de-

trimento de aquéllas, el propio Concejo Municipal, a 

sí mismo. 

2. EL EJERCICIO DE LA POTESTAD 

JERARQUICA 

29. Dentro del concepto de jerarquía, que cons-

tituye uno de los principios generales de organización 

administrativa,214 está ínsito el principio de la subor-

dinación de parte de los funcionarios inferiores ante 

213. Vid. A r t i c u l e . 4 en Cvn'liiloc' ù » Z egislüiiia Municipal, ch., T o m o I I , 

p i e , 441. 

Î 1 4 . C í r . ]oôê A . G a r c í a T r c v i j a n o - F o » , Principios Jurídicos do la Or(a-

niiaciüu iidiniitutraiiLti, M a . l r i d , 1957. p á g . y i j g . 
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los superiores.215 En esta forma, dentro de un cuerpo 

o ente administrativo, eí superior jerárquico es el de-

cisor y es quien, en última instancia, debe decir la 

última voluntad de la administración. De otra mane-

ra podría verse el superior jerárquico obligado a acep-

tar y cumplir una decisión dictada por un funciona-

rio inferior aún estando en desacuerdo con el mismo, 

y ello es inadmisible.216 

En esta forma, la consecuencia inmediata de la 

noción de jerarquía, es la existencia de la posibilidad 

del superior jerárquico de revisar los actos administra-

tivos del inferior, y de los medios para que los parti-

culares puedan exigirlo; el recurso jerárquico denomi-

nado por el derecho positivo generalmente como ape-

lación administrativa.211 

En el ámbito de la Administración Municipal del 

Distrito Federal, resulta evidente que estando la fun-

ción ejecutiva en manos del Gobernador, éste, como 

Primera Autoridad Ejecutiva del Distrito, tiene que 

tener la competencia exclusiva de conocer de los re-

cursos jerárquicos interpuestos contra decisiones de los 

funcionarios administrativos inferiores; competencia 

que existe aun cuando la ley no lo consagre expresa-

mente, pues la apelación es un derecho que exige ley 

31 í J'td. n u [•«I r u l i b r o , Las ¡rttiituctoiis.t Fundamentales d el DefecUú 

Adminiittntiro... (ti.. p«g- ¡ W . 

21b . J it/. rftL'iito tic 1a P r o c u r a d u r í a d e la N a c i ó n J a 26 de j u l i o dt? 

19/",? en Informe de la Procuraduría ol Congreso, l i l i ? -ll . íH, C a r a c a l . 

l ' i ' jH, i'21. C f r . A l U n - K . firtwtff Cu r i a * , Las Inttttué. iones Fun-

dnmerttolr.s del Dfir¿ hn AdJiunistrtitivo y la Jurisprudencia y ene sotan*, 

t u . , J.ÍR'N. 2 t í >' s i g -

¿17 . l ' u f . n n c « i r o l i h r a . Las Instituciones Fundamentales del Llrreóhó 

Administiatiio •> /.i ¡unspiudei« Venetolana, cit., pó<. 2 U¡ y i í f . 
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expresa que lo niegue.»™ Siendo e9to así, también re-

sulla evidentemente un contrasentido que la autoridad 

deliberante del Distrito, es decir, el Concejo Munici-

pal, conozca de recursos jerárquicos interpuestos con-

tra actos administrativos de funcionarios dependientes 

o que deben depender administrativamente del Gober-

nador como Primera Autoridad Ejecutiva. Por ello, 

constituye una usurpación de funciones —usurpación 

de la función ejecutiva por parte del órgano legisla-

tivo local—- el que el Concejo Municipal, mediante or-

denanzas o resoluciones, se atribuya a sí mismo, el 

cunocimiento de recursos jerárquicos o apelaciones con-

tri actos administrativos de funcionarios inferiores de 

la administración municipal. 

Lamentablemente, esta usurpación de funciones no 

es infrecuente. Veamos algunos ejemplos típicos, 

A . La Resolución de! Concejo Municipal sobre 

Utilización de las aceras con mesas y sillas de 1ÍJ de 

junio de 1962, establece que "de las decisiones de la 

Dirección de Obras Municipales o de la Dirección de 

Liquidación de Reñías Municipales, se concede apela-

ción por ante el Concejo Municipal, dentro de los l ü 

días siguientes a la notificación respectiva'1.21' 

B. La Ordenanza sobre Arquitectura, Urbanis-

mo y Construcción en general del Distrito Federal de 

13 de abril de 1962, establece en su artículo 23 que 

"el interesado podrá apelar por ante el Concejo Muni-

21B. Vi i i . n ucs l t o l ibro . La i Instituciones Fundamentales del Derecha 

Administrativo y ¿u Jurisprudencia VenewltiiMí, cit., p ¿R t . -47 y 218. 

219. Vid. A r t i c u l o 8 en Compilación Legislativa Municipal, edición <if¡ 

lWfr.1. Tomo 1, p ¿ i . 
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cipal, el cual decidirá definitivamente en el curso de 

treinta días a partir de la fecha en que fuera introdu-

cida la apelación"' de los actos del Director de Obras 

Municipales por los cuales rechace las objeciones for-

muladas por el interesado a los cambios sugeridos por 

el Director respecto a los planos de construcción.220 

C. La misma Ordenanza sobre Arquitectura, Ur-

banismo y Construcciones en general prevé que "de 

las sanciones impuestas (conforme a ella por el Direc-

tor de Obras Municipales) podrá apelarse por ante el 

Concejo Municipal, previo pago o afianzamiento a 

juicio del Administrador de Rentas Municipales".121 

D . La Ordenanza sobre Aseo Urbano y Domici-

liario de 30 de noviembre de 1943 establece que de 

las penas impuestas a los deudores de más de dos tri-

mestres del servicio así como a los demás infractores 

de la Ordenanza "se podrá apelar ante el Concejo Mu-

nicipal del Distrito Federal, dentro de los diez días 

siguientes a la correspondiente notificación".222 

E. La Ordenanza sobre impuesto de Casas, otros 

Edificios y Terrenos sin construir de fecha 2S de sep-

tiembre de 1950 establece que cuando el propietario 

de un inmueble no encuentre justa la nueva fijación 

del valor del mismo que servirá de base para el cálculo 

del impuesto, "podrá interponer recurso por ante el 

'i.'d. f , d . e n Compilación Legista iiiü Municipal, cit., T o m a 1, p á g . 106. 

. ViJ AriÍL'UIU» 269 y 270 t i l Compilación Legislativa Municipal, cíl., 

T o m o I , p ég . 149. 

222 . Vid. A r r i f u l u 26 m Compilación Legislativa Municipal, cit., T o m o I , 
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Concejo Municipal dentro de los diez días después de 

notificado, para que dicho Cuerpo nombre un perito, 

quien en unión del que debe haber designado el con-

tribuyente en su solicitud, procederá a hacer la fijación, 

la cual deberá efectuarse dentro de los diez días in-

mediatos a la designación del perito nombrado por el 

Ayuntamiento",223 

F. La Ordenanza sobre Catastro de 2 de di-

ciembre de 1960 establece que "de los avalúos fijados 

por la Oficina Municipal de Catastro se podrá apelar 

por ante el Concejo Municipal, dentro del término de 

treinta días continuos a partir de la notificación al inte-

resado".2^ Asimismo, prevé una apelación de las multas 

impuestas, "por ante el Concejo Municipal en los diez 

días siguientes a la notificación, previo pago de la 

multa aplicada o afianzamiento de la misma".22"5 

G. La Ordenanza sobre Espectáculos Públicos del 

Distrito Federal de 24 de marzo de 1961 establece que 

"de las penas impuestas (por el Inspector General de 

Espectáculos Públicos) podrá apelarse por ante el 

Concejo Municipal, dentro de los diez (10) días há-

biles siguientes a la notificación, previo el pago o afian-

zamiento a satisfacción del funcionario que las haya 

impuesto, sin cuyos requisitos no se dará curso a la 

apelación".226 

223, Vtd. A r t í c u l o 1] en Camp ilaci¿ n Le gulatica Municipal, cií.. To-

mo I I . p á g . 415. 

2V l . Yid, A r t í c u l o 13 en Compilación LffUlatnii Municipal, t l f . , Tomo I I . 

p i f r . 139. 

225. Vid. Artú-u|i> 17 en Compilación Lrgitlriiiva Municipal, <•(/,, Tt imo I I , 

p i g , -139. 

226. y td. A r t í cu lo» "3 y " 1 en Cempi /ac i ' ún Legislativa Municipal, cit., 

T u m o 11, p á g . lt¡'¿. 
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H . La Ordenanza sobre Patentes de Industria y 

Comercio del Distrito Federal de 8 de noviembre de 

1958, establece que de las multas por infracción de 

las disposiciones de la Ordenanza, "podrá apelarse por 

ante el Concejo Municipal, dentro de los diez días a 

partir de la notificación mediante presentación de 

fianza a satisfacción del funcionario que baya impuesto 

la multa so pena de no dársele curso a la apelación".227 

I . La Ordenanza sobre Propaganda comercial del 

Distrito Federal de enero de 1963, establece que "las 

multas que se impongan por infracciones a la presen-

te Ordenanza, serán apelables ante el Concejo Munici-

pal del Distrito Federal, dentro de los 10 días siguien-

tes a la notificación, por intermedio de la Goberna-

ción del Distrito Federal, la cual remitirá al Concejo 

Municipal conjuntamente con la apelación, el informe 

correspondiente".228 

J . La Ordenanza sobre concesión de los Teatros 

de Propiedad Municipal del Distrito Federal de 6 de 

marzo de 1963 establece que "las sanciones serán im-

puestas por el Gobernador por órgano del Inspector 

de Espectáculos Públicos y podrán ser apeladas, pre-

vio pago o afianzamiento de las mismas, por ante el 

Concejo Municipal dentro del término de cinco días 

contados a partir de la fecha de notificación al con-

cesionario 

227. y¡d. Ar!¡cnli> VH pn Campilaci í,n Lejitilatit a Municipal, cíe., T o m o 

I I I . p * £ . 1.190. 

228 l'id. A r t í c u l o en Compilación Le fifi,trica Municipal, cit., Tomo 

111, p i j t . I-1ÍIT. 

21í>>. ful. Ar t i r i i l u 21 en Compil¡iLi„/i LetUlatii a Municipal, cit.. Tumo 

I I I . p á e . 1 . I H . 
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K , La Ordenanza sobre Patentes de Vehículos 

de 5 de enero de 1962 establece que "de las sanciones 

impuestas conforme a las disposiciones de esta Orde-

nanza podrá apelarse por ante el Concejo Municipal, 

dentro de los diez días siguientes a la notificación, 

previa cancelación de la mult^ o constitución de fian-

za por el monto de la misma, a falta de cuyo requisito 

no se dará curso a la apelación".2*9 

3. LOS PODERES DE ORGANIZACION Y EL 

NOMBRAMIENTO DE FUNCIONARIOS O 

EMPLEADOS MUNIC IPALES 

30. Tal como hemos visto, el Cobernador del 

Distrito Federal tiene atribuida la facultad de "organi-

zar y dirigir las oficinas de administración del Dis-

trto Federal con facultad para nombrar y remover 

libremente sus respectivos empleados". Por tanto ha 

dicho la Corle, "no cabe duda que al poder orga-

nizar y dirigir las oficinas de Administración puede, 

en consecuencia crear servicios y cargos ejecutivamen-

te. El Gobernador es, según se ha subrayado, quien 

conoce las necesidades públicas y quien, de consiguien-

te, puede prever los servicios correspondientes. Y como 

una consecuencia necesaria le viene la facultad de nom-

brar y remover los empleados de la Administración 

que le está encomendada".231 En este mismo sentido 

l" . Vid. A r t i c u l o 2B en Compilación I .r j(i\ini ¿i a Municipal. , /.'.. T o m o F11. 

l>ág, 1-524. 

231 - Vid. S e n t e n c i a de l a a n t i g u a C u r t e F e d e r a l y d e C a s a c i ó n en S a l a 

P o l í t i c o - A d m i n i s t i a t i » » de 11 de OBO»1C> d e 1940. Mtmoria 1911. T o m u 1, 

1>»Í. 230. 

102 



debe decirse que estando los poderes de organización 

en manos del Gobernador ninguna norma municipal 

dictada por el Concejo Municipal, en el ejercicio de 

su autonomía normativa, puede válidamente extralimi-

tar ni hacer nugatorias ni menoscabar o restringir las 

facultades organizativas del Gobernador.232 De lo con-

trario estaría viciada de usurpación de funciones. 

En este supuesto se encuentra, por ejemplo, la 

Ordenanza sobre Catastro del Distrito Federal de 2 de 

diciembre de 1960 al establecer que la Oficina Mu-

nicipal de Catastro "es una dependencia del Concejo 

Municipal del Distrito Federal","3 

31. Por otra parte, tal como lo ha precisado la 

antigua Corte Federal y de Casación en Sala Político-

Administrativa, "al Gobernador del Distrito Federal co-

rresponde el nombramiento y remoción de dos órdenes 

de empleados del Distrito Federal: el uno relativo a los 

empleados de su dependencia, cuya atribución o facul-

tad le viene, de su carácter de órgano inmediato del 

Presidente de la República (ord. 19, art. 13, id.) ; y el 

otro, relativo a los empleados de la Administración del 

Distrito Federal, cuya atribución o facultad le viene 

de su carácter de Primera Autoridad Ejecutiva, en 

lo Administrativo y Económico (ord. 4, art. 14, id.). Es 

absurdo pretender que deben entenderse tales faculta-

des o atribuciones del Gobernador sólo como simples 

232 . C f r . ( M i . i o He |j P m i u n r i a n » G e n r r i l <Jr 1* R e p ú b l i c a S ? I .99H 

i S r r r i ñ n il>- Asc i n r i a < M E« im!c i l .!<• S de n n y o de 19fiS. j i á g . 10. 

233. Vul. A n i c u l o 1" 1-n Compilación Legislativa Municipal, cil., Ton in I I , 

p í g 135. 
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permisos o licencias del Concejo Municipal, y no 

como envolventes de plena y propia competencia ema-

nada de la ley y anexa a la autoridad misma que re-

presenta aquel funcionario'.23* En base a esos razo-

namientos la Corte anuló las disposiciones de la Orde-

nanza del Concejo Municipal de 10 de marzo de 1914 

que había conferido Ja elección de los aferidores muni-

cipales al propio Concejo, Para ello, la Corte además 

sentó lo siguiente: "Ahora, pues, como no puede du-

darse que tale» empleados lo son manifiestamente de 

la Administración del Distrito Federal, es claro que 

caen bajo la previsión del susodicho ordinal 4?, Art, 14 

id., siendo así de la libre elección y remoción del Go-

bernador en su carácter de Primera Autoridad Ejecu-

tiva en lo Económico y Administrativo, Es erróneo, 

de consiguiente, asentar que la citada Ley de 1857 

y los mencionados Decretos y Reglamentos del Ejecu-

tivo Nacional dan de algún modo al Concejo Muni-

cipal la facultad de abrogarse la elección y remoción 

de los aferidores municipales de pesas y medidas, a 

cuya elección, por otra parte, no se han referido ni 

habrían podido referirse tales piezas legislativas sin 

cometer una coacción contra la autonomía de la Mu-

nicipalidad del Distrito Federal, por cuyo respeto 

siempre ha velado principalmente esta Corle, así como 

por el de la autonomía de las demás Municipios de 

la República. Porque si el Gobernador tiene el carác-

ter de Primera Autoridad Ejecutiva, en lo Administra-

231. Vid. S f n i f f i f i j rtr l ú rtf » f o u r eir 1938. en Mentaría 1939. Tnmn I , 

p¿{(. 269. C i r . S f f t tM í t i » áe U i m i n i Carie de M tte m a n o <lr 

1938, Me muí ¡a 1M6, T. ,m« 1. t ' ¿C l»-í 
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tivo y Económico ejerce la administración del Dis-

trito Federal, y puede organizar o dirigir las Oficinas 

de esa Administración Pública con facultad para nom-

brar y remover libremente sus respectivos empleados 

(Arts. 1, 8, 14 y ord. 4?, art. 15 id.). A esta Alta Au-

toridad Municipal corresponde de consiguiente, nom-

brar y remover libremente los aferidores municipa-

les, porque tales empleados pertenecen manifiestamen-

te a la Administración Distrital, resultando así proce-

dente la colisión denunciada entre el artículo 2 de la 

Ordenanza y el ordinal 4^, artículo 14 de la Ley Or-

gánica del Distrito Federal'1.335 

En este mismo sentido, la Corte al anular las 

disposiciones de la Ordenanza de 19 de diciembre de 

1941 que facultaba al propio Concejo Municipal para 

presentar ternas ai Gobernador a fin de que éste de-

signase el Fiscal de la Caja Municipal de Crédito Po-

pular, estableció lo siguiente: ''al acordar el Concejo 

Municipal que el Gobernador nombre un Fiscal para 

inspección y vigilancia de las actividades de la Caja 

Municipal de Crédito Popular, de una terna que le 

presentará dicha Corporación, se concede a sí mismo 

una atribución que no le da la Ley que rige sus fun-

ciones, y menoscaba la facultad que ésta acuerda al 

expresado funcionario, para nombrar y remover libre-

mente sus empleados". 

"Se ha extralimitado, pues, el Concejo en sus fun-

ciones al dictar el artículo 47 del Acuerdo motivo de 

235. Vid. S r n t c n r i » J e 1» Co f t c Federa l y do C i t a c i ó n «II Sala Pol i t ieo-

Adm i a i » t r » t i v * J e 10 d i acostó de 1938. <rtk Memoria 1439, p í g . 270. 

105 



la presente decisión, el cual colide indiscutiblemente 

con la Ley Orgánica del Distrito Federal". 

"Es de advertir que la función de administrar en-

vuelve la de fiscalizar y vigilar a fin de que dicha 

administración sea más cabal ^ perfecta, y que la su-

pervigilancia o inspección sobre las actividades del 

Gobernador no la ejerce el Concejo Municipal mezclán-

dose en la administración ni coartando las facultades 

legales de aquél, sino examinando minuciosamente, en 

Ju oportunidad legal, sus actuaciones, asi como la 

cuenta anual que debe presentar al Concejo dicho fun-

cionario, la del Administrador de Reñías Municipales 

y la del Recaudador de Rentas del Departamento 

Vargas", 

"Y si es que el Concejo Municipal considera que 

la vigilancia de las actividades de la Caja Municipal 

de Crédito Popular se ejerce mejor presentándole los 

candidatos para Fiscal al Gobernador, que eligiéndolo 

éste libremente, es con la reforma de la Ley Orgánica 

del Distrito Federal, que corresponde al Congreso Na-

cional y no al Concejo, como debe procurarse tal 

propósito".*36 

Asimismo, y por sentencia de 10 de febrero de 

1943, la misma Corte Federal y de Casación declaró 

que colidían cc.n la Ley Orgánica del Distrito Federal 

las disposiciones de la Ordenanza sobre Beneficencia 

Pública dictada por el Concejo en 31 de marzo de 

53 í , y id. Sea lene i» Je la An t i gua Lor i r Ki-dcral y el l- Casac i ón e»t Sala 

Po l i t i co-Admin i s t r a t i va de 11 de ie l i t r ro r!e 1<M2. en Memoria 1913, 

Tomo I , p í g . 113. 
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1912, al atribuirse el Concejo Municipal mediante ella 

el nombramiento de las personas o funcionarios que 

debían constituir la Junta de Beneficencia Pública del 

Distrito Federal, que compele al Gobernador del Dis-

trito.2'17 

Ahora bien, siendo esto asi, y de conformidad 

con la doctrina de la Corte, que compartimos, surge 

[a evidencia de la ilegalidad, por usurpación de fun-

ciones municipales, de otra serie de Ordenanzas vi-

gentes en el Distrito Federal que atribuyen al propio 

Concejo Municipal el nombramiento de funcionarios 

municipales. Veamos unos ejemplos típicos: 

A. La Ordenanza sobre Catastro del Distrito 

Federal de 2 de diciembre de 1960 atribuye al piopio 

Concejo Municipal la "libre elección y remoción" del 

personal de la Oficina Municipal de Catastro.r,fl 

B. La Ordenanza de Escuelas Municipales del 

Distrito Federal de 6 de junio de 1899 atribuye al pro-

pio Concejo Municipal el proveer los cargos de pre-

ceptores y hacerles ios exámenes respectivos para ello.23* 

C . La Ordenanza sobre Inmuebles Municipales 

del Distrito Federal de 11 de noviembre de 1960 atri-

2 57. Vid. ilc 10 He lrl>rt-ri) 'le 1 9 « t u Memoria 14Í-Í, Tumo í , 

' - i . 

- •»; I ¡,L Arr ¡,-nl.i - ,-j, / fí,tipil.ic>t.n t i ' í i i / ' í /r ' i a Muiiici'pjl, Toma I I , 

r>»R. 4*í>-

I 1,1. Ar t i , 1,1.1« LO y 12 . N < t.mpil.u M U I.etitLilivn Muiiú ipaf, cil.. 
I . . . n o 11. Tí", v 
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buye al propio Concejo Municipal el nombramiento 

de los miembros de la "Comisión de Administración 

de Inmuebles Municipales".240 

D. La Ordenanza de Mercados Libres del Dis-

trito Federal de 28 de junio de 1951 atribuye al Con-

cejo Municipal el nombramiento de uno de los miem-

bros de la Junta Fiscalizadora de los Mercados.2*1 

E . La Ordenanza sobre Organismos Municipales 

de Planeamiento Urbano del Distrito Federal de 5 de 

abril de 1960 atribuye al propio Concejo Municipal el 

nombramiento del Director y del personal técnico y 

de oficina de la Oficina Municipal de Planeamiento 

Urbano.;212 

F. La Ordenanza sobre el Instituto Municipal de 

Transporte Colectivo del Distrito Federal de 7 de julio 

de 1961 atribuye al Concejo Municipal el nombra-

miento de uno de los integrantes de la Junta Admi-

nistradora del Instituto.243 Esta Ordenanza fue modi-

ficada por acuerdos de 6 de julio de 1966 y de 31 

de agosto del mismo año, en el cual se crea una Jun-

ta Reorganizadora del Instituto integrada por siete 

miembros, de los cuales tres son designados por el Con-

cejo Municipal. Este último acuerdo fue enviado al 

2 W . Vid. A t t i c n k ' 9 c " Compilat. \cn L'fisLuica Municipal, n!,, Tum i . 

I I I , p í g . 996 . 

241 . Vid. A r t í c u l o 13 CI> Compilación Legislativa Municipal, uit., T o m o 

I I I , p á £ . 1 .109. 

212 . y id. A r l j ' i u l o l t i ) Compilación LcgLilnfitu Municipal, ci(., Tu ino I f l , 

p á g . 1.216. 

£13 . Vid. A r t í c u l o 6 MI Ccmpilnt iúti 11g! l l n . i Municipal, cit.. T o m e 111, 

p á g . 1.496. 
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Gobernador del Distrito Federal para el "ejecútese" le-

gal, pero el Gobernador lo devolvió al Concejo Muni-

ripal en uso de sus atribuciones Legales, formulándole 

la observación de la ilegalidad, entre otras, de esas 

normas que atribuían al Concejo el nombramiento de 

algunos miembros de la Junta. Este acuerdo fue rati-

ficado por el Concejo conforme al procedimiento se-

ñalado en el Ordinal del Artículo 14 de la Ley Or-

gánica deí Distrito Federal, En vista de elfo el Go-

bernador intentó por escrito de fecha 29 de septiem-

bre de 1966 recurso de nulidad del referido acuerdo, 

solicitando como decisión previa que la Corte Suprema 

de Justicia acordara la suspensión de su aplicabilidad 

hasla tanto decidía el fondo del recurso. Con fecha 

6 de octubre de 1966, la Corte Suprema dictó un auto 

suspendiendo la aplicabilidad del referido acuerdo de 

31 de agosto, por lo que continúa en vigencia el ante-

rior de 6 de julio del mismo año 1966.244 

G. La Ordenanza sobre Instituto Municipal de 

Crédito Popular de 2 de diciembre de 1947 atribuye 

al Concejo Municipal el nombramiento de los tres 

miembros de la Junta Administradora del Instituto.245 

2 I I . Vid, r a CJ' r í j M,,ni, ipal del ¡H>tiito Federal, E x t r a Y- ' l<H á< 

22 de j u l i o dfi 1966. E l l o d iu o r i C t i i * diversa» protf*f,a« del Cin<:e/<J 

M u n i c i p a l , ha»ta t i p un l u de cjue po r Acue rdo <1« 7 de O c t ub r e 

'le 1966 SÍ dcc l s r ó " d i * m í m a l o P i ra la Mun i c i p a l ¡dad 4 el D i í i n t o 

f e de r a l el 6 ríe o r tu l i r c de 19M>" fucha J e la dec i s i ón 1« Carte 

Sup rema de J u n i t i t c i t ada . V i d . , <•! te i t ' i del úl i irrm A c u í r d n en U 

P á g i n a C-9 de U E d i r i ú » del t l i a t» , Kl Piactonal d? 9 de oc tub re tic IQáá. 

- '"> Vid. A r t í cu l o IT f » ( ¡ • t l s , Legislativa Municipal, cit.. Tomo 

I I I . r¿B-
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cuarta parte 

las experiencias del derecho comparado 





1. INTRODUCCION 

32. Puede decirse <jue es una tendencia gene-

ral en el derecho comparado, el hecho del otorga-

miento, a las grandes ciudades capitales de Estado, de 

un régimen especial en relación al de las demás muni-

cipalidades de un país. En todo caso queda claro que 

este fenómeno no es consecuencia del solo hecho del 

crecido número de habitantes de la gran ciudad, sino 

del carácter de capitalidad de la misma, es decir, de 

constituir la sede de la Administración Central,246 Por 

ello, este régimen especial adquiere relevancia particu-

lar en lo anímente al régimen de gobierno de la ca-

pital, que debe ser compatible con la necesidad de 

que los órganos de la Administración Central desarro-

llen sus funciones con el mayor prestigio y la máxima 

eficacia. En este sentido, Luis Jordana de Pozas, des-

Cfr . -por t n do i J o i é Lea l Fuerte«, A l guno« e jemp lo» de l R<'f ime/i 

Espec ia) de Cap i t a l i dad en el Derecho C o m p a r a d a , en Revtiia de 

Estudios de hi fida Local. NO 96, 19S7, p ág . 859; Lu í a J o r d ana de 

P o l i « , M a d r i d , Cap i t a l p o l í t i c a y aede de la A í l f i i i a ía t r i io ióa Central 

en Revista de Estudias de la Vida Local, N") 137, 1964, j i á f- 656 

Jesús C c n i á l e i P é i e t . E l R ég imen Espec ia l de M a d r i d y Barce lona , 

l o e . cit., p i j . VJft. 
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pués de analizar algunos casos ejemplares del régi-

men local especial de capitales de Estado, saca entre 

otras, las siguientes conclusiones: "En los países (que 

smj la mayoría) cuya organización local comprendo dos 

o tres categorías de ente* territoriales (Municipio y 

Provincia o Condado, Municipio, Distrito y Provincia), 

es clara la tendencia a sustraer a la capital de toda de-

pendencia e integración respecto de una entidad terri-

torial superior. Este designio se logra por dos caminos: 

el de constituir un Distrito exento, con dependencia di-

recta del Legislativo o del Ejecutivo Nacional o el de 

acumular en los órganos administrativos de la capital 

las atribuciones normalmente repartidas entre los dos 

o los tres tipos de entidades locales. Pertenecen al pri-

mero de los caminos indicados, los Distritos Federa-

les de las naciones americanas y de Australia. La se-

gunda solución lia sido frecuentemente empleada en Eu-

ropa (Londres, París, capitales nórdicas y otras va-

rias). Dos constantes de las organizaciones especiales 

de las capitales suelen ser la inexistencia o competen-

cia relativamente menor de los órganos colegiados de-

signados por sufragio y la deliberada disminución del 

papel del órgano ejecutivo municipal. En la misma 

línea se encuentra el grado de autonomía local, gene-

ralmente disminuido en las capitales de Estado como 

consecuencia del nombramiento gubernativo de todos o 

algunos de quienes las gobiernan y administran o del 

mayor control ) tutela ejercidos por las autoridades 

superiores".217 

217. Vid. I . ' i i» J u t d a n a J e Pu l a » . Madr i d , Ca i i l .n l l ' u l í l i c a y sedo de la 

AiimixiiM rct iun Crniral. c i t p ^ g a . y 65?. 
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Por su parte, Sabino Alvarei-Gendin y Blanco ob-

serva como tendencia general "el que los órganos di-

rectivos de las grandes ciudades, sobre todo en la ca-

pitalidad, sean desempeñados por personas designadas 

por el poder central, saliéndose del marco general de 

designaciones democráticas, ya que pueden en su si' 

tuación abrogarse funciones vinculantes con la política 

del Estado, la cual conviene poner bajo la salvaguar-

da de éste"",'''' 

Ahora bien, teniendo en cuenta las anteriores ob-

servaciones, analicemos someramente el régimen de 

gobierno de algunas de las principales capitales del 

mundo, distinguiendo entre ellas, especialmente, el de 

los Distrito Federales. 

11. EL REGIMEN DE GOBIERNO DE ALGUNAS 

C IUDADES CAPITALES 

i. parís2,9 

33. Un ejemplo típico de régimen especial de 

gobierno de las ciudades capitales constituye el de 

Par i^ por la que es además una excepción del régi-

men local uniforme francés. Ya durante el Segundo 

218. S í b i n . j A K s r í - í G c n J Í D y Hltaca, E l nueve l í i ' g imen \ltiniri-

j>») ¿ r B i r ce l bno , en kwi*ia de tuaditjí de la y ida l./ti ai. N<? 112, 

IOÜO. [.»( . i 1 » . 

J IM i'tú. L. II vi- |>CI»1 M l.t titint admiaútr<tíil du J¿p,trt/nie,,t 

d' la el tu hile dr fitis. i i o!«. . 10 ló-17; J . l .ej!: i íei, 

/ , Sfrtfkí ti* Paiii. 1»<S. 
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Imperio, el Barón Haussmann proclamó que "la ca-

pital pertenece al Gobierno" y en este sentido Barthé-

leroy cita entre las razones que exigen imperiosamen-

te que París tenga un régimen especial, la del "peligro 

político que existirá si, junto a los poderes público?, 

existieran poderes locales njuy potentes"/'0 

De acuerdo a eilo, en París existe un Concejo Mu-

nicipal de 90 miembros elegidos, cuyo President« tie-

ne la sola función de presidir las sesiones del mismo. 

Paris carece de un Alcalde y las funciones ejecutivas 

pertenecen a dos Prefectos: el de Policía y, en cuanto 

al resto de las facultades, el del Departamento del Se-

na; y ello, en virtud de que en París no es posible 

disociar la ciudad de París de las municipalidades 

suburbanas del Departamento del Sena, De aquí deriva 

una de las peculiaridades del régimen especial de go-

bierno municipal, consistente en que las dos adminis-

traciones, municipal y departamental, se funden en 

una sofa, a diferencia de lo que sucede en los restan-

tes municipios de la nación, en los que ambas juris-

dicciones están perfectamente diferenciada?. 

La competencia del Concejo Municipal es bastante 

reducida si se la compara con la de los demás Conce-

jos Municipales franceses y se halla contenida en una 

enumeración limitativa de fines que, con tendencia 

restrictiva, se hizo por el Decreto-Ley de 21 de abril 

de 1939 y )a Ordenanza de 13 de abril de 1945, aun-

que ha sido aumentada por Decreto de 6 de enero de 

2.">U. CU. por J o n i a n s J e P u m , " M . J t i J . C t j . i t « ! Politu-.i v de 1« 

¡i» iu i» i ra ii,",u ( r „ i i»)- ' , t ir. ( j,.¡ j , 63.",. 
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1961. Enlre la competencia del Concejo se destaca 

principalmente la aprobación del Presupuesto de la 

Municipalidad, En todo caso, sobre el Concejo se ejer-

ce una fuerte tutela administrativa, aun cuando las 

exigencias de la aprobación previa, que constituía la 

regla tradicional, no se aplican más desde el decreto 

de 6 de enero de 1961, sino a las deliberaciones que 

la Ley enumera. Por otra parte, los dos Prefectos son 

nombrados por el Gobierno central, así como los 20 al-

caldes (Mnires) de los veinte distritos { Arrondisse-

ments) en que está dividida territorialraente la ciu-

dad. Por ello, los Alcaldes de París son agentes del 

Estado y actúan como representantes del Poder Central.asl 

2. M A D R I D * " 

34, Después de la modificación de la Ley de 

Régimen Local, por la Ley de 7 de noviembre de 1957. 

que permitió un régimen especial para "Barcelona, así 

como para otras ciudades cuyo número de habitantes 

e importancia de «us problemas también lo aconseje",25'1 

231. Lfr . AndrA de làu l iaJ .* r,., Tratte illettientairt de Dtoit Adminiitrali/. 

Tomn 1, i-i? r J i c i ù u J , Paria, 1963, pie*- 1SS a 158; Lu i» Jo rdan* 

de P o « » , Madr id , Capi ta l Pol i t ica y M i e de la Admin is t rac iùn 

O m r a l , Ji't • 11'., p a t i . G5.i y 656; Jone Leal F u e r l n , Algunoa ejem-

pio* del Rrg imcn E»prc iat de Cap i ta l idad i n e\ Derecho Comparat i« . 

ét/c. cit., £àg» . 861 a 866, 

Vid. eo general, pdf todf>», I n j l i f u l o ¿e E i iud/ f l » de A d m i n i a l n r i a t i 

l .ocU, Mvdrid, Madr id 1964 ; [ .un /ard«f la de Pa«aa, Madr id . Capi ta l 

K A i t i i a y t u i f de la Àr im i roma t ida Central , loc. cit.. pag. o l i a 666-, 

Juan An ion in Lara Poe, l.a Ley Ctpcciàl de Madr id y laa p rob lemi» 

de la Coroptlt-ncia Mun i c i p i ) , ea Amistà de ¿studiai de U fida 

Lo^ul. m 130, Madr i d , )X>3, |<igi. 431 a 514. 

^.SJ. l ' id . J r a ù i C c u i a l r ) fèn-», £1 TU f i n c a impecia i de Madr id y Rat-

crlona, ior. cit.. pag . 32B; Sabino Alvafei Liendifi y B(«oc,i, £1 lineiti 

Kéuirofn M im i r i p a l de Barcelona, en Relitta de Eitudios de la fitta 

I.hmI, N " 112. M» / l nd 438 a S I I 
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ios Municipios de Barcelona y Madrid fueron regula-

dos por sendas Leyes que instituyeron un régimen 

especial. 

En efecto, de acuerdo a la Ley especial para el 

Municipio de Madrid aprobada por Decreto 1674 de 

11 de julio de 1963, los órganos del Municipio de 

Madrid, a los cuales corresponde, según sus respectivas 

competencias, el gobierno y administración del mismo, 

son; el Alcalde, los Tenientes de Alcalde, el Ayunta-

miento en Pleno, la Comisión Municipal de Gobierno 

y las Juntas Municipales de Distrito.254 El Alcalde es 

el Jefe de la Administración Municipal, y como tal, 

Presidente nato del Ayuntamiento Pleno, de la Comi-

sión Municipal de Gobierno y de todos los órganos 

colegiados municipales. Es además representante de la 

Corporación y Delegado del Gobierno Central, y por 

ello es nombrado por el Jefe del Estado.255 Por su par-

te, el órgano colegiado fundamental de la Municipa-

lidad es el Ayuntamiento Pleno, integrado por el Al-

calde, los Concejales y el Secretario, siendo los Conce-

jales designados mediante elección restringida.256 

3. L I S B O A " ' 

35. Por su parte, la necesidad de una regula-

ción especifica, distinta de la aplicable al resto de los 

2 .VI. y td. A r í i c u l o 1 J t l i L ì y t t pec i a l . 

JS5 . Vid. A n î c i i l o » 6 y 7 de 1* Lev Eapcc i a i . 

236. y id . Arr íe h lo.» L i y i j Î..-1-

ü.">7. l'id. t-n p t m r i ] , A . O l f í l i i i u Da C o » u . ¿ « t o o , capita] de Portugal. 

Lisboa, )942; A)i » » ! i <W V«»<OIIC/-|<>Ì. Extension » remodelai ión de Litf'Ou, 

Or i e n t a r í a n » J i m n i»l ral >v», 2« C o n i r r a o i l i » Capital-i. L i , b u a , 1950. 

m 



municipios, ha sido reconocida a las ciudades de Lis-

boa y Oporto por el vigente Código Administrativo, 

aprobado por Decreto-Ley N 9 31.095 de 31 de di-

ciembre de 1940. 

De acuerdo a dicho cuerpo legal, el órgano de 

Gobierno de Lisboa es la Cámara Municipal, integra-

da por un Presidente y doce concejales. El Presiden-

te de la Cámara Municipal es nombrado por el Go-

bierno Central, acentuándose su carácter de delegado 

del mismo, y de acuerdo al referido Código Adminis-

trativo, tiene una evidente supremacía en el Concejo ya 

que puede resolver por sí mismo la mayor parte de 

los asuntos que integran la competencia municipal, 

salvo aquéllos que requieren especial acuerdo de la 

Cámara. Por su parte, la Cámara Municipal además 

del Presidente, está integrada por doce vereadores o 

concejales, elegidos por sufragio orgánico. La Cámara 

está sometida a un fuerte control de tutela por el Go-

bierno Central, al requerirse la aprobación previa de 

éste para el ejercicio de ciertas competencias.25® 

I . BOGOTA 

36. Uno de los típicos ejemplos latinoamerica-

nos de régimen especial derivado de la capitalidad en 

Estados no federales, es el de Bogotá, como Distrito 

Especial. En efecto, por Decreto 3.640 de 1954 Bogo-

tá, Capital de la República, se organizó como un Dis-

Í.S8. C í r . J i»-' LeaJ Fuerte» . A lguno« e jemplos de l Rég imen Eapeeia l da 

Cap i t a l i dad r n I>1 Derecho Cn tnparado , loe . cil-, p í g > . 871 a B76. 
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trito Especial, "sin sujeción al Régimen Municipal or-

dinario". A pesar de la erección de Bogotá como Dis-

trito Especial, continuó existiendo un Concejo Muni-

cipal, denominado Consejo Administrativo del Distrito 

Especial, pero con facultades menos amplias que el 

Concejo del régimen municipal ordinario, por el ro-

bustecimiento de las atribuciones del órgano ejecu-

tivo. Además, la mitad del número de miembros del 

referido Consejo Administrativo son designados por el 

Presidente de la República, y el resto por elección 

popular. Uno de los miembros del Consejo Adminis-

trativo es el Alcalde Mayor, órgano ejecutivo y Jefe de 

la Administración del Distrito Especial; es nombrado 

asimismo por el Presidente de la República, y como 

tal. tiene el carácter de agente de éste.250 

.V OTROS EJEMPLOS EN LATINOAMERICA 

37. La preeminencia de la intervención del Po-

der Central se destaca en el régimen de gobierno de 

otra serie de capitales latinoamericanas, tal como las 

inrlira Fernando Albi: en Tegucigalpa, el gobierno de 

la ciudad corresponde a una comisión de nombramien-

fn gubernativo, que depende del Poder Ejecutivo; en 

Managua, el gobierno de la ciudad corresponde al 

Presidente de la República, representado por un Mi-

nistro: en San Juan de Puerto Rico, el gobierno de 

la ciudad corresponde a un Gerente y a una Comisión, 

L'SÍ». C f r , Iv-¡ii K.-tievprri C a n c i n t i , Régimen Adminístralas de Bogotá, Distrito 

(TI-SÍH). B o e . í l í . 1Ü58. J I IP . 21 y *ip. 
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esta última de nombramiento gubernativo y el Geren-

te designado por la misma; en Santiago de Chile, el 

Alcalde es nombrado por el Gobierno Central; y en 

Asunción, el Intendente también es de nombramiento 

gubernativo.260 

I I I . EL REGIMEN DE GOBIERNO DE ALGUNOS 

DISTRITOS FEDERALES 

1. EL DISTRITO DE COLUMBIA 251 

3R. El régimen especial del gobierno de la 

ciudad de Washington es consecuencia del sistema fe-

deral que rige en los Estados Unidos de América del 

Norte y encuentra su fundamento en la necesidad de 

sustraer a la Capital Federal de la influencia que sobre 

la misma pudiera ejercer cualquier Estado. En esta 

forma, la organización actual descansa en el principio 

de que el gobierno del Distrito Federal pertenece a 

la competencia de los órganos de la Federación. En 

este sentido puede afirmarse con José Leal Fuertes, que 

Washington constituye una excepción a las normas ge-

nerales de) moderno Derecho Municipal.2*2 

L'I>U. ( J . T LÍ,IOJ).],, A1I.1. hr'fího Municipal Comparado del mundo Uis-

¡ián, ID, ,'it.. pÁz»- 3SD y 351. 

'.'i.!. f-'.-Tgujoji and H rn ry , The .imbrican Federal Gol e rumen (, Nt-'vr Yo rk , 

1930, p »R . 592 y s i g . ; A . y S . Tune , t e Syttérne Coutítuiíon.iitt de 

Krars l.'rtLs d' Amengüe, Par ía ¡954, T o m o l í , paga . 6 y 7, La Coni-

í i f u n u f t de los Estadas l'nidos de América. Tomo I , Bueno» Airo», 

1949, p í g . '>71 y p l j . 

¿0¿ . 1 ' id . J.j**' l .enl Fuerte» , A i r " no a E jempl t . » del R i g i m e n E tpec i a l de 

Cap i t a l i dad (.-u el Defi:4'hc> Compara do, loe. cit., p í g . 882. 
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En efecto, Jas funciones legislativas en el Distrito 

l ederai son ejercidas directamente por el Congreso de 

los Estados Unidos, para lo cual funcionan las corres-

pondientes comisiones. Por otra parte, para el despa-

cho de los asuntos existe una comisión permanente en 

cada Cámara, con el fin de preparar la legislación re-

ferente a una serie de materias especificas. Por su par-

le. las funciones ejecutiva» corresponden, en principio, 

al Presidente de los Estados Unidos, quien las delega 

e;» un "board" o comisión, formado por Ires comisio-

nados, nombrados por él, de acuerdo con el Senado.2" 

2. BUENOS AIRES. CAPITAL FEDERAL 

39. La problemática relativa al gobierno de Bue-

nos Aires como Capital Federal ha sido largamente 

debatida en la doctrina argentina desde los orígenes 

mismos del régimen federal, sobre todo por los in-

convenientes interpretativos de las normas constitucio-

nales que instauran dicho régimen y de las normas 

legales que lo desarrollan.101 

I6.Ì. Clr . JI.«I- I r a i V 'un i r* . Viglino» ejemplo* Regimati Eajif.rial de 

< *i>n»l>dad e» .'I Drivi Lo Co»:par»do. loc. cit., p iRa. a 38J ; 

Cairo M i i i i n ' J , }.n 0/jfitn: ;ai i.in T*.-nf,::i<il WV F.ttadn» Untdn*, 

Madrid. 1!>:.Ì. riji«-. " i » .VI. 
Ì H . I .il. FU RrnTul . L /».-aliti, £1 (reI,-rno de la eludati «le Burnus 

A u t » . i o ftrt u l o de Dc/clAì, / .tdaunist/ación Mun,,ipnt, Bn f n o , 

A. t r i , 1910 N " 12&. v à i » . 11' * aic-i Saav i / r a l . ima» C. , Sùitma 

l/uaiV<>i/ tir (il t'ii^ifrii dr R.'/.iJAica. B i i ' d i i . n i f e , Adulto 

Muj ìca , VI Gnb]"i) i> rie la «milatl le B u c a a t Aire«, rn Ann t«* dei 

¡nititlilb Poputar de Canftttnauit. Torno X V . Bii. nos Airra, 1939, pgs. 

¿6 y «ÌS-i K. B i t l k i . B ufficia Air»» . n Q'. A. l iubaoo, Grettt exti-'t 

»! the W oriti, 1 .oriti r#-<. IMJ. 
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En efecto, para 1950, Benjamín Villegas Basabü-

vaso expresaba que "de acuerdo con lo« nuevos textos 

constitucionales, el gobierno y administración de la 

capital de la Nación está exclusivamente a cargo del 

Cpngreso y del Presidente de la República. Las fun-

ciones de estos órganos son distintas: cada uno de 

ellos tiene su ámbito propio e inconfundible; las del 

primero son esencialmente normativas; las del segun-

do, ejecutivas, sin perjuicio de su poder reglamentario. 

Este sistema —agrega Villegas— no permite que se 

organice, dentro del Distrito Federal, ningún colegio, 

corporación o concejo, con facultades legislativas u or-

denancistas. Todas las facultades de legislación en sen-

tido estricto corresponden constitucionalmente al Con-

greso y la reglamentación de la misma al Poder Eje-

cutivo de la Nación".265 

No obstante lo anterior, resulta evidente como lo 

afirma Zavalía, "que ni al Presidente ni a las Cáma-

ras Nacionales les sería posible atender a toda la minu-

cia de una administración municipal", por lo que "pu-

do preverse la necesidad y conveniencia de que, en lo 

ejecutivo, actuase un funcionario que fuese como la 

prolongación de la persona del Primer Magistrado de 

la Nación, y de que funcionase también un cuerpo co-

legiado que tuviera a su cargo la tarea —también mi-

nuciosa y, por lo tanto, difícil de realizar por el Con-

greso, ya recargado con la función legislativa gene-

265. y¡J. B t b i& im» V i l l r n » B« i»h i !>»«>. ùrrtcho Administrativa, T o n o l í . 

huenn i Aire», lOSO. p í e . • t f í . 
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ral— de dictar las numerosas Ordenanzas llamadas a 

resolver los problemas sencillos de la administración 

local".2« 

En esa forma, y dejando a salvo ías diversas 

etapas en que el régimen ha quedado en suspenso, como 

la actual, a partir de la Ley 2.260 de 1882, el gobierno 

de la ciudad de Buenos Aires se ejerce entre un Con-

cejo deliberante y un Intendente, Eí Concejo deliberan-

te, actualmente compuesto de 30 miembros, es desig-

nado por elección popular, y tiene funciones delibe-

rantes: y el Intendente, como órgano ejecutivo, es 

nombrado por el Presidente de la República y actúa 

como representante del Gobierno Nacional,2$7 

Por supuesto que la existencia del cuerpo delibe-

rante electivo ha llevado a la doctrina a preocuparse 

frente a su composición política, habiendo expresado 

Zavalía lo siguiente: "Si el propósito de federaliiar la 

ciudad donde residieran las autoridades nacionales na-

cía de la necesidad de evitar que actuase en ella otra 

voluntad que la de la Nación, ¿cómo puede concillar-

se con esa exigencia tan significativa el funcionamien-

to de una corporación de origen electoral contrario a 

los intereses nacionales personificados en el Presiden-

te de la República y en el Congreso?".26® 

¡ 66 . f ' td . C l o d o m i r o Z»-v»1ia, T'nlodv de Derecho Municipal, Buenn t Aire» , 

1941, p á g . 227 i C. ¿ ava l i » , E l gob ie rno de la c i udad de Bueno » 

Aire» , Joc. cit., p á g . 123. 

267. y id Ra fae l B ie la» , Pfincipios de Régimen Municipal, Bueno« Aire?, 

1962, p á g , . ) J 6 y »¡g . , y J60 y a i f . eapeeia í ¡nenie 169. 

Vid, C . Zava l i a . E l gob ierno de la c i u d ad de Buettoa Airee, loe, cit,, 

p ág . 125. 
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3. EL DISTRITO FEDE RAL DE MEX ICO 

40, La Ley Orgánica del Departamento del Dis-

trito Federal Mexicano de 1941, reformada en 1945 

y 1946, determina que Ja administración de dicho 

Deparlamento se encuentra organizada en los términos 

siguientes; el Presidente de la República tiene a su 

cargo el gobierno del Distrito Federal y lo ejerce por 

conducto de un Gobernador o Jefe del Departamento 

de su libre nombramiento y remoción. Este es auxi-

liado principalmente por un Consejo Consultivo, como 

órgano colegiado compuesto por representantes de los 

principales intereses de la localidad, designados por el 

Jefe del Departamento a propuesta de diversas agrupa-

ciones. En todo caso, las atribuciones de este Consejo 

son únicamenLe de carácter informativo y de consulta, y 

en ningún caso de carácter decisorio o ejecutivo. Por 

otra parte, la función legislativa en el Distrito está a 

cargo del Congreso de la Unión de acuerdo a la Cons-

titución Federal. 

De acuerdo a lo anterior, es claro entonces que 

la organización del Distrito constituye un régimen de 

centralización administrativa pues corresponde al Je-

fe de la Administración Federal ejercer la suprema au-

toridad en el Departamento.269 

l'id- ( .m i t i YfenJìi-t» >• N » l i f t , La .idminìstraeión Pùblka rn Miti.o, 

Mi ' * i r ò » M c . ; R¡cardo J . Zrvada . E i D r p j r u m r f t t o de l 

D is t r i l o Ffd.-r»], f n Htitsia de la Facuttad de Derecho y Ciencim So-

ciairt, NV 1D. M r i i ' o 192». p i g . 8 y « ig . ; Gab i f to Fraga . Derethn /fd-

ministratilo, M r i k o 19SÓ. 324 y eig. : A . S e m Itojan, Dereclio 

.idmiru'jt/ut.ifi. Mf<tu'^ ly^S, j>àg. 537 y 

125 



4, EL ANTIGUO DISTRITO FEDERAL 

DE R I O DE JANEIRO 2 7 0 

41. El gobierno del Distrito Federal de R ío de 

Janeiro, que era muy similar al de Caracas, tenía lu-

gar por un órgano que ejercía'la función ejecutiva: el 

Alcalde; y otro al que correspondía la función legis-

lativa: el Consejo de la Ciudad. 

El Alcalde era designado por el Presidente de 

la República, quien también podía removerlo libre-

mente. Su competencia era bastante extensa; era el 

representante legal del Distrito Federal y, como tal, 

podía adoptar acuerdos y concertar contratos, en este 

caso, con la aprobación del Consejo. El Alcalde ade-

más, dirigía y controlaba los servicios públicos muni-

cipales y para ello disponía de amplias facultades, 

tanto en el orden financiero como administrativo. 

Por su parte, el Consejo de la Ciudad se compo-

nía de 50 consejeros, elegidos por los ciudadanos del 

Distrito mediante el sufragio directo. El Consejo ejer-

cía facultades legislativas, sin perjuicio de los Poderes 

que en esta esfera de acción se concedían al Alcalde. 

En efecto, en la realidad no existió en el régimen 

de Río de Janeiro una perfecta discriminación entre 

las facultades ejecutivas y legislativas por lo que se 

refería a la figura del Alcalde, puesto que éste podía 

270. Vid. m i t n r n l , Jusé Ar t u ro R io» , R i o He J ane i r o , en W . A . Rob-

»un. Great cities aj the World, Londres . 1954, p ie- 439 y s i f . ; Levi 

C a m í i r o , Organizacae dos Municipios c do Distrito Federal, R í o de 

l aoe i rn , 1533. 
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diciar decretos, ordenanzas, instrucciones y reglamen-

tos, e incluso bloquear la actividad del Consejo por 

medio de su facultad de veto frente a las resoluciones 

de este último. Este derecho del Alcalde caracterizó a 

dicha magistratura con fuertes caracteres, y en la prác-

tica dio lugar a frecuentes tensiones entre el órgano 

ejecutivo y el Consejo de la Ciudad.271 

5. APRECIACION GENERAL 

42. Como apreciación general derivada de la 

comparación de los diversos regímenes de gobierno de 

Distrito Federales antes descritos, nada más exacto que 

la siguiente conclusión de Jordana de Pozas, cuando 

al referirse al Distrito de Columbia afirma: "El régi-

men de Washington ha constituido un prototipo de go-

bierno de capitales de Estado. Pronto alcanzará su 

centenario y su influjo, sobre todo en América, ha 

sido grande, particularmente en los Estados Federales, 

como México, Argentina, Brasil y Venezuela. Aunque 

con variantes, el régimen de México, de Buenos Aires 

y de Caracas responde a la misma preocupación de 

salvaguardia del Gobierno Nacional, que se traduce en 

singularidades territoriales (el Distrito Federal), es-

tructurales (nombramiento gubernativo del órgano eje-

cutivo y supresión o debilitamiento del colegiado mu-

nicipal), de relación con los Poderes del Estado (de-

pendencia del Presidente de la República y del Par-

271. Clr . Jo»é l . r a l F u m I p » , A lguno» * ¡«ftiplo» áel Hrcimea Erpev ia l d » 

Cap i i a l i ü a i l en D»recho C o m p i r t J o , I n t . eit., p ág» . B84 y 865. 
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lamento o de uno solo de ellos), de menor participa-

ción de los vecinos en la Administración municipal 

y, finalmente, financieras (toma a su cargo de los gas-

tos por la Nación o fuerte subvención de fondos del 

Estado)".272 

En todo caso, trátese de ciudades capitales o de 

Distritos Federales, el estudio del Derecho Compara-

do nos muestra dos constantes a retener: En primer 

lugar, la inexistencia o la competencia relativamente 

menor de los órganos colegiados designados por el 

sufragio; y en segundo lugar, la disminución del gra-

do de autonomía local como consecuencia del nombra-

miento gubernativo de todos o algunos de quienes go-

biernan las ciudades o las administran, o como con-

secuencia del aumento del control y tutela ejercidos 

por las autoridades nacionales sobre dichos órganos, 

272. F i d . L . J o r d á n « d f Poz«». M a d r i d , Cap í i « ) Po l í t i c a y aeJe de 1» 

A d m i n i s t r a c i ó n central , loe. c i c p á g . 650, 
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quinta parte 

perspectivas futuras: 

las exigencias del área metropolitana de caracas 





43. Los problemas del régimen de gobierno 

en el Üislrito Federal, ciertamente, ya no pueden ser 

desligados del problema más amplio y grave del régi-

men uniforme y coordinado que requiere toda el Area 

Metropolitana de Caracas. 

En efecto, pocos fenómenos de cuantos se desarro-

llan en la Administración Local de nuestros días se 

encuentran revestidos de tanta importancia, generali-

dad y actualidad como el del crecimiento de (as gran-

des ciudades, "el principal problema de la moderna 

civilización", en frases de Mackenzie.273 En efecto, este 

fenómeno del crecimiento de las zonas metropolitanas 

que ahora agobia el régimen de Caracas, es común 

a todas las partes del mundo. En la actualidad hay 

zonas metropolitanas en Oriente y Occidente, en los 

países más avanzados y en los menos desarrollados, en 

loa países capitalistas y en los comunistas, en las vie-

273. Cu. por P. E n t e n a Caett», P r ob l t n a a A n u a l * ! dr ]i» Grande* Ciu-

d »d f i , t o Problemas Político» d< la t ida Local, Tamo I, Madr id , 

19dl, 101. 
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jas naciones y en las nuevas. Hay que aceptarlo como 

un fenómeno de nuestro tiempo, que ha adquirido una 

importancia cuantitativa extraordinaria."4 

Ahora bien, este creciente número de personas 

que se agrupan en torno a los grandes centros urba-

nos, plantea una serie de problemas más o menos co-

munes en cuanto a su enunciado, referentes funda-

mentalmente a la organización administrativa, la pres-

tación de servicios municipales, la hacienda local, la 

participación de los administrados en el régimen de 

gobierno y la planificación. 

Desde el punto de vista jurídico-administrativo, el 

primero de dichos problemas, de cuya solución van a 

depender materialmente ios otros, es el de mayor im-

portancia: la evolución de la metrópoli moderna lamen-

tablemente no ha ido acompañada de una evolución 

apropiada del sistema de gobierno ni de una organiza-

ción administrativa adecuada. La ciudad, la gran ciu-

dad, ha desbordado los marcos de jurisdicción territo-

rial primitivos, y ha invadido otras jurisdicciones mu-

nicipales. En esta forma, las facultades administrativas 

antagónicas y los encontrados intereses de las admi-

nistraciones locales vecinas y de la autoridad pública 

en diferentes planos 275 han entorpecido considerable-

271. Ctr . L u i s G . M i r q i i c « . L a * Z a lis» M e t r o p o l i t a n a s y hiis p r o b l e m a « , 

c u í u u i i i o s en Homenaje a lordano de Potai. T u m o TI], V o l . 2 , 

M a d r i d , 1962. p á í . i:+u. t Jn r e f i n o de e l lo ha aidn el r e s i l l a d o y 

loa i r a t i « ) » » pr racota i l i i a ») " P r o g r a m m e d ' é t u d e s et de atnçea su r lea 

P r o b l è m e s M e t r ó p o l i t a i n « " , o r g an i z a do en 1967 pur la M u n i c i p a l i d a d 

de T o r o n t o , C a n a d á . 

2 7 j . E n Cara« a» po t e j e m p l o : E j e c u t i v a N a c i o n a l , E j e i : a t i » o d s l E a t a d n 

M i r a n d i , C o b e r n a d o r d e l D i a t r i t o f e d e r a l . C o n c e j o s M u n i c i p a l e s d e l 

D i s t r i t o Fede r a l \ de l D i a t r i t « S u c r e d< 1 E « t « d o M i r a n d a . 
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mente la planificación general y la prestación de ser-

vicios a las zonas periféricas integradas. De ahí que el 

principal problema a resolver en toda zona metropo-

litana es el del paso de un régimen local normal a uno 

específico para dicha zona, es decir, es el problema de 

establecer una estructura organizativa que corresponda 

realmente a la población, extensión territorial y vida 

social y económica que en ella se desarrollan.275 

44. Aunque los autores coinciden en que cada 

caso tiene sus características peculiares y no es posi-

ble, por ello, señalar soluciones generales, las alterna-

tivas imaginables y viables se reducen a cuatro o cin-

co. Víctor Jones en el Curso sobre Problemas Adminis-

trativos de los Grandes Centros Urbanos, profesado en 

la Universidad de Bolonia hace algunos años, cita las 

siguientes posibilidades: anexión, confusión de la ciudad 

con el ente superior (provincia o condado), separación 

radical de la ciudad de este ente local (el ejemplo de los 

burgos-condados ingleses) y creación de un distrito fe-

deral o metropolitano especial. Bollens cita seis alterna-

tivas: las cuatro anteriores y dos intermedias, consisten-

tes en un régimen de conciertos entre los entes locales 

afectados en una confederación de municipios. Phillips 

amplia la cifra a diez, pero se trata, en realidad, de 

subtipos de los anteriores y de ía asunción directa por 

e) Estado de los problemas de metrópoli.277 En el fu-

2T6. P i d . f iurUra ponenc ia at l<sf. C j n e r r s o V ^ n c i o l a n » Ae Coope r a c i ó n 

I n t f rmun i c i p » ) ce lebrada i-n Ca iacaa en novi f fmbrr de 196? (obre " L o a 

P fnLkma i » ¿i> lan Area» Met ropo l i t ana« y la Ley O r g á n i c a de l P o d e r 
M u n i c i p a l " . 

277. I ' ¡',J V. i o n * » . Ptoblémmi Admin\Atr»iit>i dri Matgiore Centri L'rbani, 

Bolun ia , St-uola J e Pe f fe» >o na m ien to m •v-iriwe Aa lm in i t i r a t íve, t l f . . 
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turo, Caracas, dado el crecimiento de su zona de in-

fluencia, habrá de estructurarse conforme algunos de 

esos principios. 

45. En efecto, Caracas, con su gran zona o Area 

Metropolitana,278 no escapa al proceso inevitable de ten-

dencia a la integración administrativa de los entes lo-

cales que en ella tienen jurisdicción. Para ello la Cons-

titución ha consagrado diversas posibilidades jurídicas. 

En efecto, el artículo 10 de la misma consagra ex-

presamente la posibilidad de que se produzcan entre 

los diversos entes territoriales del país, convenios de 

cesión de parte de sus territorios, lo que también tiene 

vigencia para el Distrito Federal. Así, dicha norma 

señala que "las modificaciones de límites, compensacio-

nes o cesiones de territorio entre el Distrito Federal o 

los Territorios o Dependencias Federales y los Estados 

podrán realizarse por convenios entre el Ejecutivo Na-

cional y los respectivos Estados, ratificados por las co-

rrespondientes Asambleas Legislativas y por el Sena-

do". En esta forma la primera de las soluciones posi-

bles para lograr una integración del Area Metropoli-

tana está configurada por ejemplo, por la anexión, 

por cesión del territorio del Distrito Sucre del Estado 

por M . Pé re i O l e » , Problemas <¡e Madrid ante su Ley Especial, 

M i d i id p * £ . 44. J i w r l ] C l M Fh i l l i p » . Municipal Govtinmeni and 

Administraron lJt America, Nueva Y o r k . 1960, p í g » . 135 • 169, cit., por M . 

P é i r r O l e » , of>. ctJ. , p ¿ | . 44. 

2?B. y id, Ma r co Aure l i o V i l » , Arta Metropolitana de Caracas. E d i c i ó n » * 

del Cua t r i c rn tena r i o de Caraca», Cataca» , 196 "i. f'tJ. u n m i m o , el 

Decreto N i 617 de 1.1 de oetubce de 19S0 por r l cual íe creo, para 

fines estadísticos y censales el " A r e i M e t r o p o l i t a n a " . en Caceta 

o f i c i a l N Í 23.357 de 19 de oc tubre de 1950. 
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Miranda al Distrito Federal en la forma prevista en 

la Constitución. En esta forma, toda el Area Metropo-

litana o un gran porcentaje de ella estaría integrada 

bajo una sola estructura administrativa y un régimen 

de gobierno cónsono con el carácter de capitalidad y 

sede de los Poderes Nacionales de Caracas. 

Pero partiendo del supuesto de la dificultad prác-

tica de su viabilidad, que tiene la solución de anexión 

referida anteriormente, la misma Constitución ha pre-

visto otros mecanismos de integración. 

En efecto, el artículo 11 de la Carta Fundamen-

tal señala que "la ciudad de Caracas es la capital de 

la República y el asiento permanente de los órganos 

supremos del Poder Nacional" y agrega que "una Ley 

Especial podrá coordinar las distintas jurisdicciones 

existentes dentro del área metropolitana de Caracas (y 

principalmente la Municipalidad del Distrito Federal 

y la Municipalidad del Distrito Sucre del Estado Mi-

randa ) , sin menoscabo de la autonomía municipal". 

Ante esta norma, la Exposición de Motivos de la Cons-

titución aclara que "de esta manera se atiende a ur-

gentes y angustiosos problemas derivados del crecimien-

to de la ciudad, que desborda los límites que le fueron 

asignados cuando se creó el Distrito Federal" .ÍTO Por 

otra parte, y en torno a estos mismos problemas, la 

Constitución también señala, al consagrar el régimen 

municipal, que "también podrán los Municipios consti-

tuir morícomunidades para determinados fines de su 

279. Y id. en R f u w t ú de ta Facultad de Derecho, N » 21, C a r i c i a , 1961, 

p i » . 577. 
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competencia".280 Por tanto, dada la consagración de la 

autonomía municipal y ante la poca viabilidad actual 

de proponer una anexión de los entes municipales que 

tienen jurisdicción en el Area Metropolitana, la inte-

gración administrativa que Caracas reclama, dentro de 

las previsiones constitucionales señaladas, puede hacer-

se o a través de Ja creación por Ley, de sistemas de 

coordinación que deben dejar a salvo la autonomía mu-

nicipal o a través de la constitución de mancomunida-

des. Esta es, por ejemplo, la solución dada en el de-

recho comparado a través de la adopción de fórmulas 

federativas, mancomunadas o consorciales, con todas las 

entidades locales existentes en un área metropolitana, 

mediante la creación de órganos para regir y admi-

nistrar los asuntos y servicios comunes a todas ellas.281 

En esta forma puede decirse que la federación es 

una de las soluciones más recientes y la que parece en-

cerrar mayores posibilidades. Consiste en formar una 

federación de gobiernos locales, a imagen y semejanza 

de las organizaciones federales que poseen muchos ni-

veles gubernativos superiores. La primera aplicación 

práctica de esta idea tuvo lugar en el año 1953 en el 

Canadá. La ciudad de Toronto y doce municipios sub-

urbanos constituyeron en dicho año la "Municipalidad 

de la Metrópoli de Toronto", cuyos estatutos fueron 

aprobados por la Asamblea Legislativa de la Provincia 

de Ontario. El llamado "Toronto Plan" fue el primer in-

coo . A r t i c u l o 28 l i C n n « h t u r Í o n . 

2&1. C í r . R . E o i r c n « C u t i d , P r o b l r m á t Ac tua l t a <1L- la« Grande* Ciad*-

loe. c¿|., p i j » 1lf». 
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tentó realizado en serio para dar a una zona metropo-

litana un sistema de gobierno que esté en condiciones 

de satisfacer sus necesidades de organización, planifi-

cación, coordinación, hacienda, etc. Esta "municipali-

dad metropolitana*', que actualmente tiene una super-

ficie de 240 millas cuadradas y que cuenta con una 

población de 1.900.000 personas, comenzó a funcionar 

el primero de enero de 1954. A partir del l 9 de enero 

de 1967 sus trece municipalidades quedaron reducidas 

a seis. Su órgano principal es el Consejo Metropolita-

no, cuyo régimen de integración actual tiene, hasta el 

año 1969, una serie de modalidades transitorias, origi-

nalmente quedó integrado por: el Alcalde, dos interven-

tores y nueve concejales de la City de Toronto, los pre-

sidentes de los Concejos Municipales de los doce mu-

nicipios vecinos y un presidente elegido cada ano por 

los miembros del Consejo Metropolitano. En todo caso, 

la nueva administración metropolitana no sustituye a 

los municipios que la componen, sino que es un nivel 

administrativo superior al que se han transferido cier-

tas funciones que antes correspondían a los ayunta-

mientos integrados. Dichas funciones estén expresamen' 

te enumeradas en la Ley provincial en virtud de la cual 

se aprobó la constitución de la administración metro-

politana. En cuanto a los recursos de que ésta dispone, 

cada uno de los seis municipios contribuye en propor-

ción al valor de su riqueza imponible.282 

2B2, } ' id . V i n t too W- Crnueh , Metropo l i t « n Gove rnmen t in Toron to , en 

Public-Adrntnistraiion Revieto, N ' 9S, Ch i cago . 1954, eil., por Lu is 

G . M i r q u e a . Laa Zona* Me t r o po l i t a n » ! J i m Prob] e m i t , lac. cit,, 

p i p s . 131 y 115; The Municipality n/ Metropolitan Toronto Act, 1966, 

Toron to , 196«, 198 p i g s . 
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Ciertamente sería aventurado afirmar que la fe-

deración al estilo de Toronto sea la solución ideal y 

de carácter universal, pero sin embargo, sí puede de-

cirse que constituye la solución realista y práctica de 

los problemas de las zonas metropolitanas en aquellos 

países, como en Venezuela, dondé hay gran autonomía 

local. En todo caso, y concretamente respecto al Area 

Metropolitana de Caracas, hay que tener en cuenta, 

como hemos visto, que una de las jurisdicciones que 

en ella actúan, la principal, es una municipalidad sui 

generis, no sometida al régimen ordinario de las otras 

municipalidades de la República, y que es la Muni-

cipalidad del Distrito Federal, con todas las pe-

culiaridades y problemas señalados que trae la Ley Or-

gánica del Distrito Federal. En todo caso, sea cual sea 

la fórmula que se adopte, lo que sí se hace cada vez 

más imperioso en la Zona Metropolitana de Caracas, es 

la integración administrativa de sus jurisdicciones, de 

manera tal que los problemas locales de la misma 

sean tratados y resueltos en su conjunto de manera 

similar y coordinada. Para ello, como se exige en ge-

neral en el Derecho Comparado,283 sería necesario que 

se sancionase previamente la Ley Especial que coor-

dine el Area Metropolitana de Caracas. 

16. Ahora bien, no existiendo la Ley que coor-

dine la distintas jurisdicciones que actúan en el Area 

Metropolitana de Caracas, y ante la necesidad impos-

283. C t r . L n i i M i r r i l e » C * r b ó , L » Cooprrá i- inn In t fTfnun ìc ip» ) en Estudios 

ta homenaje a Jardona de Potas, Tomo i l i , Vo i . 2, M í d r i d , 1962, 

p á g . 156. 
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tergable de resolver ciertos problemas propios del cre-

cimiento anárquico de la ciudad y su extensión en un 

área mayor a la originalmente prevista, se hace nece-

sario asimismo recurrir a la figura de la mancomuni-

dad o asociación de Municipios para ciertos servicios, 

prevista en la propia Constitución284 a la cual se ha 

ocurrido con frecuencia en el Derecho Comparado. En 

efecto, ante ese tipo de problemas, y principalmente 

en materia de transportes, abastecimiento de aguas, con-

taminación del aire, urbanismo 285 y otros que no pue-

den resolver eficazmente el gobierno nacional o las de-

pendencias de los gobiernos locales dentro de la metró-

poli, se ha recurrido a la creación de nuevas y aisla-

das estructuras administrativas y de coordinación para 

hacerles frente. Gran parte de estos problemas han 

quedado así, a cargo de organismos autónomos espe-

cializados. Sin embargo, este expediente tiene el incon-

veniente de que cuando aumenta el número de estos 

organismo» se plantean nuevos problemas de coordi-

nación y de control. Según Plunkett entonces, "la crea-

ción de distritos especiales (como en los Estados Uni-

dos) o de autoridades intermunicipales, sólo puede con-

. '84. Ar i ¡ cu l i ije 1* C o o « l t u c i ó i i . 

285. Vtd . p'»r c jempl f i , nt iea'ro » » l u d i " " L a l u t i g r a c i ó n de l A r c i Me-

tropo l i t an» d » Caracas y la eoo rd i n ac i ó n de lo» Serv i t i t i « d e Triti»-

U' ine U r b a n o " , en Rtviita r a d e r . N ? 20. ( F acu l t a d de A r ^ u iter tur» y 

LI r i a t t i amo , U . C . V . ) . 1%C . paga . 2 ) » 27 ; » l i m i a m o oue t l r o ««tu d io 

" £ 1 Are» Me t ropo l i t a n » de Cara ta» y 1» Cooper»c i t i n I n t e r n a n i c ipa l en 

mater ia de U r b a u w m o " , en A e u u i a de ¡a t'ocultad de berte!io, 

L .C .V . . Nv 35, C t r a c a t . 1967, p i f » . 49 a Tù. 
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siderarse como medida provisional a falta de una for-

ma práctica de gobierno general para las zonas urba-

nas metropolitanas".286 

Por ello, insistimos, la Zona Metropolitana de Ca-

racas necesita, como toda gran metrópoli y tal como 

lo prevé el artículo 11 de la Constitución, de una or-

ganización administrativa que permita integrar a toda 

la zona para la prestación de aquellos servicios que 

exigen planificación, coordinación o administraciones 

unificadas, debiendo considerarse el recurso a entes o 

autoridades originadas en una mancomunidad y desti-

nadas a coordinar o planificar un solo servicio, como de 

carácter meramente provisional. 

286. Vid. Thoma» J . IMunkc t t , Municipal Organizalian in Cañada, Tlio 

C f l n i d i im Fedcra t i on of Mayo r a u d M u n i c i p a l i t ica, M a n Ir ca l , 1955, 

p á g . -±6 ctt. per L l i í « C . M á r q u ? * , La» Zonas Met ropo l i t ana« y nu» 

prob lemas , /oc. f í i - , p á y . 1SS. 
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sexta parte 

conclusiones 





47, Del estudio que anteriormente hemos reali-

zado sohre la precisión de las respectivas competencias 

del Gobernador del Distrito Federal y del Concejo Mu-

nicipal del mismo en el régimen de gobierno que 

prevé especialmente para dicho Distrito la correspon-

diente Ley Orgánica, podemos extraer las siguientes 

conclusiones: 

A. Es evidente que la ciudad de Caracas por ser 

la capital de la República y el asiento permanente de 

los órganos supremos del Poder Nacional,287 exige un 

régimen de gobierno especial. Ello se deriva no sólo de 

las exigencias propias de l<i capitalidad, sino de ser 

la sede del Distrito Federal, 

En esta forma ese régimen especial, debe dejar a 

salvo la actuación de los órganos supremos del Poder 

Nacional, que no debe verse entrabada por razones de 

índole local. En ello está comprometido evidentemente 

el interés publico nacional. 

287. Vid. Articulo 11 de 1» fVMti tuc ión . 
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Pero si bien lo anterior es cierto, también lo es 

la afirmación de Benjamín Villegas Basavilbaso de que 

"la residencia de las autoridades federales en la ciu-

dad metropolitana no puede ni debe ser un impedi-

mento para privar a sus habitantes de la elección de 

sus representantes en el manejo de los intereses estric-

tamente de orden local" ,m Por ello es necesario bus-

car una solución en el régimen de gobierno de la ciu-

dad capital federal, que sin entrabar la acción de los 

Poderes Nacionales, no elimine la autonomía munici-

pal y fundamentalmente no prive tampoco a los habi-

tantes de la misma, del derecho de elegir representan-

tes en el manejo de los intereses estrictamente locales. 

Esta solución justa, en nuestro criterio, ha sido re-

gulada por la Ley Orgánica del Distrito Federal de 

1936 actualmente vigente, pues como hemos visto ha 

atribuido al Poder Ejecutivo Nacional la designación 

de la Autoridad Ejecutiva del Distrito —el Goberna-

dor del Distrito Federal— quien actúa como órgano 

del Presidente de la República, y ha atribuido a un 

cuerpo electo por sufragio directo, universal y secreto 

—el Concejo Municipal— las funciones deliberantes, le-

gislativas de orden local y de control de la actividad 

del órgano ejecutivo. Esta solución media, similar a la 

que existía en Río de Janeiro, no extingue la Municipa-

lidad como sucede en el Distrito de ColumbJa (Was> 

hington) y en el Distrito Federal de México, y ha su-

cedido en Buenos Aires como capital federal. 

288. Vid. P r « j « n i ¡ o Vi l legas UaMvilk&so, D t i e r h o Adn i í u í « l r » t i » a , T a m o 

i r , p » g . 4-is. 

144 



B. Sin embargo, a pesar de que legalmente está 

regulado el régimen de gobierno del Distrito Federal 

conforme a ese sistema intermedio ampliamente anali-

zado, que se aparta sustancialmente del régimen uni-

forme de las demás municipalidades en las cuales todas 

las funciones locales —deliberativas y ejecutivas— se 

ejercen por un solo órgano, el Concejo Municipal; la-

mentablemente el Concejo Municipal del Distrito Fe-

deral durante varias etapas de su actuación ha ejerci-

do su actividad como un Concejo Municipal más de 

la República, pretendiendo tener no sólo funciones le-

gislativas locales y deliberantes, sino ejecutivas y ad-

ministrativas, con evidente quebrantamiento del régi-

men legal del gobierno del Distrito Federal. Esto ha 

producido que las diversas normas municipales ema-

nadas del Concejo Municipal del Distrito Federal en 

las cuales éste se ha atribuido a sí mismo funciones 

ejecutivas, al violar la Ley Orgánica del Distrito Fe« 

deral, sean susceptibles de ser impugnadas por la vía 

del recurso de ínconstitucionalidad. 

C. Dada la situación anterior, es imprescindi-

ble entonces pensar en una reforma de la Ley Orgánica 

del Distrito Federal, que precise aún más claramente la 

división de funciones en el régimen de gobierno del 

Distrito Federal, pero sin eliminar la existencia de un 

cuerpo de elección popular —Concejo Municipal— y 

un cuerpo de designación ejecutiva —Gobernador—: el 

primero, repetimos, con sus funciones deliberantes, le-

gislativas de orden local y de control de la Adminis-

tración Municipal; y el segundo, con sus funciones 

ejecutivas y de orden administrativo. 
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D. En todo caso, y ante el imprescindible ca-

mino hacia la integración del Area Metropolitana de 

Caracas, mediante la Ley que coordine las distintas 

jurisdicciones existentes dentro de la misma, prevista 

en el artículo 11 de la Constitución, al reformarse la 

Ley Orgánica del Distrito Federal, es necesario prepa-

rar las vías y mecanismos de integración y coordina-

ción. La ciudad de Caracas, como capital de la Repú-

blica y asiento de los órganos supremos del Poder Na-

cional, ha desbordado los límites del Distrito Federal, 

como era lo inevitable. La futura ley del mismo, por 

tanto, ha de tener en cuenta muy especialmente esta 

circunstancia al regular más precisamente el régimen 

de gobierno de la ciudad y sus consecuencias. 

Debe tenerse en cuenta en todo caso que si en sí 

mismos los mecanismos de coordinación a nivel muni-

cipal son difíciles de lograr de manera global y gene-

ral por los múltiples intereses encontrados que se mue-

ven en el ámbito local, ello se agrava aún más cuando 

la coordinación es necesaria hacerla entre entes Mu-

nicipales con diversos regímenes de gobierno como se-

ría por ejemplo la coordinación que sería necesario 

hacer entre la municipalidad del Distrito Sucre del Es-

tado Miranda, con el régimen municipal uniforme, y 

la Municipalidad del Distrito Federal, con el régimen 

municipal especial analizado. 

E . En todo caso, en virtud de lo anterior, ha 

de tenerse presente que dado lo imprescindible de la 

integración del Area Metropolitana de Caracas existe 

constitucionalmente la posibilidad de acudir a una so-
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lucíón más radical y quizás menos problemática, con-

sistente en la anexión del territorio del Distrito Sucre 

del Estado Miranda, por ejemplo, al Distrito Federal. 

Para ello la Constitución prevé en su articulo 10 lo 

siguiente: "Los Estados podrán fusionarse, modificar 

sus actuales límites y acordarse compensaciones o ce-

siones de territorio mediante convenios aprobados por 

sus Asambleas Legislativas y ratificados por el Senado. 

Las modificaciones de límites, compensaciones o cesio-

nes de territorios entre el Distrito Federal o los Terri-

torios o Dependencias Federales y los Estados podrán 

realizarse por convenios entre el Ejecutivo Nacional y 

los respectivos Estados, ratificados por las correspon-

dientes Asambleas Legislativas y por el Senado". 

F. Ahora bien, en conclusión, frente a la situación 

anteriormente planteada, el problema de estructura ad-

ministrativa del Area Metropolitana de Caracas puede 

solucionarse a través de dos vías: en primer lugar, 

anexando el Distrito Sucre del Estado Miranda al Dis-

trito Federal; y en segundo lugar, coordinando admi-

nistrativamente las jurisdicciones que actúan en el 

Area Metropolitana. 

G. La primera solución, sería la fusión del Dis-

trito Sucre del Estado Miranda al Distrito Federal, a 

través de un convenio celebrado entre el Ejecutivo Na-

cional y el Ejecutivo Estadal del Edo. Miranda rati-

ficado por el Senado y la Asamblea Legislativa de 

dicho Estado, en el cual se convenga en la cesión del 

territorio del Distrito Sucre. 
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En esta forma, no sólo se lograría un régimen ad-

ministrativo único para la ciudad de Caracas y su 

área metropolitana, sino que adquiriría también sen-

tido el Distrito Federal. Caracas, como capital de un 

Estado Federal, actualmente está dividida en dos por-

ciones urbanas, una de las cfiales está en el Distrito 

Federal. No puede razonablemente afirmarse ni pen-

sarse que la sede de los Poderes Nacionales sólo está 

al oeste de la ciudad, pues ello implica la ruptura de 

la necesaria unidad de la misma. 

En todo caso, la uniformización del régimen de la 

ciudad de Caracas como Distrito Federal implicaría 

como se dijo, la necesaria reforma de la Ley Orgáni-

ca del Distrito Federal, con el objeto de aclarar en 

forma precisa, el régimen de gobierno del mismo. 

Todo Distrito Federal, insistimos, conlleva esencial-

mente, la intervención del Poder Nacional en la con-

ducción de los intereses locales. La autonomía muni-

cipal en un Distrito Federal —y se emplea el término 

a pesar del confusionismo que lo rodea y de la crisis 

que la revolución urbana ha producido sobre su con-

tenido— está por tanto necesariamente atenuada. 

En esta forma, el régimen de gobierno municipal 

en el Distrito Federal estaría a cargo, como ahora, de 

una autoridad ejecutiva designada por el Poder Na-

cional y de una autoridad legislativa elegida por su-

fragio. En todo caso, debe aclararse definitivamente 

que el Concejo Municipal en el Distrito Federal, no 

tiene, en absoluto, facultades administrativas, sino so-

lamente de legislación local y de control administrati-

vo y político. En esta forma, se conserva el derecho 
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de los habitantes de la ciudad a intervenir a través 

de los concejales en el gobierno de la misma, y se 

mantiene la esencia del Distrito Federal. 

H. La otra alternativa para la solución del pro. 

blerna planteado por la estructura administrativa del 

Area Metropolitana de Caracas, radica en el manteni-

miento de la división del valle entre dos juridicciones 

logrando su coordinación a través de una ley especial. 

En efecto, de continuar la partición del Area Me-

tropolitana de Caracas entre el Distrito Federal y el 

Distrito Sucre del Estado Miranda, sería necesario 

prever mecanismos de integración global y forzosos 

desde el punto de vista administrativo. No escapa a 

la observación de cualquiera, lo absurdo que resulta 

el que la prestación de los servicios públicos urbanos 

tengan un límite espacial, y el que su continuidad de-

penda de la variable posición política de los conceja-

les respectivos. No tiene sentido alguno desde el punto 

de vista urbano, el que para la prestación de los ser-

vicios de distribución de agua y recolección de aguas 

negras, distribución de energía eléctrica, transporte 

urbano, aseo urbano, etc., existan dos autoridades dis-

tintas en la misma ciudad, y en su caso, sea necesa-

rio obtener dos concesiones diferentes. 

Por tanto, para lograr la uniformidad requerida 

por el área metropolitana, es necesario acudir a una 

ley especial que coordine la actividad administrativa 

en la ciudad. El mecanismo de coordinación estaría en 

mancomunar forzosamente o en federar las dos munici-

palidades que tienen jurisdicción en el Area Metropo-
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litana, y establecer una autoridad de coordinación, su-

perior a las autoridades existentes, en el solo ámbito 

administrativo. 

La autoridad de coordinación estaría integrada 

por representante» calificados de las municipalidades 

federadas, y por representantes' del Poder Nacional da-

do el carácter de capitalidad de la ciudad, y dada la 

intervención financiera que siempre tiene en las obras 

de envergadura de Caracas. Esta autoridad de coordi-

nación que seria un Consejo o Comisión Metropoli-

tana el cual estaría presidido por el Gobernador del 

Distrito Federal y por el Presidente del Concejo Mu-

nicipal del Distrito Sucre, tendría autoridades ejecuti-

vas de ejecución de sus actos. La autoridad de coor-

dinación, en todo caso, en las materias de su compe-

tencia, impondría su decisión a las autoridades mu-

nicipales de las municipalidades federadas, y los ór-

ganos para hacerlas cumplir serían sus directivos. 
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